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da de los registros de las Comisiones Unidas de Economía, y de Agricultura y Sis-
temas de Riego, la proposición con punto de acuerdo relativa al rescate de la in-
dustria azucarera y cañera del país, turnada en la sesión del 5 de marzo de 2013.
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PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2007-2012

Oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite el Sexto Informe de Eje-
cución del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Se remite a las comisiones de
Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conoci-
miento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que remite el docu-
mento que contiene Los principales objetivos para la Ley de Ingresos de la Fede-
ración y el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2014; Los escenarios sobre las principales variables macroeconómicas para el año
2014: crecimiento, inflación, tasa de interés y precio del petróleo; los escenarios
sobre el monto total del Presupuesto de Egresos de la Federación y su déficit o su-
perávit, y la enumeración de los programas prioritarios y sus montos para dar cum-
plimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 42 de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria, artículos 31 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal y 4o. del Reglamento Interior de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público. Se remite a las Comisiones de Hacienda y Crédito
Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . 

Oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que remite informa-
ción relativa a los montos de endeudamiento interno neto, el canje o refinancia-
miento de obligaciones del erario federal y el costo total de las emisiones de deu-
da interna y externa correspondientes al mes de febrero de 2013. Se remite a las
Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra su conocimiento . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROGRAMAS DESTINADOS A FOMENTAR LA EXPANSION 
DE LA OFERTA EDUCATIVA

Oficio de la Secretaría de Educación Pública con el que informa la estructura de
los programas destinados a fomentar la expansión de la oferta educativa de los ni-
veles medio superior y superior, su distribución y metas de mediano y largo pla-
zo. Se remite a las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y de Educación
Pública y Servicios Educativos, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO EN ALIMENTOS Y MEDICINAS

Oficio de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal con el que remite acuerdo
por el que se exhorta al Congreso de la Unión a no aprobar un aumento al im-
puesto al valor agregado en alimentos y medicinas. Se remite a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REPORTE ANUAL DE LA COMISION NACIONAL DE HIDROCARBUROS

Oficio de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, con el que remite Reporte anual
del cumplimiento de actividades y metas programadas, relativas al año 2012. Se
remite a la Comisión de Energía, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INFORME ANUAL DE PEMEX DE LOS COSTOS Y GASTOS 
DE EXPLORACION, DESARROLLO Y EXTRACCION 2012

Oficio de Petróleos Mexicanos, con el que remite el Informe anual de los costos y
gastos de exploración, desarrollo y extracción 2012. Se remite a la Comisión de
Energía, para su conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SOLICITUD DE LICENCIA

Solicitud de licencia por tiempo indefinido del diputado Joaquín Caballero Rosi-
ñol para separarse de sus funciones como diputado federal electo del décimo pri-
mer distrito electoral del estado de Veracruz. Aprobada; comuníquense. . . . . . . . 

LEY DE AGUAS NACIONALES

Oficio del Congreso del estado de San Luis Potosí, con el que remite iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de los artículos 24 y 120
de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Gloria Elizabeth Núñez Sánchez presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, suscrita también por el diputado Manlio Fabio Beltrones, del Gru-
po Parlamentario del PRI, y por el diputado Raúl Paz Alonzo, del Grupo Parla-
mentario del PAN. Se turna la iniciativa a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Intervienen desde su curul los diputados:

Gabriela Medrano Galindo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ricardo Villarreal García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS -
LEY DE PLANEACION

El diputado Damián Zepeda Vidales presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Planeación. Se turna la iniciativa a Co-
misiones Unidas de Puntos Constitucionales y de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACION
PUBLICA GUBERNAMENTAL

La diputada Amalia Dolores García Medina presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 36 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a
la Información Pública Gubernamental. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PETICION DE TRAMITE DE DICTAMENES

Intervienen sobre el tema desde su curul las diputadas:

Martha Lucía Mícher Camarena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María de Lourdes Amaya Reyes.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Raquel Jiménez Cerrillo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

Se recibió de la diputada Mónica García de la Fuente iniciativa que reforma el ar-
tículo 14 de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA

El diputado Ricardo Mejía Berdeja presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal contra la Delincuen-
cia Organizada, suscrita también por el diputado Ricardo Monreal Avila. Se turna
la iniciativa a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada María del Carmen Martínez Santillán presenta iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS

La diputada Sonia Rincón Chanona presenta iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 2 de la Ley General de Bibliotecas. Se turna a la Comisión
de Educación Pública y Servicios Educativos, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

Intervienen desde su curul los diputados:

Lourdes Eulalia Quiñones Canales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Víctor Oswaldo Fuentes Solís. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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DIPUTADAS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

La Presidencia designa comisión que acompañe a las ciudadanas Gabriela Euge-
nia Cortés Talamantes y Patricia Guadalupe Peña Recio, diputadas federales elec-
tas en la tercera circunscripción plurinominal y distrito XI del estado de Veracruz,
en el acto de rendir su protesta de ley. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

Discusión del dictamen de la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Te-
rritorial, con proyecto de decreto que reforma los artículos 2o, 7o, 23 y 52 de la
Ley General de Asentamientos Humanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Jorge Herrera Delgado fundamenta el dictamen por la comisión. . . . 

Fijan la postura de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Sonia Rincón Chanona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Luis Valle Magaña .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Carla Alicia Padilla Ramos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Celia Isabel Gauna Ruiz de León . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado el proyecto de decreto; pasa al Senado de la República para sus efectos
constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

MINUTO DE SILENCIO

Se guardar un minuto de silencio por el deceso de Luis Tomás Cervantes Cabeza
de Vaca, líder del Movimiento Estudiantil de 1968. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO DE COMERCIO

Discusión del dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma el artículo 1070 del Código de Comercio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fija la posición de su grupo parlamentario el diputado Juan Luis Martínez Martí-
nez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto; pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CODIGO DE COMERCIO

Discusión del dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo tercero al artículo 1414 Bis 7 del Código de Comercio. . . . . 

Fundamenta el dictamen por la comisión el diputado Juan Carlos Uribe Padilla. . 

Expresan la posición de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

José Antonio Hurtado Gallegos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tomás Torres Mercado . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Arturo Salinas Garza, quien propone una modificación.. . . . . . . . . . . . . . . . 

Se devuelve el dictamen a la Comisión de Economía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO DE COMERCIO

Discusión del dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones del Código de Comercio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen por la comisión el diputado Guillermo Sánchez Torres.

Aprobado el proyecto de decreto; pasa al Senado para sus efectos constituciona-
les. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos.. . . . . . . . . . . . . . 

Fundamenta el dictamen la diputada Lourdes Adriana López Moreno. . . . . . . . . 

Exponen la postura de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Alfonso Durazo Montaño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mario Miguel Carrillo Huerta . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

BIENVENIDA A UNA DELEGACION DE LA ASAMBLEA POPULAR 
NACIONAL DE LA REPUBLICA POPULAR CHINA

La presidenta expresa la bienvenida a una delegación de la Asamblea Popular Na-
cional de la República Popular China. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Intervienen desde su curul los diputados:

María Isabel Ortiz Mantilla. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luis Alberto Villarreal García. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Expone la postura de su grupo parlamentario la diputada María Isabel Ortiz Man-
tilla. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Interviene sobre el tema el diputado Alfonso Durazo Montaño. . . . . . . . . . . . . . . 

BIENVENIDA A LA DELEGACION DE TURQUIA DEL GRUPO DE LOS 20

La presidenta expresa la bienvenida a la delegación turca del Grupo de los 20, en-
cabezada por el señor Mehmet Saglam, Presidente de la Gran Asamblea Nacional
de la República de Turquía. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION Y GESTION INTEGRAL DE LOS
RESIDUOS

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos; Pasa al Ejecutivo para sus efectos constitucionales. . . . . . 

MINUTO DE SILENCIO

La Mesa Directiva participa a la asamblea el deceso de doña Cirila Sánchez Men-
doza, quien fue diputada federal de la LIV Legislatura y senadora de la República
de la LVI y LVII Legislaturas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO 
Y LA PROTECCION AL AMBIENTE - 
LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de las Leyes Genera-
les del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Desarrollo Forestal
Sustentable.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El diputado Alfio Vega de la Peña fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Exponen la postura de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Ricardo Mejía Berdeja . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Claudia Elena Aguila Torres . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto; pasa al Ejecuti-
vo para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un artículo 17 Ter a la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La diputada María Isabel Ortiz Mantilla fundamenta el dictamen. . . . . . . . . . . . . 

Expresan la postura de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Aída Fabiola Valencia Ramírez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Catalino Duarte Orduño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

María Concepción Navarrete Vital . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto; pasa al Ejecuti-
vo para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 47 Bis de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Fijan la postura de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

José Francisco Coronato Rodríguez .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

J. Pilar Moreno Montoya. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto; pasa al Ejecuti-
vo para sus efectos constitucionales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . 

Expone la posición de su grupo parlamentario la diputada Martha Beatriz Córdo-
va Bernal . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de decreto; se devuelve al
Senado para los efectos de la fracción E del artículo 72 constitucional. . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y LA PROTECCION AL
AMBIENTE

Discusión del dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 132 de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Expresan la posición de su respectivo grupo parlamentario los diputados:

Cristina Olvera Barrios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Humberto Vega Vázquez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

José Soto Martínez . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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VOTACIONES

De conformidad con lo que dispone el Reglamento de la Cámara de Diputados, se
publican las votaciones de los siguientes dictámenes:

De la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, con proyecto de
decreto que reforma los artículos 2o., 7o., 23 y 52 de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que reforma el artículo
1070 del Código de Comercio (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que adiciona diversas dis-
posiciones del Código de Comercio (en lo general y en lo particular).. . . . . . . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
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De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma diversas disposiciones de las Leyes Generales del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, y de Desarrollo Forestal Sustentable (en lo
general y en lo particular).. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
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la Protección al Ambiente (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
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De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente (en lo general y en lo particular). . . . 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 132 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente (en lo general y en lo particular). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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formidad con el artículo 100, numeral 1, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos 
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Presidencia del diputado 
José González Morfín

ASISTENCIA

El Presidente diputado José González Morfín: Pido a la
Secretaría que haga del conocimiento de esta Presidencia el
resultado del cómputo de asistencia de las señoras diputa-
das y señores diputados.

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Se infor-
ma a la Presidencia que existen registrados previamente
289 diputadas y diputados, por lo tanto, hay quórum.

El Presidente diputado José González Morfín (a las
11:10 horas): Se abre la sesión. 

ORDEN DEL DIA

El Presidente diputado José González Morfín: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del or-
den del día, en virtud de que se encuentra publicado en la
Gaceta.

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del
día. Las diputadas y los diputados que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor pre-
sidente, mayoría por la afirmativa. Se dispensa la lectura.

«Segundo periodo de sesiones ordinarias.— Primer año de
ejercicio.— LXII Legislatura.

Orden del día 

Miércoles 3 de abril de 2013

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la diputada Gisela Raquel Mota Ocampo

En relación a retiro de proposición.

De la Secretaría de Gobernación

Con la que remite el sexto informe de ejecución del Plan
Nacional de Desarrollo 2007-2012.

De la Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Con la que remite el documento que contiene:

Los principales objetivos para la Ley de Ingresos de la
Federación y el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2014;

Los escenarios, sobre las principales variables macroe-
conómicas para el año 2014: Crecimiento, inflación, ta-
sa de interés y precio del petróleo;

Los escenarios sobre el monto total del Presupuesto de
Egresos de la Federación y su déficit o superávit; y

La enumeración de los programas prioritarios y sus
montos.

Con la que remite información relativa a los montos de
endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamien-
to de obligaciones del Erario Federal, el costo total de
las emisiones de deuda interna y externa, correspon-
dientes al mes de febrero de 2013, la recaudación fede-
ral participable que sirvió de base para el cálculo del pa-
go de las participaciones a las entidades federativas, así
como el pago de las mismas, desagregada por tipo de
fondo y por entidad federativa, efectuando en ambos ca-
sos la comparación correspondiente con el mes de fe-
brero de 2012, la evolución de la recaudación para el
mes de febrero de 2013 y la Información de Finanzas
Públicas y Deuda Pública al mes de febrero del año en
curso.

De la Secretaría de Educación Pública

Con la que informa la estructura de los programas destina-
dos a fomentar la expansión de la oferta educativa de los
niveles Media Superior y Superior, su distribución y metas
de mediano y largo plazo.

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal

Con la que remite Acuerdo por el que exhorta al Congreso
de la Unión a no aprobar un aumento al Impuesto al Valor
Agregado en alimentos y medicinas.
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De la Comisión Nacional de Hidrocarburos

Con la que remite el reporte anual del cumplimiento de ac-
tividades y metas programadas, relativo al año 2012.

De Petróleos Mexicanos

Con la que remite el informe anual de los Costos y Gastos
de Exploración, Desarrollo y Extracción 2012.

Solicitud de licencia

Del diputado Joaquín Caballero Rosiñol.

Protestas

De las diputadas Gabriela Eugenia Cortés Talamantes y Pa-
tricia Guadalupe Peña Recio.

Iniciativa del Congreso del Estado de San Luis Potosí

Con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de los artículos 24 y 120 de la Ley de Aguas Naciona-
les. (Turno a Comisión)

Propuestas de acuerdo de los órganos de gobierno 

De la Junta de Coordinación Política.

Iniciativas

Que reforma el artículo 36 de la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental,
a cargo de la diputada Amalia Dolores García Medina, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática. (Sólo Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Gloria Elizabeth Núñez Sánchez y Manlio Fabio Beltrones
Rivera, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 2o. y 6o. de la Ley de Coordina-
ción Fiscal, a cargo del diputado Victor Manuel Jorrín Lo-
zano, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano.
(Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 294 y 306 del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y sus-

crita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Par-
lamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. de la Ley General de Educa-
ción, 113 de la Ley General de Salud y 28 de la Ley para
la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y sus-
crita por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ri-
cardo Mejía Berdeja y suscrita por el diputado Ricardo
Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y suscri-
ta por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal Contra la Delincuencia Organizada, a cargo del
diputado Ricardo Monreal Ávila y suscrita por el diputado
Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la
Ley de Planeación, a cargo del diputado Damián Zepeda
Vidales, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 6o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Francisco
Alberto Zepeda González, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 42 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Omar Antonio Borboa Becerra, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Protección al Consumidor y de la Ley Federal
de Radio y Televisión, a cargo del diputado Ricardo Mejía
Berdeja y suscrito por el diputado Ricardo Monreal Ávila,
del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a
Comisión)



Que reforma el artículo 2o. de la Ley General de Bibliote-
cas, a cargo de la diputada Sonia Rincón Chanona, del Gru-
po Parlamentario Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Ra-
món Antonio Sampayo Ortíz, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 144 de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Miguel Ángel Aguayo López, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.
(Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 226 Bis de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, a cargo de la diputada Margarita Saldaña Her-
nández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 3o. y 27 de la Ley General de Sa-
lud, a cargo de la diputada María Guadalupe Sánchez San-
tiago, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 78 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, a cargo del diputado
Marino Miranda Salgado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 14 de la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro, a cargo de la diputada Mónica García
de la Fuente, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 320, 324 y 334 de la Ley Gene-
ral de Salud, a cargo del diputado Ricardo Monreal Ávila y
suscrita por el diputado Ricardo Mejía Berdeja, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Que reforma los artículos 5o. y 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y adiciona un artí-
culo 158 Bis a la Ley Federal del Trabajo, a cargo del dipu-
tado José Arturo López Candido, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal y expide la Ley General del Sis-
tema Nacional de Vigilancia y Supervisión de las institu-
ciones públicas y privadas de Asistencia Social en las que

se encuentran niñas, niños y adolescentes, a cargo de la
diputada Lucila Garfias Gutiérrez, del Grupo Parlamenta-
rio Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 31 de la Ley del Servicio Público
de Energía Eléctrica, del diputado José Everardo Nava Gó-
mez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 7o. y 30 de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Jo-
sé Luis Valle Magaña, del Grupo Parlamentario Movi-
miento Ciudadano. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ma.
del Carmen Martínez Santillán, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 25 de la Ley del Servicio Público
de Energía Eléctrica, a cargo de la diputada Dora María
Guadalupe Talamante Lemas, del Grupo Parlamentario
Nueva Alianza. (Turno a Comisión)

Que reforma el artículo 115 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Isidro Moreno Árcega, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional. (Turno a Comisión)

Que reforma los artículos 84 y 1000 de la Ley Federal del
Trabajo y 27 de la Ley del Seguro Social, a cargo del dipu-
tado Juan Manuel Diez Francos, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional. (Turno a Comi-
sión)

Dictamen a discusión 
De leyes y decretos

De la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Te-
rritorial, con proyecto de decreto que reforma los artículos
2o., 7o., 23 y 52 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos. 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
reforma el artículo 1070 del Código de Comercio. 

De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona un párrafo tercero al artículo 1414 Bis 7 del Có-
digo de Comercio. 
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De la Comisión de Economía, con proyecto de decreto que
adiciona diversas disposiciones del Código de Comercio. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que adiciona un artículo 17 Ter a
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 47 Bis de
la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable. 

De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
con proyecto de decreto que reforma el artículo 132 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. 

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma la fracción I del artículo 10 y el segundo pá-
rrafo del artículo 32 de la Ley de Aviación Civil.

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma los artículos 6, 76 y se adiciona el artículo 15
y un artículo 76 Bis a la Ley de Aviación Civil. 

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma el último párrafo del artículo 52 de la Ley de
Aviación Civil. 

De la Comisión de Transportes, con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. 

Proposiciones calificadas por el pleno de urgente u ob-
via resolución

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Sagarpa,
para que a través del Senasica, implemente las acciones de
barrido, atención de cuarentenas e indemnización de reac-
tores en los municipios de Tepalcatepec, Buenavista, Apat-
zingán, Parácuaro y F.J. Múgica, del estado de Michoacán,
a fin de evitar que las enfermedades o plagas causen daños
a la ganadería estatal, a cargo del diputado Salvador Ortiz
García, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Fiscalía
General del estado de Chihuahua, zona norte, para que en-
tregue la información acerca de las mujeres desaparecidas
y asesinadas, a la Organización “Nuestras hijas de regreso
a casa“ de Cd. Juárez, a cargo de la diputada María de
Lourdes Amaya Reyes, del Grupo Parlamentario del Parti-
do de la Revolución Democrática. (Urgente resolución)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SE, para
que aplique de manera urgente y de conformidad con la
normatividad vigente, cuotas compensatorias y medidas de
salvaguarda, tanto provisionales como definitivas, por
prácticas desleales de comercio internacional en los secto-
res siderúrgico, agroalimentario y pesquero, a cargo del
diputado Adolfo Orive Bellinger, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo. (Urgente resolución)

Dictámenes a discusión 
De puntos de acuerdo

De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do por los que se solicita al Ejecutivo federal, fortalezca los
programas y los mecanismos de atención para combatir la
violencia contra las niñas y mujeres, a efecto de que pue-
dan ser implementados de manera eficiente y equitativa.

De la Comisión de Equidad y Género, con Punto de Acuer-
do, por el que se exhorta al titular de la Sagarpa, incre-
mentar los apoyos a favor de las mujeres rurales.

De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do, relativos a lo sucedido en Tacotalpa, Tabasco.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuerdo
relativo a la revisión de las Reglas de Operación de los Pro-
gramas contenidos en el anexo 10 “Erogaciones para la



Igualdad entre Mujeres y Hombres”, conforme a lo estable-
cido en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2012.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a los congresos estatales, armonizar su
legislación conforme a lo establecido en la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y en el
Código Penal Federal, en materia de Feminicidios.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Procuraduría General de Jus-
ticia del estado de Sinaloa, aplicar en coordinación con la
Fiscalía Especial para los delitos de Violencia contra las
Mujeres y Trata de Personas, las medidas necesarias para
atender el creciente índice de Feminicidios en la entidad.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los congresos estatales, armoni-
zar su legislación conforme a lo establecido en el Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en
materia de acceso pleno y permanencia de las mujeres en
los cargos de elección popular.

De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do por los que se solicita a la Fiscalía Especial para los De-
litos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas de
la Procuraduría General de la República que coadyuve con
la Procuraduría Estatal en las investigaciones relacionadas
con los feminicidios presentados en Tula, Hidalgo.

De la Comisión de Derechos de la Niñez, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, para que
organice e instale el Consejo Nacional de Prestación de
Servicios para la Atención, Cuidado y Desarrollo Integral
Infantil.

De la Comisión de Derechos de la Niñez, con punto de
acuerdo por el que se exhorta respetuosamente a los con-
gresos de los estados de la Federación, para que legislen
priorizando el interés superior de la infancia, tomando en
cuenta la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, los convenios internacionales suscritos y ratifica-
dos por el Estado Mexicano y las recomendaciones que de
ellos emanan para preservar los derechos de las niñas, ni-
ños y adolescentes.

De la Comisión de Derechos de la Niñez, con puntos de
acuerdo por los que se exhorta a la SEGOB y a la SEP, pa-
ra que establezcan una estrategia nacional de prevención
infantil contra abusos producto de la navegación insegura

de las niñas, niños y adolescentes en Internet; asimismo se
exhorta a las legislaturas de los estados y a la ALDF, para
que legislen en la materia.

De la Comisión de Derechos Humanos, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a los congresos de las enti-
dades donde no se ha legislado sobre el derecho a la no dis-
criminación, a expedir disposiciones legales encaminadas a
prohibirlas y desarrollar acciones institucionales para com-
pensar la violación de esa garantía.

De la Comisión de Derechos Humanos, con puntos de
acuerdo por los que la Cámara de Diputados manifiesta su
rechazo a los actos de violencia y discriminación llevados
a cabo por medios de comunicación públicos y privados de
Quintana Roo, en contra de las Diputadas Graciela Salda-
ña Fraire y Alicia Ricalde Magaña, así como de Edith Men-
doza Pino, ex alcaldesa del municipio de Tulum.

De la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, con
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal
y Ejecutivos Estatales, para que en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, se promueva y privilegie la dignifi-
cación del Adulto Mayor.De las Comisiones Unidas de Jus-
ticia y de Relaciones Exteriores, con puntos de acuerdo por
los que exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores; a
la Procuraduría General de la República y a la Comisión
Nacional de Derechos Humanos para que, en el ámbito de
sus atribuciones, realicen las acciones necesarias para el
esclarecimiento de los hechos en los que falleció el conna-
cional menor de edad José Antonio Elena Rodríguez en la
línea de la frontera de Nogales, Sonora, el pasado 10 de
Octubre.

De la Comisión de Competitividad, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a diversos congresos estatales, para
que aprueben el proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 25 y 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

De la Comisión de Turismo, con puntos de acuerdo por los
que se exhorta al Ejecutivo federal, a través del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes y la Secretaría de Tu-
rismo, se establezca el Día Nacional de la Gastronomía
Mexicana.

De la Comisión de Energía, con punto de acuerdo por el
que se exhorta a la Secretaría de Energía a tomar medidas
para erradicar la extracción, manejo y distribución ilícitos
de gas LP en el país.
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De la Comisión de Equidad y Género, con puntos de acuer-
do por los que se exhorta al Gobernador del estado de Que-
rétaro con relación a la ola de secuestros y desapariciones
de personas en la entidad; y al Congreso local a realizar los
trabajos legislativos pertinentes para tipificar el delito de
feminicidio.

De la Comisión de Juventud, con punto de acuerdo por el
que se exhorta a los congresos de las entidades Federativas,
revisen su legislación civil, a fin de aumentar la edad mí-
nima para que ambos contrayentes puedan contraer matri-
monio.

De las Comisiones Unidas de Asuntos Migratorios, y de
Derechos de la Niñez, con punto de acuerdo por el que se
solicita a los titulares de la Secretaría de Relaciones Exte-
riores, del Instituto Nacional de Migración y del Desarro-
llo Integral de la Familia, constituir una base de datos con-
fiable, integral y compartida de niñas, niños y adolescentes
sin compañía, que sean repatriados de los Estados Unidos
de América y se promueva su protección más allá de la reu-
nificación familiar.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones
Exteriores para que a la brevedad se asegure que se haya
observado el debido proceso legal, en particular, el aviso
consular a que hace referencia el artículo 36 de la Conven-
ción de Viena, en el juicio mediante el que fue sentenciado
a muerte en el estado de Texas de los Estados Unidos de
América el connacional Édgar Tamayo Arias.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal para que,
por conducto de la Secretaría de Relaciones Exteriores, se
pronuncie con el propósito de que las autoridades de los
Estados Unidos de América atiendan la opinión número
19/2005 del Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitra-
rias de la Comisión de Derechos Humanos de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas, en relación con cinco ciuda-
danos cubanos.

De la Comisión de Relaciones Exteriores, con punto de
acuerdo por el que se exhorta a la Secretaría de Relaciones
Exteriores para que por conducto de la Procuraduría Gene-
ral de la República, solicite a las autoridades del Departa-
mento de Justicia de los Estados Unidos de América, una
vez que se hayan concluido los procesos penales en desa-
rrollo, la entrega al Gobierno de México, de los más de 2
millones de dólares que le fueron detectados en las Islas

Bermudas a Javier Villareal ex titular del Servicio de Ad-
ministración Tributaria del estado de Coahuila.

De la Comisión del Distrito Federal, con puntos de acuer-
do por los que se exhorta a diversas autoridades del Go-
bierno del Distrito Federal, a garantizar el cumplimiento de
las leyes y reglamentos que permita a los ciudadanos, el
uso del espacio público con seguridad ante las diferentes
modalidades de desplazamiento.

De la Comisión del Distrito Federal, con puntos de acuer-
do por los que se exhorta al Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, al Secretario de Gobierno y al Jefe Delegacional
en Venustiano Carranza, brindar apoyo a los locatarios
afectados por el incendio de la nave mayor del mercado de
La Merced.

De la Comisión del Distrito Federal, con punto de acuerdo
por el que se exhorta a la Comisión Intersecretarial para la
Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, incor-
porar en su Programa Nacional a las delegaciones Cuauh-
témoc, Álvaro Obregón, Benito Juárez y Venustiano Ca-
rranza, en calidad de “Demarcaciones Prioritarias”.

De la Comisión de Equidad y Género, con punto de acuer-
do por el que se exhorta a los Ejecutivos Federal y Estata-
les a establecer de manera corresponsable Centros de Jus-
ticia para Mujeres, y para que sean reforzados en aquellas
entidades donde ya existen.

De la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Te-
rritorial, con puntos de acuerdo por los que se solicita al Ti-
tular de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Medio Am-
biente del estado de Tamaulipas, una opinión en la que se
evalúe el cumplimiento de las disposiciones legales en ma-
teria de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y
desarrollo urbano en relación con la regularización de vi-
vienda de las familias asentadas en el Fraccionamiento
Rincón de las Flores en Reynosa Tamaulipas.

Proposiciones

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al titular de la
Segob, para que suscriba los acuerdos necesarios con los
gobiernos de las entidades federativas y sus municipios,
con el INM y con organizaciones civiles encargadas de
atender el tema migratorio, a efecto de crear un banco de
datos especializado en el que se integren las políticas y
programas que implementan a favor de los migrantes, así
como los principales problemas y delitos que se cometen



contra ellos, a cargo del diputado Raúl Gómez Ramírez,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a la Segob, a la PGR, a la SCT, a la STPS y a la SE,
para que resuelvan de manera satisfactoria el conflicto de
la Compañía Mexicana de Aviación, a cargo de la diputada
Claudia Elena Águila Torres, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. (Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Jefe de Go-
bierno del DF, para que instale las alertas sísmicas restan-
tes, objeto del contrato OM/DGA/DRMSG/CA-020-2010,
a cargo del diputado Ricardo Astudillo Suárez, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.
(Turno a Comisión)

Con punto de acuerdo relativo a la reubicación de los ven-
dedores ambulantes de la Autopista Cuernavaca-Acapulco,
a cargo del diputado Victor Manuel Jorrín Lozano, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. (Turno a Comi-
sión)

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
estatales y municipales, para que favorezcan la implemen-
tación de una estrategia de movilidad integral en sus loca-
lidades, a cargo del diputado Rene Ricardo Fujiwara Mon-
telongo, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. (Turno a
Comisión).»

El Presidente diputado José González Morfín: Sonido
en la curul de la diputada Raquel Jiménez.

La diputada Raquel Jiménez Cerrillo (desde la curul):
Gracias, diputado presidente. Solamente para hacer una
observación al orden del día y comunicar que he enviado
ya un oficio, tanto a la Junta de Coordinación Política co-
mo a la Mesa Directiva, con respecto al listado de dictá-
menes de puntos de acuerdo que se han venido agendando
desde el inicio de esta periodo ordinario de la Cámara de
Diputados y la observación particular es con respecto a un
punto de acuerdo que fue aprobado en las Comisiones de
Equidad y Género y de Grupos Vulnerables, presentado
por una servidora y fue aprobado en las comisiones el 19
de diciembre.

Inicialmente se enlistó en el orden del día en el punto nú-
mero ocho de los dictámenes a discusión de puntos de
acuerdo. A partir del 12 de marzo este punto de acuerdo en

mención fue recorrido hasta el número 19. Mi solicitud
particular es que se vuelva a enlistar en el orden original en
que fue turnado a la Mesa Directiva, que era el número
ocho y que es un exhorto al gobernador del estado de Que-
rétaro, aprobado ya en la Comisión de Equidad de Género.
Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Se abordará el tema, seguramente, en la próxima
reunión de la Mesa Directiva.

ACTA DE LA SESION ANTERIOR

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
En virtud de que se encuentra publicada en la Gaceta, pro-
ceda la Secretaría a someter a discusión el acta de la sesión
anterior.

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Está a
discusión el acta. No habiendo quien haga uso de la pala-
bra, en votación económica se pregunta si se aprueba. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente,
mayoría por la afirmativa.

«Acta de la sesión de la Cámara de Diputados del Congre-
so de la Unión, celebrada el martes dos de abril de dos mil
trece, correspondiente al Segundo Periodo de Sesiones Or-
dinarias del Primer año de Ejercicio de la Sexagésima Se-
gunda Legislatura.

Presidencia del diputado
Francisco Agustín Arroyo Vieyra

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión, con una asistencia de dos-
cientos setenta y seis diputadas y diputados, a las once ho-
ras con ocho minutos del martes dos de abril de dos mil
trece, el Presidente declara abierta la sesión.

En votación económica se dispensa la lectura al Orden del
Día, en virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta
Parlamentaria; acto seguido se somete a discusión el Acta
de la Sesión anterior y, no habiendo oradores registrados,
en votación económica se aprueba.
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Se da cuenta con Comunicaciones Oficiales:

a) De la diputada Gabriela Medrano Galindo, del Partido
Verde Ecologista de México, por la que solicita que se re-
tire de los registros de la Comisión de Equidad y Género,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Acceso a las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, presentada el vein-
tisiete de noviembre de dos mil doce. Se tiene por retirada,
actualícense los registros parlamentarios.

b) De la Cámara de Senadores, con la que remite acuerdo
aprobado, por el que propone trabajar en conjunto y de ma-
nera coordinada, con el objeto de crear una legislación in-
tegral para la protección, promoción y garantía de los de-
rechos de las niñas, niños y adolescentes, acorde con el
marco Constitucional Mexicano. Se remite a la Junta de
Coordinación Política, para su conocimiento.

c) De la Secretaría de Gobernación:

• Por la que solicita los permisos constitucionales nece-
sarios para que los ciudadanos:

— Said Hawayek Figueroa, pueda prestar servicios
en la Embajada de Australia en México. 

— Enrique de la Fuente Quinzaños, pueda desempe-
ñar el cargo de Cónsul Honorario de la República de
Finlandia en la Ciudad de Veracruz, con circunscrip-
ción consular en el Estado de Veracruz. 

— Diana Carolina Carmona Collado, Guillermo
González Soto, Claudia Adriana Arias Valencia y
Manlio Alberto Lozano Casillas, puedan prestar ser-
vicios en la Embajada de los Estados Unidos de
América en México y en su Consulado en Tijuana,
Baja California, e informa que el ciudadano Mario
Medina Sánchez, ha dejado de prestar servicios en la
Embajada de los Estados Unidos de América, en Mé-
xico.

— Mariana Bush Rodríguez, José Roberto Guerrero
Gallardo, Carla Rita Valverde Millones y José Artu-
ro Garduño Teliz, puedan prestar servicios en la Em-
bajada de Canadá en México y en su Consulado en
San Pedro Garza García, Nuevo León, e informa que
los ciudadanos Olivia Catalán Calvillo, Benjamín
Martínez Gutiérrez, Verónica María Fernández Ro-

dríguez y Manuel Sánchez Merito, han dejado de
prestar servicios en la Embajada de Canadá, en Mé-
xico, en su Consulado en Monterrey, Nuevo León, y
en el Consulado General de los Estados Unidos de
América, en Tijuana, Baja California.

Las solicitudes de permisos se turnan a la Comisión de Go-
bernación, para dictamen, por lo que se refiere a los ciuda-
danos que dejan de prestar servicios, comuníquese a la Cá-
mara de Diputados y a la Cámara de Senadores, para su
conocimiento.

• Con la que remite el Informe Anual de Petróleos Me-
xicanos, correspondiente al ejercicio dos mil doce. Se
turna a la Comisión de Energía, para su conocimiento.

• Tres, con las que remite contestaciones a puntos de
acuerdo aprobados por la Cámara de Diputados. Se re-
miten a las Comisiones correspondientes, para su cono-
cimiento.

• Dos, con las que remite contestaciones a puntos de
acuerdo aprobados por la Comisión Permanente, corres-
pondientes al Primer Receso. Se remiten a los promo-
ventes, para su conocimiento.

d) Del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, con la
que envía remite Informe de Actividades y Resultados dos
mil doce. Se remite a la Comisión de Gobernación, para su
conocimiento.

e) De Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por la que
informa que en el mes de febrero de dos mil trece, el Ser-
vicio de Administración Tributaria, a través de las autori-
dades aduaneras competentes, únicamente destinó mercan-
cías perecederas, de fácil descomposición o deterioro y
aquéllas que no son transferibles al Servicio de Adminis-
tración y Enajenación de Bienes (SAE). Se remite a la Co-
misión de Economía, para su conocimiento.

f) De los diputados:

• Alicia Concepción Ricalde Magaña, del Partido de Ac-
ción Nacional, por la que solicita licencia por tiempo in-
definido, para separarse de sus actividades legislativas
como diputada federal electa en la Tercera Circunscrip-
ción Plurinominal, a partir de esta fecha. En votación
económica se aprueban los puntos de acuerdo que con-
ceden licencia y llaman al suplente. Comuníquese.



• Juan Manuel Diez Francos, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, por la que solicita licencia para sepa-
rarse de sus actividades legislativas como diputado fe-
deral electo en Décimo Quinto Distrito Electoral, del
estado de Veracruz, a partir del cinco de abril al treinta
de julio de dos mil trece. En votación económica se
aprueban los puntos de acuerdo que conceden licencia y
llaman al suplente. Comuníquese.

La Presidencia informa a la Asamblea que las ciudadanas
Milkdret Marina Verde Avendaño y Damaris Osorno Mal-
pica, diputadas federales electas en el Tercero y Décimo
Segundo Distritos Electorales de los estados de Quintana
Roo y Veracruz, respectivamente, se encuentran a las puer-
tas del Salón de Sesiones, designa una comisión para
acompañarlas en el acto de rendir protesta de Ley, mismo
que se lleva a cabo y entran en funciones.

g) De la Cámara de Senadores con las que remite Minutas
con proyecto de decreto:

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre
de Violencia y al Código Federal de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Equidad y Género, de Gobernación, y de Justicia,
para dictamen.

• Que reforma, deroga y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Víctimas; y por el que se reforma
el primer párrafo del artículo ciento ochenta y dos-R del
Código Federal de Procedimientos Penales. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.

Desde su curul el diputado Gerardo Francisco Liceaga Ar-
teaga, del Partido Revolucionario Institucional, solicita a la
Presidencia guardar un minuto de silencio en memoria de
la deportista y medallista olímpica Soraya Jiménez Mendi-
vil. La Presidencia obsequia la petición.

h) De los Congresos de los estados de:

• Chihuahua, con la que remite iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona una fracción sexta Bis al artícu-
lo catorce de la Ley General de Educación. Se turna a la
Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos,
para dictamen.

• Michoacán, con las que remite iniciativas con proyec-
to de decreto:

— Que reforma y adiciona los artículos sexto y diez
de la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará
el Fondo de Apoyo Social para Ex trabajadores Mi-
gratorios Mexicanos. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.

— Que adiciona un artículo nueve Bis a la Ley de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

En el capítulo de Agenda Política, hacen comentarios rela-
tivos al Día Mundial de la Concientización sobre el Autis-
mo, los diputados: María Sanjuana Cerda Franco, de Nue-
va Alianza; 

Presidencia de la diputada
Patricia Elena Retamoza Vega

María del Carmen Martínez Santillán, del Partido del Tra-
bajo; José Francisco Coronato Rodríguez, de Movimiento
Ciudadano; Carla Alicia Padilla Ramos, del Partido Verde
Ecologista de México; Josefina Salinas Pérez, del Partido
de la Revolución Democrática; Elizabeth Vargas Martín
del Campo, del Partido de Acción Nacional; y Paloma Vi-
llaseñor Vargas, del Partido Revolucionario Institucional.

A las once horas con cincuenta y dos minutos, por instruc-
ciones de la Presidencia, se cierra el sistema electrónico de
asistencia con un registro de cuatrocientos cuarenta y siete
diputadas y diputados.

La Presidencia informa a la Asamblea que se encuentran
publicados en la Gaceta Parlamentaria los dictámenes con
proyecto de decreto de las Comisiones:

a) De Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, que re-
forma los artículos segundo, séptimo, veintitrés, y cincuenta
y dos de la Ley General de Asentamientos Humanos.

b) De Economía:

• Que reforma el artículo mil setenta del Código de Co-
mercio.

• Que adiciona un párrafo tercero al artículo mil ciento
catorce Bis siete del Código de Comercio.

• Que adiciona diversas disposiciones del Código de
Comercio. 
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c) De Medio Ambiente y Recursos Naturales:

• Que adiciona un artículo diecisiete Ter a la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te.

• Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y
de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable.

• Que reforma el artículo cuarenta y siete Bis de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente. 

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos.

• Que reforma el artículo ciento treinta y dos de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

d) De Transportes:

• Que reforma la fracción I del artículo diez y el segun-
do párrafo del artículo treinta y dos de la Ley de Avia-
ción Civil.

• Que reforma los artículos seis, setenta y seis, se adi-
ciona el artículo quince, y un artículo setenta y seis Bis
a la Ley de Aviación Civil.

• Que reforma el último párrafo del artículo cincuenta y
dos de la Ley de Aviación Civil.

• Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

De conformidad con lo que establece el artículo ochenta y
siete del Reglamento de la Cámara de Diputados, se cum-
ple con la declaratoria de publicidad.

Se somete a discusión el dictamen de las Comisiones Uni-
das de Hacienda y Crédito Público, y de Presupuesto y
Cuenta Pública, con proyecto de decreto que adiciona una
fracción primera al artículo dos de la Ley Federal de los

Derechos del Contribuyente. Se concede el uso de la pala-
bra para fundamentar el dictamen a nombre de la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, a la diputada María San-
juana Cerda Franco. 

Presidencia del diputado
José González Morfín

Para fijar postura de sus respectivos grupos parlamentarios
intervienen los diputados: Lucila Garfias Gutiérrez, de
Nueva Alianza; Juan Ignacio Samperio Montaño, de Movi-
miento Ciudadano; David Pérez Tejada Padilla, del Partido
Verde Ecologista de México; Rosendo Serrano Toledo, del
Partido de la Revolución Democrática; y Jorge Herrera
Delgado, del Partido Revolucionario Institucional. Sin más
oradores registrados en votación nominal por cuatrocientos
treinta y cuatro votos a favor; uno en contra; y dos absten-
ciones, se aprueba en lo general y en lo particular el pro-
yecto de decreto que adiciona una fracción primera al artí-
culo dos de la Ley Federal de los Derechos del
Contribuyente. Pasa al Senado, para sus efectos constitu-
cionales. 

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión de los
dictámenes en sentido negativo con puntos de acuerdo re-
lativos a iniciativas y minutas con proyectos de decreto de
las Comisiones:

a) De Presupuesto y Cuenta Pública, con Puntos de Acuer-
do por los que se desecha la Iniciativa con Proyecto de De-
creto por el que se integra un Fondo Especial de Recursos
Económicos, por quince mil millones de pesos, para aten-
der los daños ocasionados por las contingencias climatoló-
gicas acaecidas del dos a cuatro de febrero de dos mil on-
ce en los estados de Sinaloa, Sonora, Tamaulipas,
Coahuila, Chihuahua, Durango y Nuevo León. 

b) De Seguridad Pública, que adiciona un Título Décimo
Tercero, y los artículos ciento cincuenta y tres, ciento cin-
cuenta y cuatro, ciento cincuenta y cinco, ciento cincuenta
y siete, y ciento cincuenta y ocho a la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública.

c) De Relaciones Exteriores, que reforma, adiciona y dero-
ga diversas disposiciones de la Ley del Servicio Exterior
Mexicano. 

d) De Economía, que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones del Código de Comercio, de la Ley General
de Sociedades Mercantiles, de la Ley de Sociedades de In-



versión, de la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, y de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal. 

e) De Fomento Cooperativo y Economía Social, que refor-
ma el artículo tres y adiciona la fracción tercera al artículo
siete de la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el
Fondo para el Fortalecimiento de Sociedades y Cooperati-
vas de Ahorro y Préstamo y de Apoyo a sus Ahorradores, y
adiciona un cuarto párrafo al artículo noventa y nueve de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular.

f) De la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, que reforma la fracción trigésima novena del artículo
tercero y la fracción tercera del artículo setenta y siete Bis
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente.

g) Del Distrito Federal, que reforma y adiciona el Estatuto
de Gobierno del Distrito Federal. 

h) De Transportes, que adiciona un artículo 49 Bis a la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal. 

i) De Deporte:

• Que reforma el artículo noventa y nueve de la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte.

• Que reforma y adiciona la Ley General de Cultura Fí-
sica y Deporte.

Sin oradores registrados, en votación económica se aprue-
ban en conjunto los puntos de acuerdo. Archívense los ex-
pedientes como asuntos totalmente concluidos. Por lo que
se refiere a la Minuta, se devuelve al Senado, para los efec-
tos de la fracción D, del artículo setenta y dos, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Se concede el uso de la palabra para presentar proposicio-
nes con puntos de acuerdo de urgente u obvia resolución a
los diputados:

• María Guadalupe Velázquez Díaz, del Partido Revolu-
cionario Institucional, por el que se solicita a la Secre-
taría de Relaciones Exteriores, remita al Senado de la
República el expediente relativo a la Convención Ibe-
roamericana de los Derechos de los Jóvenes, a fin de es-
tar en posibilidad de dar curso al procedimiento previs-
to en el artículo setenta y seis, fracción primera, de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En votación económica se considera de urgente resolu-
ción. Intervienen para referirse al tema los diputados:
René Ricardo Fujiwara Montelongo, de Nueva Alianza;
Martha Beatriz Córdova Bernal, de Movimiento Ciuda-
dano; Loretta Ortíz Ahlf, del Partido del Trabajo; Bár-
bara Gabriela Romo Fonseca, del Partido Verde Ecolo-
gista de México; Crystal Tovar Aragón, del Partido de la
Revolución Democrática; María Teresa Jiménez Esqui-
vel, del Partido de Acción Nacional; y Gloria Elizabeth
Núñez Sánchez, del Partido Revolucionario Institucio-
nal. Sin más oradores registrados, en votación económi-
ca se aprueba el punto de acuerdo. Comuníquese.

• Ernesto Núñez Aguilar, del Partido Verde Ecologista
de México, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal,
para que considere la integración de un legislador re-
presentante de la Comisión de Desarrollo Municipal de
esta Soberanía, en el Consejo Nacional del Sistema Na-
cional para la Cruzada contra el Hambre. En votación
económica se considera de urgente resolución. Intervie-
nen para referirse al tema los diputados: Cristina Olive-
ra Barrios, de Nueva Alianza; 

Presidencia de la diputada
Patricia Elena Retamoza Vega

Ricardo Cantú Garza, del Partido del Trabajo, quien pre-
senta una propuesta de modificación; Ricardo Mejía Ber-
deja, de Movimiento Ciudadano; José Luis Esquivel Zalpa,
del Partido de la Revolución Democrática; Enrique Alejan-
dro Flores Flores, del Partido de Acción Nacional; Blanca
María Villaseñor Gudiño, del Partido Revolucionario Insti-
tucional; y Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, del Partido
Verde Ecologista de México. Por instrucciones de la Presi-
dencia, la Secretaría da lectura a la propuesta de modifica-
ción presentada por el diputado Ricardo Cantú Garza, y
avalada por el proponente, la cual se acepta en votación
económica, de la misma manera se aprueba el punto de
acuerdo con la modificación aceptada por la Asamblea.
Comuníquese. 

• Cinthya Noemí Valladares Couoh, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta a los Poderes del estado
de Yucatán, para que respeten la autonomía y soberanía
de su municipio de Tinum, y de sus autoridades consti-
tucional y popularmente electas. En votación económi-
ca no se considera de urgente resolución. Se turna a la
Comisión de Desarrollo Municipal, para dictamen.
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Se reciben iniciativas con proyecto de decreto de los dipu-
tados:

• Luis Armando Córdova Díaz, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, que reforma el artículo treinta y siete de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen. 

• J. Jesús Oviedo Herrera, del Partido Acción Nacional,
que abroga la Ley en Favor de los Veteranos de la Re-
volución como Servidores del Estado. Se turna a la Co-
misión de Defensa Nacional, para dictamen.

• Carlos Fernando Angulo Parra, del Partido Acción Na-
cional, que adiciona un Artículo Transitorio a la Ley del
Impuesto Sobre la Renta. Se turna a la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público, para dictamen.

• Ruth Zavaleta Salgado, del Partido Verde Ecologista
de México, que reforma el artículo treinta y nueve de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y los artículos ciento cincuenta y siete,
ciento cincuenta y ocho, y ciento sesenta y tres del Re-
glamento de la Cámara de Diputados. Se turna a la Co-
misión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamen-
tarias, para dictamen.

• Yesenia Nolasco Ramírez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma los artículos veintitrés y
veinticuatro de la Ley para el Aprovechamiento de
Energías Renovables y el Financiamiento de la Transi-
ción Energética. Se turna a la Comisión de Energía, pa-
ra dictamen.

Se concede el uso de la palabra para presentar iniciati-
vas con proyecto de decretos a los diputados:

• María Guadalupe Mondragón González, del Partido
Acción Nacional, que reforma los artículos doce, sesen-
ta y seis, setenta, y setenta y uno de la Ley General de
Educación. Se turna a la Comisión de Educación Públi-
ca y Servicios Educativos, para dictamen.

• Jorge Terán Juárez, a nombre propio y de diputada
Lourdes Eulalia Quiñones Canales, del Partido Revolu-
cionario Institucional, que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a
la Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

• Karina Labastida Sotelo, del Partido Acción Nacional,
que reforma los artículos cuatrocientos dieciséis del Có-
digo Civil Federal y ochenta del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen, y a la Comisión de Equidad y Género,
para opinión.

• Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, del Partido Verde
Ecologista de México, que reforma el artículo trece de
la Ley de Vivienda. Se turna a la Comisión de Vivienda,
para dictamen.

• Ricardo Monreal Ávila, a nombre propio y de los di-
putados Ricardo Mejía Berdeja y Martha Beatriz Cór-
dova Bernal, de Movimiento Ciudadano, que reforma el
artículo quinto de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia. Se turna a la Comi-
sión de Equidad y Género, para dictamen.

• José Alberto Benavides Castañeda, del Partido del Tra-
bajo, que reforma los artículos primero y tercero de la
Ley Sobre la Aprobación de Tratados Internacionales en
Materia Económica. Se turna a las Comisiones Unidas
de Relaciones Exteriores, y de Economía, para dicta-
men.

• Rubén Benjamín Félix Hays, de Nueva Alianza, que
reforma el artículo tercero de la Ley del Banco del Mé-
xico. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen.

• Yesenia Nolasco Ramírez, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, que reforma el artículo veintiuno de
la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renova-
bles y el Financiamiento de la Transición Energética. Se
turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

• Celia Isabel Gauna Ruíz de León, a nombre propio y
del diputado Marco Antonio Barba Mariscal, del Parti-
do Revolucionario Institucional, que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos. Se turna a la Comisión de Desarro-
llo Urbano y Ordenamiento Territorial, para dictamen.

Se da cuenta con acuerdos de la Junta de Coordinación Po-
lítica, relativos a cambios de integrantes y de Juntas Direc-
tivas en Comisiones Ordinarias y Comisiones Especiales.
En votación económica se aprueban los puntos de acuerdo.
Comuníquese.



De conformidad con el artículo cien del Reglamento de la
Cámara de Diputados, las siguientes proposiciones regis-
tradas en el Orden del Día de esta sesión serán turnadas a
las comisiones que correspondan, publicándose el turno en
la Gaceta Parlamentaria:

• Diputados integrantes del Partido Acción Nacional,
por el que se exhorta a los tres Poderes Federales de la
Unión, para que promuevan al interior de las Depen-
dencias, el uso sustentable de energía, el agua y recur-
sos naturales. Se turna a la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, para dictamen. 

• Carlos Augusto Morales López, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta a la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público y al Consejo del
Banco de México, para que realicen un análisis sobre la
viabilidad de establecer una política de crecimiento ac-
tiva, que considere como una de sus acciones, la posibi-
lidad de dar un uso productivo al excedente de Reservas
Internacionales. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen. 

• Víctor Manuel Jorrín Lozano, de Movimiento Ciuda-
dano, por el que se exhorta a la Procuraduría Federal del
Consumidor, para que promueva los mecanismos nece-
sarios a fin de garantizar la protección de los derechos
de los consumidores ante los cobros injustificados con
motivo de deficiencias en la prestación de servicios por
parte de la empresa Comunicaciones NEXTEL de Mé-
xico, Sociedad Anónima de Capital Variable. Se turna a
la Comisión de Economía, para dictamen. 

• Diputados integrantes de la Comisión de Asuntos Fron-
tera Norte, por el que se exhorta a la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores, para que solicite al Gobierno de los Es-
tados Unidos de América, destine un mayor número de
elementos en todas las garitas de su frontera con Méxi-
co, a fin de agilizar los cruces fronterizos que han sido
afectados como consecuencia de los recortes presupues-
tales aprobados, en el lado Americano. Se turna a la Co-
misión de Asunto Frontera Norte, para dictamen. 

• Flor de María Pedraza Aguilera, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, al
Consejo de Salubridad General y a los Gobiernos de las
Entidades Federativas y del Distrito Federal, para que
intensifiquen las acciones para la prestación de servicios
de atención médica integral de las enfermedades hiper-

tensivas durante el embarazo, el parto y el puerperio. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

• Marcos Rosendo Medina Filigrana, del Partido de la Re-
volución Democrática, por el que se exhorta al Instituto
Federal Electoral, a prescindir de la práctica de arrendar
equipos informáticos con el presunto objeto de reducir
costos y en consecuencia adquirir patrimonio propio. Se
turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

• Lourdes Adriana López Moreno, del Partido Verde
Ecologista de México, relativo al Territorio Sagrado De-
nominado Wirikuta, en San Luis Potosí. Se turna a las
Comisiones Unidas de Asuntos Indígenas, y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. 

• Ricardo Mejía Berdeja, de Movimiento Ciudadano,
por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, para que de-
signe al titular del Instituto Mexicano de la Juventud y
para que la Secretaría de Desarrollo Social, realice la
adecuación del Estatuto Orgánico de dicho Instituto, a
fin de que dichas disposiciones sean acordes con sus
atribuciones. Se turna a la Comisión de Juventud, para
dictamen. 

• Flor de María Pedraza Aguilera, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal, pa-
ra que a través de la Secretaría de Salud, intensifiquen
las acciones de vigilancia y control, a fin de que los ser-
vicios de diagnóstico proporcionados por gabinetes de
mastografía, cumplan con las disposiciones legales apli-
cables. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

• Carol Antonio Altamirano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta a Petróleos Me-
xicanos, para que indemnice al Grupo de Pescadores
Unidos de Alta Mar del Golfo de Tehuantepec, del puer-
to de Salina Cruz, Oaxaca, afectados por la contamina-
ción y la restricción de las áreas de pesca. Se turna a la
Comisión de Energía, para dictamen. 

• Gabriel de Jesús Cárdenas Guízar, del Partido Acción
Nacional, por el que se exhorta a los titulares de la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación, y de la Secretaría de Economía,
para que implementen acciones que estabilicen los pre-
cios del azúcar en el mercado nacional. Se turna a las
Comisiones Unidas de Economía, y de Agricultura y
Sistemas de Riego, para dictamen. 
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• Carol Antonio Altamirano, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, por el que se exhorta al Ejecutivo Fe-
deral, para que intensifique los trabajos de construcción
de la autopista Oaxaca- Tehuantepec y genere un repor-
te publico bimestral de los avances y metas para su con-
clusión. Se turna a la Comisión de Infraestructura, para
dictamen. 

• Gloria Bautista Cuevas, del Partido de la Revolución
Democrática, por el que se exhorta al Ejecutivo Federal,
para que a través de la oficina de la Presidencia de la
República, se incluya en el Plan Nacional de Desarrollo
para el periodo dos mil trece-dos mil dieciocho, una po-
lítica pública multisectorial para el combate al sobrepe-
so y la obesidad. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen.

Agotados los asuntos del Orden del Día, el Presidente cita
para la próxima Sesión Ordinaria que tendrá lugar el miér-
coles tres de abril de dos mil trece, a las once horas y le-
vanta la sesión a las quince horas con treinta y seis minu-
tos.»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
Aprobada el acta.

RETIRO DE PROPOSICION 
CON PUNTO DE ACUERDO

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— LXII Le-
gislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la honorable Cámara de Diputados.— Presen-
te.

Por este medio me permito enviar a usted un cordial salu-
do, al tiempo que le solicito sea tan amable de retirar la
proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a
la Sagarpa, a la Sener, a la SRE y la SE, para que establez-
can un plan de rescate de la industria azucarera y cañera del
país, presentado por una servidora que fue turnado a las
Comisiones Unidas de Economía,-Agricultura y Sistemas
de Riego, de la honorable Cámara de Diputados el pasado
5 de marzo del presente año.

Agradeciendo sus finas atenciones, quedo a sus órdenes.

Atentamente

Palacio Legislativo, a 26 de marzo de 2013.— Diputada Gisela Raquel
Mota Ocampo (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Retírese
de las Comisiones Unidas de Economía y de Agricultu-
ra y Sistemas de Riego. Actualícense los registros parla-
mentarios.

PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 2007-2012

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Gobernación.

Secretarios de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presentes.

Por instrucciones del Presidente de la República y en cum-
plimiento a lo dispuesto por el artículo 6 de la Ley de Pla-
neación, con fundamento en lo establecido por el artículo
27, fracción VIII, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, me permito remitir el sexto informe de
ejecución del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida.

México, DF, a 27 de marzo de 2013.— Licenciado Felipe Solís Acero,
subsecretario de Enlace Legislativo.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a las comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.



Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en los artículos 42, fracción I, de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 31
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y
4o. del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, remito el documento que contiene:

a) Los principales objetivos para la Ley de Ingresos de
la Federación y Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2014;

b) Los escenarios sobre las principales variables macro-
económicas para el año 2014; crecimiento, inflación, ta-
sa de interés y precio del petróleo;

c) Los escenarios sobre el monto total de Presupuesto de
Egresos de la Federación y su déficit o superávit, y

d) La enumeración de los programas prioritarios y sus
montos

Sin otro particular, reciba un cordial saludo

México, DF, a 27 de marzo de 2013.— Fernando Aportela Rodríguez
(rúbrica), subsecretario de Hacienda y Crédito Público.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

El Secretario  diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 107, frac-
ción II, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, me permito enviar la información relativa
a los montos de endeudamiento interno neto, el canje o re-
financiamiento de obligaciones del erario federal, en los
términos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo to-
tal de las emisiones de deuda interna y externa correspon-
diente al mes de febrero de 2013

Asimismo, se informa sobre la recaudación federal partici-
pable que sirvió de base para el cálculo del pago de las par-
ticipaciones a las entidades federativas, así como el pago
de las mismas, desagregada por tipo de fondo, de acuerdo
con lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal, y por
entidad federativa, efectuando en ambos casos la compara-
ción correspondiente con el mes de febrero de 2012 

De igual forma, en términos de artículo 22, fracción I, de la
Ley del Servicio de Administración Tributaria, se propor-
ciona la información sobre la evolución de la recaudación
para el mes de febrero de 2013. Adicionalmente se incluye
la información consolidad sobre las finanzas públicas y la
deuda pública al mes de febrero del año en curso

Sin otro particular, reciba un cordial saludo

México, DF, a 22 de marzo de 2013.— Luis Videgaray Caso (rúbrica),
Secretario de Hcienda y Crédito Público.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a las Comisiones de Hacienda y Crédito Público y de
Presupuesto y Cuenta Pública, para su conocimiento.

PROGRAMAS DESTINADOS A FOMENTAR
LA EXPANSION DE LA OFERTA EDUCATIVA

El Secretario  diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secreta-
ría de Educación Pública.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión.— Presente.

Se hace referencia a lo dispuesto en el artículo 43, párrafos
1 y 2, del decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2013, en el que se señala
que los programas de la Secretaría de Educación Pública
destinados a fomentar la expansión de la oferta educativa
de los niveles media superior establecerán mecanismos que
permitan disminuir el rezago en el índice de cobertura en
las entidades federativas que estén por debajo del prome-
dio nacional. La Secretaría de Educación Pública deberá
informar a la Cámara de Diputados sobre la estructura de
los programas destinados a fomentar la expansión de la
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oferta educativa a los que hace referencia el párrafo ante-
rior, su distribución y metas de mediano y largo plazos, a
más tardar el 31 de marzo.

Al respecto, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, 7 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, 7 de su reglamento y 35 del Reglamento
Interior de la Secretaría de Educación Pública, me permito
informar lo siguiente:

I. Educación media superior

Para el caso del Fondo Concursable de la Inversión en In-
fraestructura para Educación Media Superior 2013, su es-
tructura estará considerada en los lineamientos que regirán
su operación, que se publicarán en la página web de la sub-
secretaría antes del 31 de marzo de 2013, como establece
el artículo 8 del PEF. Por lo que hace a la distribución de

los recursos de este fondo y las metas de mediano y largo
plazos, se harán del conocimiento una vez que se concluya
el proceso de asignación de recursos previstos en los pro-
pios lineamientos.

II. Educación superior

Los fondos y programas son

1. Fondo de Aportaciones Múltiples.

2. Fondo para Ampliar y Diversificar la Oferta Educati-
va en Educación Superior.

3. Programa de Ampliación de la Oferta Educativa de
los Institutos Tecnológicos.

Éstos se destinan a instituciones de educación superior y su
distribución se realiza conforme a lo siguiente:



En el caso del FAM, los montos por subsistema consideran
la construcción de nuevas instituciones de educación supe-
rior y nuevos campus, construcción en instituciones de
educación superior ya existentes, y la habilitación y el
mantenimiento de espacios físicos; por lo que los montos
registrados no son exclusivamente para atender la amplia-
ción de la oferta educativa metas de mediano y largo pla-
zos:

1. Ampliar anualmente la matrícula en 1.5 por ciento de
cobertura en educación superior hasta alcanzar al menos
40 por ciento al concluir la actual administración públi-
ca federal.

2. Alcanzar al menos 5 por ciento de crecimiento anual
de la matrícula en cada uno de los diferentes subsiste-
mas de educación superior pública.

3. Crear anualmente por lo menos 20 nuevas institucio-
nes de educación superior, o nuevos campus, extensio-
nes o unidades académicas en instituciones públicas ya
existentes.

4. Crear 120 nuevos programas educativos por año en
instituciones de educación superior públicas existentes.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 27 de marzo de 2013.— Rodolfo Demetrio Alor Muñoz
(rúbrica), director general de Presupuesto y Recursos Financieros.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a las Comisiones de Presupuesto y Cuenta Pública y
de Educación Pública y Servicios Educativos, para su
conocimiento.

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO 
EN ALIMENTOS Y MEDICINAS

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Asamblea
Legislativa del Distrito Federal.— VI Legislatura.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto por los
artículos 42 fracción XXV del Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal; 10 fracción XXI, 36 fracciones V y XX de
la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe-
deral, me permito hacer de su conocimiento que el pleno de
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en sesión ce-
lebrada en la fecha citada al rubro, resolvió aprobar el si-
guiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal ex-
horta al Congreso de la Unión a no aprobar un aumento al
Impuesto al Valor Agregado en alimentos y medicinas que
se pretende impulsar como parte de la reforma en materia
hacendaria. Debido a que esto significaría acrecentar la en-
deble situación económica de todos los mexicanos, pero
sobre todo vulneraría particularmente a las personas en
condición de pobreza.

Segundo. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal
condena toda propuesta o intento que provenga del Poder
Ejecutivo o Legislativo federales, de cualquier partido o
expresión política, o de cualquier sector o grupo social de
aumentar el Impuesto al Valor Agregado en alimentos y
medicinas como parte de la reforma en materia hacendaria.
Las y los legisladores de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal nos encontramos comprometidos con la equi-
dad distributiva, con la justicia social y con la recaudación
eficiente pero diferenciada, en la defensa de las personas
más vulnerables.

Sírvase encontrar copia del punto de acuerdo en comento
para los efectos correspondientes.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración distin-
guida.

Atentamente

Recinto Legislativo, a 20 de marzo de 2013.— Diputado José Fernan-
do Mercado Guaida (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— VI Legisla-
tura.

Los diputados Víctor Hugo Lobo Román, Carmen Antuna
Cruz, Rocío Sánchez Pérez, Alejandro Rafael Piña Medina,
Alberto Martínez Urincho, Manuel Alejandro Robles Gó-
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mez y Diego Raúl Martínez García, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática
de la VI Legislatura de la Asamblea Legislativa del Distri-
to Federal, con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 11, 17 fracción VI, 18 fracción VII de la Ley Orgánica;
93, 98, y 133 del Reglamento para el Gobierno Interior,
ambos de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, so-
metemos a la consideración del pleno de este honorable ór-
gano de gobierno, la presente proposición con punto de
acuerdo por el que se exhorta al Congreso de la Unión a no
aprobar el aumento al Impuesto al Valor Agregado que se
pretende impulsar como parte de la reforma en materia ha-
cendaría, con carácter de urgente y obvia resolución con
base en las siguientes:

Consideraciones

Primera. Los años recientes se han caracterizado por el
nulo crecimiento y desarrollo, se han profundizado los des-
equilibrios económicos, se ha polarizado la distribución de
los recursos, en donde el desarrollo social y equitativo ha
sido casi nulo. En general podemos afirmar que prevalecen
graves problemas y rezagos en materia de educación, sa-
lud, y combate a la pobreza, una seguridad social que en-
carece el trabajo formal y en donde los subsidios generali-
zados son altamente inequitativos.

Los últimos doce años se han caracterizado por la imple-
mentación de la política neoliberal en México, donde el
desmantelamiento del estado a favor del mercado ha debi-
litado sustancialmente la seguridad social y la planta pro-
ductiva, generando un total estancamiento económico e in-
capacidad de creación de los empleos formales que
requiere la sociedad. Desde el año 2000, se perdieron 15
mil industrias manufactureras y un millón de empleos en
las manufacturas1. Este vacío productivo, propio de la po-
lítica globalizadora con base en inequitativos tratados in-
ternacionales de libre comercio y en particular del Tratado
de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN), deri-
vó en una brutal sustitución de los agentes y productos eco-
nómicos nacionales, por extranjeros.

Ante la dependencia agroalimentaria, el aumento de los
precios internacionales de los alimentos es una causa di-
recta para que durante los últimos cuatro años, se hayan su-
mado seis millones de personas a la condición de pobreza
extrema. El gobierno de México no es responsable del au-
mento de los precios de los alimentos; pero sí es responsa-
ble del altísimo nivel de dependencia agroalimentaria, que
fue resultado de las políticas de corte neoliberal aplicadas.

Durante el pasado sexenio de Felipe Calderón el salario re-
al de los trabajadores mexicanos registró una pérdida de
poder adquisitivo de 42 por ciento, revela un estudio del
Centro de Análisis Multidisciplinario (CAM) de la Univer-
sidad Nacional Autónoma de México (UNAM).

Lo anterior es resultado del bajo crecimiento que han teni-
do los salarios nominales en el país frente al comporta-
miento de los precios.

El estudio refiere que del primero de diciembre de 2006 a
mediados de febrero de 2012 el salario mínimo nominal
diario en México pasó de 48.5 pesos a 62.3, mientras que
el precio de la canasta alimentaria recomendada (CAR)2,
definida como la canasta de alimentos recomendable pon-
derada para el consumo diario de una familia mexicana,
pasó de 80.8 a 197.9 pesos.

En el periodo 2008-2010 la población en pobreza pasó de
44.5 por ciento a 46.2 por ciento, lo que representa un in-
cremento de 48.8 a 52.0 millones de personas. El porcen-
taje de personas con carencia por acceso a la alimentación
pasó de 21.7 por ciento (23.8 millones de personas) a 24.9
por ciento (28.0 millones de personas) entre 2008 y 2010.

A nivel nacional, el porcentaje de población que dispone de
ingresos inferiores de la línea de bienestar aumentó de 49.0
por ciento a 52.0 por ciento entre 2008 y 2010, mientras
que el porcentaje con un ingreso menor a la línea de bien-
estar mínimo pasó de 16.7 por ciento a 19.4 por ciento.

El porcentaje de personas en pobreza extrema pasó de 10.6
por ciento a 10.4 por ciento, es decir disminuyó el porcen-
taje pero en realidad existió un aumento de 38 mil personas
en tal condición. Es decir, 11.7 millones de personas en di-
cho periodo viven prácticamente en la miseria. Lo anterior,
deriva de la información generada por el Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).

Es de llamar la atención, que en las zonas de atención prio-
ritaria, donde se han canalizado recursos y programas, se
registra un aumento en la pobreza de 75.3 por ciento a 77.8
por ciento. En las zonas rurales, aumentó la pobreza de
62.4 por ciento a 64.9 por ciento Entre la población que ha-
bla alguna lengua indígena, pasó de 75.9 por ciento a 79.3
por ciento.

No todo puede ser atribuible a la crisis económica. Se ha
documentado la dispersión de los programas sociales y en
ocasiones una orientación errática.



Pero las razones de fondo, se encuentran en una política
económica que no genera empleos, donde proliferan la in-
formalidad y los salarios precarios. La tasa de desempleo
se ha duplicado en los últimos cuatro años, al pasar de 3.2
a 5.4 por ciento.

Las alzas constantes en alimentos, tarifas y servicios, supe-
ran con mucho los incrementos salariales. Solamente en el
rubro de alimentos, el gasto de las familias ha aumentado
de 33 a 54 por ciento sobre todo en las familias con ingre-
sos de entre uno y tres salarios mínimos.

El Coneval ha señalado que 53.8 por ciento de los niños
mexicanos sufren pobreza, es decir, 21.4 millones. No obs-
tante, 83.5 por ciento de los niños mexicanos, equivalente
a cerca de 33.3 millones, viven en situación de pobreza o
son vulnerables por padecer algún tipo de carencia.

Organismos como la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (Cepal) han reconocido que no se puede
cortar la transmisión generacional de la pobreza mientras
subsistan estas circunstancias.

La problemática del sector de la infancia, el más vulnera-
ble de todos, es hoy más visible, entre otras razones por las
mediciones de Coneval.

No obstante, subsiste una visión asistencialista, que no co-
rresponde con los compromisos en materia de derechos hu-
manos de la niñez que el Estado mexicano ha adquirido a
nivel internacional.

Pese a que Chiapas, Oaxaca y Veracruz tienen municipios
con un porcentaje superior a 95 por ciento de su población
con graves carencias, entidades del centro del país, y en el
mismo Distrito Federal aún persiste el lacerante problema
de la pobreza; en la medición de la pobreza municipal
2010, la delegación de Iztapalapa, al oriente de la Ciudad
de México, contó con 727 mil 128 personas en pobreza. 

El Coneval destacó que 93.4 por ciento del total de los mu-
nicipios (2 mil 294) registraban más de 50 por ciento de su
población sin acceso a la seguridad social. En 48 de cada
cien municipios, la mayoría de la población enfrenta caren-
cias de servicios a la vivienda, como agua, electricidad, dre-
naje, teléfono y gas, entre otros. Además, los habitantes de
420 municipios no tienen acceso a servicios de salud, y es-
tas carencias se concentran en estados como Oaxaca y Chia-
pas, principalmente. En cuanto a alimentación y educación,
el Coneval informó que en cuatro de cada cien municipios

los habitantes no pueden tener una alimentación que les per-
mita desarrollarse de manera sana. Finalmente, 3.5 por
ciento de los municipios reporta rezago educativo.

Segunda. EI Impuesto al Valor Agregado (IVA) es una
contribución que representa más de 36 por ciento de recau-
dación para el Estado mexicano, a fin de solventar los gas-
tos públicos. Su fundamento constitucional deriva del artí-
culo 31 en su fracción cuarta, y mientras que su marco
legal se sustenta en la Ley del Impuesto al Valor Agregado
y su reglamento correspondientes, además de las resolu-
ciones misceláneas que se han emitido en relación a este
gravamen.

Su objetivo es gravar el consumo de bienes y servicios en
territorio nacional, y no los ingresos de los contribuyentes
de forma directa; por ello lo clasificamos como un impues-
to indirecto, dado que la carga económica de este gravamen
se traslada al consumidor, pues como su nombre lo indica,
el IVA grava el valor que se le agrega en cada etapa de la
comercialización de los bienes y servicios.

Como recordamos, en el año 2010 entraron en vigor modi-
ficaciones a la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LI-
VA), y dentro de ellas destacó el aumento en la tasa de ese
gravamen del 15 por ciento al 16 por ciento.

Quedando de la siguiente forma el artículo primero de la
forma siguiente: “El impuesto se calculará aplicando a los
valores que señala esta ley, la tasa de 16 por ciento. El im-
puesto al valor agregado en ningún caso se considerará que
forma parte de dichos valores”.

Al respecto se discutió de manera encarnizada en la Cáma-
ra alta que fue en quien recayó la última vuelta de la pobla-
ción, respecto a si esta modificación cumplía con el princi-
pio de legalidad como uno de los garantes del estado de
derecho. En una práctica legislativa totalmente desapegada
del debido proceso. Esta reforma en la LIVA fue promovi-
da sin cumplir con los requisitos procedimentales y legisla-
tivos correspondientes, (al margen del proceso parlamenta-
rio que mandata nuestra Carta Magna) en este caso, sin
haberse presentado una iniciativa por algún diputado o se-
nador, menos por el Ejecutivo federal, incorporándose por
la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara de
Diputados cambios a ese ordenamiento, en una clara con-
tradicción con nuestra Constitución. Sin embargo dicha
propuesta fue aprobada por el Congreso de la Unión y ello
ha derivado en la profundización de la pobreza en los gru-
pos más sensibles y vulnerables.
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Tercera. Aplicar el IVA en alimentos, como han sugerido
algunos sectores, incluido el empresarial, agravaría la si-
tuación de hambre y pobreza de más de 20 millones de me-
xicanos que tienen carencias de seguridad alimentaria y
que no cuentan con los ingresos suficientes para comprar la
canasta básica, advirtieron investigadores, académicos, y el
Consejo Nacional Agropecuario.

La escalada y volatilidad de precios a quienes más perjudi-
ca es a las familias más pobres del país, pues mientras un
mexicano promedio gasta del total de su gasto en alimen-
tos 33 por ciento, uno que está en 10 por ciento de las fa-
milias más pobres gasta arriba de 60 por ciento, es decir es-
te aumento en el precio de los alimentos no sólo afecta la
inflación en general, sino de manera más contundente a las
familias de escasos recursos.

Estableció, Benjamín Grayeb Ruiz, presidente del Consejo
Nacional Agropecuario (CNA), informó que la medida de
aumentar el IVA en alimentos y medicinas que ha sido pro-
puesta como parte de la reforma hacendaría que será pre-
sentada en el segundo semestre, es una amenaza para el
sector agroalimentario, pues generaría grandes impactos en
la producción y demanda de múltiples productos, que se
encarecerían, con el consecuente efecto en la inflación.

José Luis Calva Téllez, catedrático del Instituto de Investi-
gaciones Económicas de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México (UNAM), planteó que se requiere una re-
forma basada en impuestos progresivos sobre el ingreso,
pues sólo gravando dividendos se podría obtener más del
doble de lo que se lograría con IVA a medicinas y alimen-
tos.

La diferencia es que lo pagaría un segmento muy pequeño
de la población, que es conformado por los más ricos del
país, apuntó el coautor del libro Reforma fiscal integral.

Se pueden elevar los ingresos fiscales en más de 10 puntos
porcentuales del producto interno bruto (PIB) sin IVA a
medicinas y alimentos, pero se requieren tasas de impues-
tos diferenciadas, de tal manera que aquellos que ganan
más también paguen más, pues es inconcebible que “Car-
los Slim pague la misma tasa de ISR que una persona de la
clase media porque no hay una progresividad en las tasas”.

Cuarta. En días recientes se ha levantado una polémica
respecto a la inclusión del gravamen del Impuesto al Valor
Agregado del 16 por ciento en alimentos y medicinas co-

mo parte del paquete de reforma fiscal que impulsara el go-
bierno federal.

Cámaras empresariales han manifestado que consideran
como una posibilidad el gravamen del 16 por ciento en ali-
mentos y medicinas.

En este contexto el presidente de la Cámara Nacional de
Comercio, Servicios y Turismo (Canaco), Jaime Cantú
Sánchez, dio a conocer que este tema es revisado en Con-
canaco con detenimiento y seriedad con el fin de incorpo-
rar propuestas al respecto.

Señaló que son 254 las cámaras adherías a Concanaco las
que analizan en tema, no obstante las propuestas hechas
tienen dos vertientes de beneficio y perjuicio para los ciu-
dadanos.

Por su parte el presidente de la Confederación Patronal de
la República Mexicana (Coparmex) a nivel local, Eduardo
Salvador Kasis Chevaile, indicó que el órgano empresarial
que representa se encuentra a favor de la propuesta, no obs-
tante deben analizarse aspectos importantes para que el
añadir este impuesto a productos de primera necesidad no
se convierta en una afectación a las clases desprotegidas.
Reiteró que la propuesta de Coparmex es impulsar que es-
te impuesto oscile entre el dos y el tres por ciento, no obs-
tante lo que el organismo considera pertinente es que se
grave el 5 por ciento a estos productos, ya que esto logra-
ría recaudar poco más de 59 mil millones de pesos de los
600 mil millones de pesos que se requieren para cumplir al-
gunos puntos del Pacto por México que requieren presu-
puesto extraordinario. Indicó que esta propuesta será pre-
sentada en días próximos de manera formal por Coparmex
en donde también se incluye que ciertos productos gocen
de privilegios dejándolos fuera del impuesto.

En tal sentido y conociendo la lacerante situación econó-
mica del más de 50 por ciento de la población mexicana y
considerando que en la misma Ciudad de México persiste
el problema de la pobreza alimentaría y de capacidades, es
imperante que las y los legisladores del Distrito Federal
manifestemos nuestra oposición a cualquier intento de
gravar los alimentos y las medicinas con el Impuesto al
Valor Agregado del 16 por ciento.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta honorable asamblea, con carácter de urgente y
obvia resolución, la siguiente proposición con



Punto de Acuerdo

Primero. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal ex-
horta al Congreso de la Unión a mantener la exención del
Impuesto al Valor Agregado (IVA) en alimentos y medici-
nas que se pretende impulsar como parte de la reforma en
materia hacendaria. Debido a que esto significaría acrecen-
tar la endeble situación económica de todos los mexicanos,
pero sobre todo vulneraría particularmente a las personas
en condición de pobreza.

Segundo. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal
condena toda propuesta o intento que provenga del Poder
Ejecutivo o Legislativo Federales, de cualquier partido o
expresión política, o de cualquier sector o grupo social de
establecer el Impuesto al Valor Agregado en alimentos y
medicinas como parte de la reforma en materia hacendaría.
Las y los legisladores de la Asamblea Legislativa del Dis-
trito Federal nos encontramos comprometidos con la equi-
dad distributiva, con la justicia social, con la recaudación
eficiente y diferenciada, pero siempre en la defensa de los
más vulnerables.

Notas:

1. Análisis académico del Gobierno de Felipe Calderón, Sexenio en
perspectiva, http://www.ibero.mx/prensa/archivos/sexenio_en_pers-
pectiva_2012.pdf

2. Canasta. ponderada fue elaborada en conjunto entre el Centro de
Análisis Multidisciplinario y el Instituto Nacional de Ciencias Médicas
y Nutrición Salvador Zubirán de la Secretaría de Salud, incluye un
conjunto de 35 alimentos cuyos nutrientes son los mínimos necesarios
para la alimentación de una familia conformada por cinco personas
(dos adultos. un joven y dos niños).

Dado en el salón de sesiones, a los 20 días del mes de marzo de
2013.— Diputados: Víctor Hugo Lobo Román (rúbrica), Carmen An-
tuna Cruz (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez (rúbrica), Alejandro Rafael
Piña Medina (rúbrica), Alberto Martínez Urincho (rúbrica), Manuel
Alejandro Robles Gómez (rúbrica), Diego Raúl Martínez García (rú-
brica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
su conocimiento.

REPORTE ANUAL DE LA COMISION 
NACIONAL DE HIDROCARBUROS

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Comisión Nacional de Hidrocarburos.

Senador Ernesto Javier Cordero Arroyo, Presidente de la
Mesa Directiva del Senado de la República del Congreso
de la Unión.— Diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra
Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión.

Por medio del presente me permito remitir al Congreso de
la Unión, por el digno conducto de ese órgano legislativo,
y para los fines procedentes, el reporte anual del cumpli-
miento de actividades y metas programadas relativo a
2012, elaborado por la Comisión Nacional de Hidrocarbu-
ros, CNH, en cumplimiento de los artículos 254 Quáter y
Quinto transitorios de la Ley Federal de Derechos.

Antecedentes

La Ley de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de no-
viembre de 2008, creó un órgano desconcentrado de la Se-
cretaría de Energía que asumió el papel de regulador y
supervisor de las actividades de exploración y extracción
de hidrocarburos. La ley otorgó a la comisión responsabi-
lidades de muy amplio alcance en términos técnicos, eco-
nómicos y de recursos humanos, lo cual ha requerido el de-
sarrollo de una institución, de manera gradual.

Para iniciar sus actividades a partir de su instalación –a me-
diados de 2009– contó con una plantilla de 33 plazas even-
tuales que fue incrementándose hasta 48, al tercer trimestre
del año 2011. El presupuesto anual asignado en 2010 y 2011
se ubicó en el orden promedio de 71 millones de pesos.

A finales del tercer trimestre de 2011 se autorizaron a la co-
misión 13 plazas eventuales adicionales, por lo que a par-
tir de esa fecha la estructura organizacional ha estado for-
mada por un total de 61 servidores públicos. Este número
todavía dista del necesario para cubrir todas las atribucio-
nes previstas por la Ley. Destaca el caso de la falta de crea-
ción de las Direcciones Generales de Supervisión, de Nor-
matividad y Regulación y de Exploración, que son áreas
sustantivas que establece el Reglamento Interno del órgano
desconcentrado y que tendrán prioridad para ser ocupadas
con las plazas que se autoricen en el futuro.
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En 2010, el Congreso de la Unión consideró conveniente,
en virtud de los alcances de la Ley de la CNH, que la in-
dustria regulada fuera la fuente específica de financiamien-
to de las actividades de la Comisión, como sucede en otras
actividades económicas y tal como estaba previsto en el ar-
tículo 15 de la Ley de la Comisión. Fue así que el decreto
por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
de la Ley Federal de Derechos, relativo al Régimen Fiscal
de Petróleos Mexicanos (decreto), publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2010, in-
cluyó la adición del artículo 254 Quáter, el cual dispone:

Artículo 254 Quáter. Pemex Exploración y Producción
estará obligado al pago anual del derecho para regular y
supervisar la exploración y explotación de hidrocarbu-
ros, aplicando la tasa del 0.03 por ciento al valor anual
del petróleo crudo y gas natural extraídos en el año. El
valor de estos productos se calculará de acuerdo con lo
establecido en el artículo 258 de esta Ley.

A cuenta de este derecho se harán pagos mensuales provi-
sionales, dentro de los siete días hábiles después de termi-
nado el mes de calendario correspondiente.

Se deberá presentar una declaración anual por este dere-
cho, a más tardar, el último día hábil del mes de marzo del
siguiente año del ejercicio de que se trate, en la que se po-
drán acreditar los pagos provisionales efectivamente paga-
dos del ejercicio que corresponda.

Los ingresos que se generen por concepto del derecho a que
se refiere este artículo se destinarán a cubrir el presupuesto
de la Comisión Nacional de Hidrocarburos. Si al finalizar el
ejercicio presupuestal, existiera saldo proveniente de dichos
ingresos, el Órgano de Gobierno de la Comisión instruirá su
transferencia a una reserva especial, la que será destinada a
la cobertura de gastos correspondientes a posteriores ejer-
cicios.

Con la aplicación de estos derechos quedarán cubiertos los
pagos por los servicios de supervisión y regulación a que
se refiere el artículo 15 de la Ley de la Comisión Nacional
de Hidrocarburos.

El último día hábil del mes marzo de cada año la Co-
misión Nacional de Hidrocarburos entregará a las Cá-
maras del Congreso de la Unión un reporte anual del
cumplimiento de las actividades y metas programadas.

Con base en lo anterior, se estableció el Derecho para re-
gular y supervisar la exploración y explotación de hidro-
carburos (derecho), cuyos ingresos serían destinados a cu-
brir el presupuesto de la Comisión, a partir del ejercicio
fiscal de 2012.

Asimismo, el mencionado artículo dispuso que este órgano
desconcentrado debe presentar un reporte anual del cum-
plimiento de actividades y metas programadas con el
presupuesto conferido a partir del derecho.

Presupuesto 2012

• En atención a la modificación antes referida, la Ley de
Ingresos de la Federación para el ejercicio de 2012 pre-
vió un monto de 301 millones de pesos en el rubro de in-
gresos ordinarios estimados por concepto del derecho
en comento, los cuales tendrían que destinarse íntegra-
mente al presupuesto de la comisión.

Debido a que 2012 fue el año de inicio de este esquema,
el primer pago a cargo de Pemex Exploración y Produc-
ción (PEP) tendría lugar hasta mediados de febrero, lo
cual requirió que se atendiera el problema de cómo cu-
brir los primeros meses de operación de la comisión. El
tema se resolvió previendo un recurso por la cantidad
de 96.8 millones de pesos en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2012.
Estos recursos fiscales serían considerados como un an-
ticipo y serían “pagados” a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público (SHCP) a lo largo del año y conforme
PEP enterara sus pagos. De dicho presupuesto, 94 mi-
llones 974 mil pesos fueron etiquetados en el capítulo de
gasto de servicios personales y 2 millones de pesos pa-
ra cubrir el gasto de operación del órgano desconcentra-
do, correspondiente al primer bimestre del año.

En respuesta a las consultas de la comisión sobre los me-
canismos de programación y presupuesto de los ingresos
y gastos de la comisión, en enero de 2012, la coordina-
dora sectorial remitió el dictamen de la Unidad de Polí-
tica y Control Presupuestario de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, mediante el cual se indicó que,
desde el punto de vista de ,los egresos, el ejecutor del
gasto (la comisión) se debería sujetar a lo dispuesto por
el artículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria y 109 a 113 del Reglamentó de
dicha Ley.



En términos generales, de acuerdo con el texto de los ar-
tículos mencionados esto se traduce en la obligación de
elaborar solicitudes de ampliaciones presupuestales
mensuales, por el monto de los depósitos por concepto
de los Derechos ordinarios que Pemex-Exploración y
Producción realice en el mes anterior, y que por lo tan-
to, se programe mes a mes el ejercicio de dichos recur-
sos, a nivel partida de gasto.

Asimismo, se instruyó a la comisión que debía reinte-
grar a la SHCP los recursos asignados en el Presupues-
to de Egresos, ya que como lo señala la Ley de Dere-
chos, el presupuesto del órgano desconcentrado se debe
financiar con los derechos de regulación y supervisión.

• En el transcurso del año 2012, Pemex Exploración y
Producción (PEP) efectuó pagos por un importe total de
366 millones 282 mil pesos, como se detalla a continua-
ción; lo anterior, con base en los ingresos ordinarios
contemplados en la Ley de Ingresos y los extraordina-
rios que depositó por la cantidad de 65.3 millones de pe-
sos por el mismo derecho.

• De esos recursos y como resultado de las gestiones re-
alizadas ante la Secretaría de Energía (Sener) y la
SHCP, la comisión pagó los 96.8 millones de pesos pre-
vistos en el PEF de 2012 y accedió a un total de 90.5 mi-
llones de pesos derivado de los derechos. De dicho
monto se ejerció el 71.8 por ciento en el capítulo de gas-
to de servicios personales y el restante 28.5 por ciento
en gasto de operación. Este hecho indica que, en el pri-
mer año de operación de este nuevo derecho, le fue au-
torizado a la CNH el ejercicio de recursos equivalentes
al 24.71 por ciento del monto total enterado por Pemex.

A continuación se presenta la asignación de recursos por
capítulo de gasto, en relación con el presupuesto origi-
nal contemplado en el PEF de 2012, así como el efecti-
vamente ejercido. Cabe señalar que la comisión, como
todas las demás entidades y dependencias de la admi-

nistración pública federal, estuvo sujeta a las reduccio-
nes en su gasto ordenadas por los “Lineamientos Espe-
cíficos del Programa Nacional de Reducción del Gasto
Público”. Similarmente, para el año 2013 se tiene la
obligación de acatar el “Decreto presidencial que esta-
blece las medidas para el uso eficiente, transparente y
eficaz de los recursos públicos, y las acciones de disci-
plina presupuestaria en el ejercicio del gasto público, así
como para la modernización de la administración públi-
ca federal”.

• Si bien a la fecha no se ha podido regularizar el pro-
cedimiento específico aplicable a la comisión, es de des-
tacar que actualmente se está contando con el apoyo de
la Oficialía Mayor de la Coordinadora Sectorial para
que, con base en el programa de trabajo para 2013 de la
comisión, y sin perder de vista el proceso gradual nece-
sario para que la CNH alcance su pleno desarrollo, se
puedan consensuar los procedimientos para acceder de
manera programada a los recursos provenientes de los
derechos.

Actividades y resultados institucionales 2012

En cumplimiento a su marco legal de actuación y sujeto a
los recursos presupuesta les y humanos autorizados a la
Comisión, a continuación se presentan los resultados obte-
nidos en el año 2012.

I. Regulación y supervisión de las actividades de explo-
ración y explotación de hidrocarburos.

a. Seguridad industrial en aguas profundas

• Como parte de la instrumentación de las disposiciones
administrativas en materia de seguridad industrial, emi-
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tidas por la Comisión en el año 2010, este órgano des-
concentrado aprobó una regulación complementaria en
la materia, por la que se evalúa la documentación de
Pemex relacionada con la perforación de nuevos pozos
en aguas profundas.

Dicha regulación, emitida mediante la resolución
CNH.03.006/12 de fecha 15 de marzo de 2012, regula los
casos y criterios por los que la comisión determina nece-
sario llevar a cabo reuniones técnicas o talleres para que
la Comisión pueda evaluar forma previa a su perforación,
las capacidades técnicas, operativas y de contención, con-
trol y remediación de derrames en el caso particular de
cada uno de los pozos que Pemex planea perforar.

Con base en la revisión de la información remitida por Pe-
mex, la comisión puede supervisar el cumplimiento del
organismo descentralizado a la disposiciones administrati-
vas en materia de seguridad industrial en aguas profundas,
así como emitir una opinión a la Sener para efectos del
permiso que Pemex requiere.

Al respecto, la comisión revisó la información corres-
pondiente a los avisos de perforación de los pozos Hux-
1, Nen-1, Talipau-1, Puskon-1, Kunah-1, Caxa-1, Trión-
1, Supremus -1, Kunah-DL., Maximino, PEP-1 y
Ahawbil-1.

De dichos pozos, la comisión realizó taller sobre los po-
zos Trión-1, Supremus-1, Maximino, PEP-1 y Ahawbil-
1 ya que se cumplían los criterios señalados en la reso-
lución CNH.03.006/12.

• El 11 de junio del 2012, el órgano de gobierno de la
comisión aprobó la resolución CNH.E.08.002/12 por la
que la Comisión Nacional de Hidrocarburos emite su
evaluación del cumplimiento de las disposiciones admi-
nistrativas en materia de seguridad industrial en aguas
profundas por parte de Pemex.

Mediante dicha resolución la comisión emitió observa-
ciones sobre los cumplimientos y áreas de oportunidad
y de mejora detectadas por este órgano desconcentrado
en relación con el estudio general de seguridad y el re-
porte anual de aguas profundas, presentados por Pe-
mex en abril de ese año.

Asimismo, estableció acciones específicas que el orga-
nismo debía realizar para atender las áreas de oportuni-
dad.

• Cabe mencionar que la supervisión del cumplimiento
a la normativa emitida por parte de la comisión en este
tema es de gabinete, en virtud de que la Comisión no
cuenta con inspectores para llevar a cabo una supervi-
sión in situ.

b. Medición

• Se inició el seguimiento a la instrumentación de los Li-
neamientos técnicos de medición de hidrocarburos, pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación el 30 de ju-
nio de 2011. Al respecto, el 30 de agosto de 2012 y
mediante resolución CNH.E.11.002/12, la comisión emi-
tió la Evaluación al Diagnóstico Inicial del estado que
guarda la medición y al Plan Estratégico de Medición
2012 presentado por Pemex.

• Adicionalmente, el mes de diciembre de 2012, la Co-
misión inició un procedimiento administrativo para la
evaluación del cumplimiento de los lineamientos antes
referidos, el cual está encaminado a determinar, docu-
mentalmente, el nivel de cumplimiento de la normativa
emitida por la Comisión.

• Cabe mencionar que el procedimiento en curso es una
revisión de gabinete, en virtud de que la Comisión no
cuenta con inspectores para llevar a cabo una supervi-
sión in situ de las instalaciones de medición de hidro-
carburos.

c. Quema y venteo de gas

Como parte de la supervisión del cumplimiento de los
Lineamientos técnicos para evitar la quema y venteo de
gas, emitidos por esta comisión, se revisaron y publica-
ron en la página web de la comisión los manifiestos de
cada uno de los activos integrales de Pemex con pro-
ducción de gas asociado.

Dichos manifiestos contienen, entre otros elementos,
planes de trabajo, planes de inversión y programas de
operación y mantenimiento a las instalaciones dedica-
das a la destrucción controlada de gas.

Durante el año 2012 y con base en los informes tri-
mestrales remitidos por Pemex, esta comisión dio se-
guimiento y verificó que ese organismo dio cumpli-
miento a la normativa emitida en el año 2009.



d. Reservas

En cumplimiento a la observación que emitió la Audi-
toría Superior de la Federación en la revisión de la
Cuenta Pública del año 2011, la comisión modificó
los lineamientos que regulan el procedimiento de dic-
tamen de las reservas de hidrocarburos.

Con base en dichas modificaciones, a partir del año
2013, la comisión revisa y dictamina, los productos
aceite y gas, por separado, los reportes de evaluación y
cuantificación de las reservas de hidrocarburos elabo-
rados por Pemex y las certificaciones de las mismas re-
alizadas por terceros independientes.

e. Desarrollo de bases de datos de información técnica

En el año 2012 la Comisión inició la emisión de instru-
mentos regulatorios denominados instructivos, con ba-
se en la atribución que le confiere su ley en el artículo 4,
fracciones XI y XII.

Lo anterior, a efecto de ordenar la forma y términos por
los cuales Pemex entrega información técnica a la co-
misión. Los primeros instructivos que la Comisión emi-
tió, durante los meses de febrero y marzo se refieren a
oportunidades exploratorias, seguridad industrial en
aguas profundas y cartera de proyectos.

II. Evaluación de la exploración y explotación de hidro-
carburos

a. Dictamen de proyectos de exploración y explotación
de hidrocarburos

En el ejercicio 2012 se dictaminaron 11 proyectos de
explotación, 12 proyectos de exploración y 2 proyectos
integrales, los cuales se encuentran publicados en la pá-
gina de Internet de la comisión.

Cabe mencionar que dichos dictámenes y las opiniones
a las respectivas asignaciones petroleras, son remitidos
a la Sener a efecto que las tome en consideración al mo-
mento de emitir, modificar o en su caso, cancelar títu-
los de asignación, sin embargo, no tienen carácter vin-
culante.

b. Dictamen de reservas de hidrocarburos

Cada año, la comisión debe aprobar los reportes de eva-
luación y cuantificación de las reservas de hidrocarbu-
ros elaborados por Pemex y dar el visto bueno a los re-
portes finales de las certificaciones de las mismas
realizados por terceros independientes. Lo anterior, con
fundamento en los artículos 4, fracción X de la Ley de
la Comisión Nacional de Hidrocarburos y 10 del Regla-
mento de la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Consti-
tucional en el Ramo del Petróleo, y con base en los li-
neamientos técnicos en la materia.

En el caso del visto bueno a los reportes finales de los
certificadores, la comisión documenta las características
profesionales y de independencia que deberán guardar
para certificar las reservas. En lo que respecta a los re-
portes elaborados por Pemex se revisa la exhaustividad
de los trabajos realizados en su elaboración, la coheren-
cia entre sus evaluaciones y las de los terceros indepen-
dientes y posteriormente se identifican y cuantifican las
diferencias entre éstas.

En el año 2012, mediante la resolución CNH.E.01.001/
12 del 24 de febrero de 2012, la Comisión resolvió apro-
bar los reportes de reservas 1 P, 2P y 3P de hidrocarbu-
ros al 1 de enero de 2012 presentados por Pemex, y
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otorgar el visto bueno a los reportes finales de las certi-
ficaciones correspondientes elaborados por los terceros
independientes.

c. Opiniones técnicas de las solicitudes de permisos de
exploración superficial.

En el año 2012, la Sener remitió a la Comisión dos so-
licitudes de permiso de exploración superficial sobre el
estudio sísmico Sayab 3D. Al respecto, la Comisión re-
alizó una evaluación sobre las áreas con posibilidades
petrolíferas de exploración superficial, su valor técnico
y económico, riesgo geológico y trabajos necesarios pa-
ra la evaluación de su potencial, conforme a la informa-
ción que presentó Pemex.

Derivado de dicha evaluación, la Comisión remitió su
opinión técnica a la Sener para que fuera considerada al
momento de otorgar o negar el permiso antes señalado.

III. Estudios y análisis en apoyo a la planeación de la
exploración y explotación de hidrocarburos

a. Elementos técnicos en apoyo al diseño y definición de
la política de hidrocarburos y la política de restitución
de reservas.

• Se aprobó el documento de trabajo DT-3 denominado
“Clasificación de los proyectos de exploración y explo-
tación de hidrocarburos, estadísticas de rentabilidad e
incertidumbre”. Dicho estudio, publicado en la página
web de la Comisión, tiene como propósito realizar una
jerarquización de los proyectos de exploración y explo-
tación de hidrocarburos en función de sus estadísticas
de rentabilidad esperada, incertidumbre y volumetría.

• Se elaboró el documento de trabajo DT-4 denominado
“El futuro de la producción de aceite en México, recu-
peración avanzada y mejorada IOR-EOR” cuyo objeti-
vo es presentar el análisis del potencial que representan
los métodos de recuperación mejorada en la producción
nacional de hidrocarburos. Dicho estudio, aprobado por
el órgano de gobierno, se encuentra publicado en la pá-
gina web de la comisión.

• A solicitud de la Sener, la Comisión emite diversas
opiniones para apoyar y aportar elementos técnicos pa-
ra la determinación de la plataforma de producción y la
tasa de restitución de reservas del país.

b. Estadísticas de eficiencia operativa

La Comisión Nacional de Hidrocarburos publica en su
página de internet una serie de indicadores de hidrocar-
buros que dan seguimiento puntual a las principales va-
riables en materia de exploración y explotación de hi-
drocarburos, entre los que resaltan:

• Indicadores de producción de gas natural

• Indicadores operativos del campo Akal del Activo
Cantarell

• Indicadores operativos de los campos KU, Maloob y
Zaap. 

• Indicadores de producción y distribución.

• Indicadores de la actividad exploratoria Series históri-
cas 

• Derrames y fugas

• Indicadores económicos

c. Registros de información geológica y petrolera

La comisión mantiene la publicación del Registro de In-
formación Geológica, y del Registro Petrolero, instru-
mentos mediante los cuales este órgano desconcentrado
recaba y actualiza información y estadística geológica y
geofísica, así como transparenta los resultados de su
gestión, publicando información sobre sus resoluciones
y acuerdos; dictámenes y disposiciones normativas;
contratos incentivados firmados por Pemex; decretos de
ocupación provisional y de ocupación definitiva, asig-
naciones de áreas y decretos presidenciales.

Programa de trabajo 2013

• Como ya se ha mencionado, en virtud de la falta de re-
cursos humanos y financieros, la Comisión no ha tenido
la capacidad de instrumentar acciones de inspección en
temas como seguridad industrial en aguas profundas y
medición de la producción de hidrocarburos. Lo ante-
rior, como parte de la supervisión del cumplimiento de
la normativa emitida en dichas materias.

Asimismo, la comisión no ha finalizado los proyectos
de regulación en materias tales como shale gas, seguri-



dad industrial en aguas someras y tierra y de recursos
prospectivos, entre otros.

En este sentido, la comisión ha planteado en su plan de
trabajo 2013 acciones pendientes tanto en materia de su-
pervisión como de regulación. Sin embargo, es de resal-
tar que en primera instancia debe integrar las Direccio-
nes Generales de Supervisión y de Regulación como lo
contempla su Reglamento Interno.

Es por ello que en relación con las actividades progra-
madas 2013, es necesario puntualizar que su cumpli-
miento depende de que este órgano desconcentrado re-
ciba con suficiencia y oportunidad los recursos que le
corresponden por los ingresos provenientes del derecho
establecido en el artículo 254 Quáter.

Lo anterior permitirá no sólo que la comisión esté en
posibilidad de realizar las contrataciones para integrar
las direcciones generales que contempla el Reglamento
Interno, sino también procurar la capacitación y profe-
sionalización del personal y realizar las contrataciones
de servicios especializados de asesoría para comple-
mentar las actividades.

• Tomando en cuenta el objeto de la comisión y sus atri-
buciones, se identifican las principales actividades es-
tratégicas:

I. Emisión de Regulación aplicable a:

1. Seguridad Industrial. Integridad de pozos

2. Shale Gas.- Seguridad industrial y sustentabilidad
medio ambiente

3. Quema y venteo de gas. Segunda versión de dis-
posiciones técnicas

4. Determinación de recursos prospectivos.- Estable-
cer estándar internacional 

5. Recuperación mejorada de petróleo

6. Actualización de lineamientos de diseño de pro-
yectos y su dictamen.

7. Lineamientos de inspección.

II. Acciones de inspección y supervisión:

1. Medición de la producción de hidrocarburos

2. Seguridad industrial en aguas profundas y someras

3. Quema y venteo de gas

4. Evaluación de riesgos de la infraestructura de
transporte de gas y aceite, relacionada directamente
con los proyectos de exploración y explotación de hi-
drocarburos

5. Otra normativa emitida por la comisión

III. Evaluación o dictamen de proyectos

1. Proyectos nuevos o con modificación sustantiva
exploratorios

2. Proyectos nuevos o con modificación sustantivas
explotación

3. Chicontepec

IV. Aprobación de reportes de reservas y visto bueno a
certificaciones de los terceros independientes.

Dicha aprobación se realizará con base en los Linea-
mientos modificados por la Comisión durante el año
2012, para los productos aceite y gas por separado y en
dos períodos: en marzo para las reservas 1P de hidro-
carburos y en junio para las 2P y 3P.

V. Estudios técnicos para aportar elementos técnicos pa-
ra la determinación de la política de hidrocarburos y de
restitución de reservas.

VI. Emisión del Estatuto del Servicio Profesional de
Carrera de la CNH, conforme lo establece el Reglamen-
to Interno de la Comisión.

VII. Sistemas de información.

Creación de las bases de datos de la Comisión, necesarias
para facilitar los diversos análisis, evaluaciones, estudios y
dictámenes que emita, integrando y sistematizando la in-
formación y estadística del sector.
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Sin otro particular, les reitero mi más atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Juan Carlos Zapeda Molina (rúbrica), Presidente.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a la Comisión de Energía, para su conocimiento.

INFORME ANUAL DE PEMEX DE LOS 
COSTOS Y GASTOS DE EXPLORACION, 

DESARROLLO Y EXTRACCION 2012

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Petróleos Mexicanos.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión.— Presente.

Asunto: Envío información contenida en los artículos 254
y 257 Bis de la Ley Federal de Derechos.

Contadora Pública María Magdalena Robles Barcelata, en
representación de Petróleos Mexicanos y Pemex-Explora-
ción y Producción, personalidad que ostento en mi carácter
de gerente fiscal, ante usted con el debido respeto compa-
rezco y expongo que:

Con fundamento en lo establecido por el artículo 3o. de su
Ley, publicada el 28 de noviembre de 2008 en el Diario
Oficial de la Federación, Petróleos Mexicanos es un orga-
nismo descentralizado con fines productivos, creado por
Decreto del 7 de junio de 1938, de igual forma, publicado
el 20 de junio de ese mismo año con personalidad jurídica
y patrimonio propios, que tiene dentro de su objeto ejercer
la conducción central y la dirección estratégica de la in-
dustria petrolera, demás hidrocarburos y la petroquímica
básica, conforme a la Ley Reglamentaria del Artículo 27
Constitucional en el Ramo del Petróleo.

Como es de su conocimiento, derivado de las diversas mo-
dificaciones al Capítulo XII del Título II de la Ley Federal
de Derechos aprobadas por esa Soberanía en el último
quinquenio, entre ellas, el “Decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de

Derechos, relativo al régimen fiscal de Petróleos Mexica-
nos., publicado el 27 de noviembre de 2009 en el Diario
Oficial de la Federación, se establecieron diversas obliga-
ciones formales a cargo de Pemex-Exploración y Produc-
ción, relativas al envío de información a la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión, específica mente nos
referimos a las contenidas en los artículos 254 y 257 Bis
del ordenamiento jurídico en comento, cuya parte condu-
cente se transcribe a continuación:

“Artículo 254, Pemex Exploración y Producción estará
obligado al pago anual del derecho ordinario sobre hi-
drocarburos, aplicando la tasa de 71.5% a la diferencia
que resulte entre el valor anual del petróleo crudo y gas
natural extraídos en el año y las deducciones permitidas
en este artículo, mediante declaración anual que se pre-
sentará a más tardar el último día hábil del mes de mar-
zo del siguiente año correspondiente al ejercicio de que
se trate.

…

Pemex Exploración y Producción establecerá un regis-
tro de los costos y gastos de la exploración y explota-
ción por cada campo de extracción de petróleo crudo y
gas natural no asociado, así como de los tipos específi-
cos de petróleo que se obtengan, y deberá enviar a la
Cámara de Diputados la información periódica que
se incorpore en dicho registro, poniendo a disposición
de ese órgano legislativo los datos, estudios, reportes,
prospectivas y demás fuentes de información en que se
sustente la información incorporada al registro, con ob-
jeto de que puedan llevarse a cabo por el órgano fiscali-
zador de esa Soberanía, las auditorías que se consideren
pertinentes.

Artículo 257 Bis. ...

Pemex Exploración y Producción establecerá un regis-
tro de los costos y gastos de la exploración, desarrollo
y extracción por cada uno de los campos a que se re-
fieren las fracciones anteriores, así como de los tipos
específicos de petróleo crudo y gas natural que se ob-
tengan y deberá enviar a la Cámara de Diputados y
al Servicio de Administración Tributaria la infor-
mación periódica que se incorpore en dicho regis-
tro, poniendo a disposición de ambos los datos, estu-
dios, reportes, prospectivas y demás fuentes de
información en que se sustente la información incor-
porada al registro, con objeto de que puedan llevarse a



cabo los actos de fiscalización que se consideren perti-
nentes a través de la Auditoría Superior de la Federa-
ción y del Servicio de Administración Tributaria (énfa-
sis añadido).

Como se desprende del texto transcrito, esa soberanía esta-
bleció la obligación a cargo de Pemex-Exploración y Pro-
ducción consistente en enviarle la información periódica
que se incorpore en los registros de los costos y gastos de
la exploración, desarrollo y extracción por cada campo,
tanto de aquellos a los que se refiere el artículo 254 de la
Ley Federal de Derechos como los señalados en las frac-
ciones I a III del artículo 257 Bis de la propia ley vigente
durante el ejercicio fiscal de 2012, además de poner a dis-
posición de esa Cámara de Diputados la información so-
porte de dichos registros.

Derivado de lo antes señalado, el objeto del presente es
cumplimentar las obligaciones establecidas en los artículos
254, séptimo párrafo y 257 Bis, último párrafo, de la Ley
Federal de Derechos para efectos de lo cual, adjunto al pre-
sente se remite un disco compacto en el que se encuentra la
información requerida.

Por lo expuesto, ante esa soberanía, atentamente solicito:

Primero. Se tenga por presentado en tiempo y forma el
presente escrito.

Segundo. Se tengan por cumplimentadas las obligacio-
nes a cargo de Pemex-Exploración y Producción esta-
blecidas en los artículos 254, séptimo párrafo y 257 Bis,
último párrafo, de la Ley Federal de Derechos vigente
en el ejercicio fiscal de 2012.

Sin otro particular, aprovechamos la ocasión para enviarle
un cordial saludo.

Atentamente

México, DF, a 26 de marzo de 2013.— Contadora Pública María Mag-
dalena Robles Barcelata (rúbrica), representante legal.»

El Presidente diputado José González Morfín: Remíta-
se a la Comisión de Energía, para su conocimiento.

Continúe la Secretaría con la solicitud de licencia del dipu-
tado Joaquín Caballero Rosiñol.

SOLICITUD DE LICENCIA

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.

Diputado Francisco Arroyo Vieyra, Presidente de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados.— Presente.

Con fundamento en lo establecido en el artículo 62 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción XVI; 12, nu-
meral 1, fracción III; 13 y demás relativos y aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, me permito soli-
citar, por su conducto, al pleno de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, licencia por tiempo indefinido a
partir del miércoles 3 de abril del año en curso, para sepa-
rarme del cargo de diputado federal electo a la LXII Legis-
latura, por el Distrito XI en el estado de Veracruz.

Sin otro particular, agradezco la atención que se sirva pres-
tar a la presente y aprovecho para expresarle la seguridad
de mi consideración distinguida.

Atentamente

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2013.— Diputado
Joaquín Caballero Rosiñol (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
Ruego a la Secretaría someter a consideración de la asam-
blea los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
Están a discusión los siguientes puntos de acuerdo:

Primero. Se concede licencia por tiempo indefinido al
diputado Joaquín Caballero Rosiñol, para separarse de sus
funciones como diputado federal electo del XI distrito elec-
toral del estado de Veracruz, a partir de esta fecha.

Segundo. Llámese al suplente.

Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa
sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Señor presi-
dente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
Aprobados. Comuníquense.
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Continúe la Secretaría con la iniciativa del Congreso del
estado de San Luis Potosí.

LEY DE AGUAS NACIONALES

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Escudo.— LX Legislatura de San Luis Potosí.

Honorable Congreso de la Unión de la Cámara de Diputa-
dos.— Presente.

La Sexagésima Legislatura Constitucional del estado en
sesión ordinaria de la data señalada al rubro, resolvió con
fundamento en lo dispuesto por la fracción III del artículo
71 Constitucional Federal, proponer la iniciativa de decre-
to que plantea reformar los artículos 24, en los párrafos se-
gundo y tercero, y 120, en el párrafo primero y fracciones
I, II, y III, de la Ley de Aguas Nacionales, por lo cual, en
cumplimiento de lo establecido en el instrumento parla-
mentario aprobado por unanimidad de las comisiones le-
gislativas de Puntos Constitucionales, y del Agua, la remi-
timos a esa Cámara de origen para los efectos procedentes.

Marzo 25 de 2013.— Por la Directiva, Ruth Noemí Tiscareño Agoitia
(rúbrica), primera Secretaria; José Francisco Martínez Ibarra (rúbrica),
segundo Secretario.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de San
Luis Potosí.

Diputados Secretarios de la LX Legislatura del honorable
Congreso del Estado.— Presentes.

A las Comisiones de Puntos Constitucionales, y del Agua
fue turnada en sesión ordinaria de fecha 14 de diciembre de
2012, bajo el número 623, iniciativa que busca promover
ante el Congreso de la Unión, reformar los artículos 24, en
los párrafos segundo y tercero, y 120, en el párrafo prime-
ro y fracciones I a III, de la ley de Aguas Nacionales, pre-
sentada por el diputado J. Ramón Guardiola Martínez.

Antecedente

Único. Que el diputado J. Ramón Guardiola Martínez, ex-
puso los motivos siguientes:

“…

El agua es un elemento esencial para el desarrollo de las
actividades agropecuarias en el campo, y el acceso a ese
vital líquido para su explotación, uso y aprovechamien-
to, determina el grado de avance en el desarrollo econó-
mico de las mismas.

Los agricultores que se han visto beneficiados con el
otorgamiento de una concesión que puede ser otorgada
de cinco a treinta años según las características de la zo-
na, para la explotación de pozos de agua, conforme lo
han expresado muchos de ellos, no cuentan con la in-
formación suficiente para dar cumplimiento a las dispo-
siciones legales que rigen la utilización de las mismas,
y desconocen que dichas concesiones deben ser prorro-
gadas con la anticipación que dispone la propia ley; es
por ello que los concesionarios en muchos casos por
omisión involuntaria, ignorancia, caso fortuito o fuerza
mayor, no logran presentar en tiempo y forma la solici-
tud de prórroga de las propias concesiones ante la ins-
tancia correspondiente, razón por la que tales concesio-
nes son suspendidas o canceladas por las autoridad, en
perjuicio de la economía de las familias que dependen
de contar con agua suficiente para el desarrollo de su ac-
tividad económica, ello, toda vez que la ley en cita dis-
pone en el artículo 24 que la falta de presentación de la
solicitud de prórroga dentro del plazo establecido, se
considera como renuncia al derecho de solicitar la mis-
ma.

Es por ello que se propone abordar en la Iniciativa de re-
forma al artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales en
su segundo párrafo con el propósito de clarificar el pla-
zo que se concede para solicitar la prórroga de la conce-
sión o asignación. Dado que de la lectura del mismo se
pudiera pensar que establece dos términos distintos pa-
ra ese objeto, cuando en realidad lo que dispone es el
inicio y conclusión del periodo para la presentación de
la solicitud respectiva, se propone agregarle una “Y”
conjuntiva.

Así mismo, modificar el tercer párrafo para que la Au-
toridad del Agua notifique personalmente al concesio-
nario o asignatario respecto del vencimiento del plazo
que la ley les concede para la presentación de la solici-
tud de prórroga, fijándoles un término fatal de 30 días
hábiles para que la presenten.

Por otra parte, muchos agricultores del distrito que re-
presento, así como de otras zonas del Estado, refieren
problemática referente a la aplicación de multas por el



aprovechamiento indebido de la concesión del agua,
pues derivado igualmente de la ignorancia respecto de
las condiciones de explotación de las concesiones, se les
inicie un procedimiento administrativo sancionador que
resulta para ellos extremadamente gravoso, con multas
excesivas que en algunos casos se encuentran fuera de
toda proporción, atendiendo a las condiciones socioeco-
nómicas de los concesionarios, dado que el artículo 120
de la Ley de Aguas Nacionales establece en su fracción
I, que es la multa más baja de 200 salarios mínimos la
que representa la cantidad de 12 mil 466.00 pesos en
tanto que la fracción III del citado artículo, representa
como multa más alta la de 20 mil salarios mínimos que
equivale a 1 millón 246 mil 600.00 pesos, aclarando que
la ley se refiere a estas sanciones en salarios mínimos
vigentes en el Distrito Federal, sin pasar por alto que la
multa se aplica con base en la zona de mayor salario mí-
nimo, con respecto a las otras regiones que representan
menor salario como sucede con San Luis Potosí que per-
tenece a una zona con un salario mínimo menor.

Ahora bien, no debemos de pasar por alto lo señalado en
el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en el que se acota a la autoridad con
determinadas prohibiciones, entre las que se encuentra
la multa excesiva, debiéndose entender por ésta, toda
aquella sanción pecuniaria que rebase el límite de lo or-
dinario y razonable; se encuentre en desproporción con
la gravedad del ilícito fiscal, ya sea por sus consecuen-
cias, como por las condiciones en que se cometió o por
el monto de la cantidad cuya contribución se omitió; que
resulten desproporcionadas con el monto del negocio; y
por último, que esté en desproporción con la capacidad
económica del infractor.

…

Lo anterior, es lógico si se toma en cuenta que la finalidad
que persigue este tipo de sanciones es además de intimida-
toria, la de evitar la reincidencia de los infractores, más no
la de terminar con su patrimonio, a lo cual se llegaría de
aceptarse la imposición de multas que rebasen la capacidad
económica, cuya situación acontece la mayoría de las ve-
ces en que por contravención a la Ley de Aguas Naciona-
les, es impuesta una sanción pecuniaria en perjuicio de los
productores agrícolas.

Además de lo anterior, se encuentran en riesgo cientos de
hectáreas de siembra, de ahí la importancia de apoyar al
sector agrícola no solo con subsidios, sino con una legisla-

ción que implemente una cultura del uso del agua en el
campo que no sea meramente coactiva, ya que esto último
sólo tiende a lograr el abandono del campo, por los altos
costos que implica la agricultura.

Por lo anterior me permito destacar que con la iniciativa de
reforma que se plantea, no pretende la condonación de
multas o de sanciones, sino que los legisladores del Con-
greso de la Unión, den prioridad al análisis a la Ley de
Aguas Nacionales y en específico el titulo décimo, en el
capítulo II, referente a las infracciones y sanciones admi-
nistrativas, de modo que no se afecte el desarrollo de las
actividades del campo, ni se cause perjuicio a quienes por
su condición socioeconómica no se encuentran en posibili-
dad de pagar las multas que les son impuestas por las in-
fracciones cometidas.

Al efectuar el estudio y análisis de la iniciativa, las comi-
siones dictaminadoras hemos llegado a los siguientes:

Considerandos

Primero. Que de conformidad con lo dispuesto en los artí-
culos, 98 fracciones I y XV, 99 y 113, de la Ley Orgánica del
Poder Legislativo del Estado, las precitadas comisiones son
de dictamen legislativo permanente, por lo que resultan
competentes para emitir el presente.

Segundo. Que la iniciativa que busca promover ante el
Congreso de la Unión, reformar los artículos, 24 en sus pá-
rrafos segundo y tercero, y 120 en su párrafo primero y
fracciones I a III, de la Ley de Aguas Nacionales; presen-
tada por el diputado J. Ramón Guardiola Martínez, es tra-
mitada en términos de los artículos, 130, 131 y 133 de la
Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de San Luis
Potosí; 61, 62, 65 y 66 del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso del Estado de San Luis Potosí.

Tercero. Que una vez analizada la iniciativa en comento,
se advierte que el promovente ejerce plenamente el dere-
cho que le otorga la Constitución local y la Ley Orgánica
del Poder Legislativo del Estado, cumpliendo cabalmente
con los requisitos de forma que esta ley y el Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso de San Luis Potosí
establecen para la presentación de iniciativas. En concor-
dancia con lo anterior, conforme lo disponen los artículos,
71, fracción III, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 57, fracción II, de la Constitución Po-
lítica del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y 15,
fracción VI, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del
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Estado de San Luis Potosí, la legislatura del estado se en-
cuentra facultada para promover iniciativas al Congreso de
la Unión. Por lo anterior, se procede a entrar al fondo de la
propuesta.

Cuarto. Que para efectos ilustrativos, se procede a trans-
cribir los artículos, 24 y 120, de la Ley de Aguas Naciona-
les vigente, materia de la iniciativa, a saber:

Artículo 24. El término de la concesión o asignación para
la explotación, uso aprovechamiento de las aguas naciona-
les no será menor de cinco ni mayor de treinta años, de
acuerdo con la prelación del uso específico del cual se tra-
te, las prioridades de desarrollo, el beneficio social y el ca-
pital invertido o por invertir en forma comprobable en el
aprovechamiento respectivo. En la duración de las conce-
siones y asignaciones, “la Autoridad del Agua” tomará en
consideración las condiciones que guarde la fuente de su-
ministro, la prelación de usos vigentes en la región que co-
rresponda y las expectativas de crecimiento de dichos usos.

Las concesiones o asignaciones en los términos del artícu-
lo 22 de esta ley serán objeto de prórroga hasta por igual
término y características del título vigente por el que se hu-
bieren otorgado, siempre y cuando sus titulares no incu-
rrieren en las causales de terminación previstas en la pre-
sente ley, se cumpla con lo dispuesto en el párrafo segundo
del artículo 22 de esta ley y en el presente artículo y lo so-
liciten dentro de los últimos cinco años previos al término
de su vigencia, al menos seis meses antes de su venci-
miento.

La falta de presentación de la solicitud a que se refiere es-
te artículo dentro del plazo establecido, se considerará co-
mo renuncia al derecho de solicitar la prórroga. Para deci-
dir sobre el otorgamiento de la prórroga se considerará la
recuperación total de las inversiones que haya efectuado el
concesionario o asignatario, en relación con la explotación,
uso o aprovechamiento de los volúmenes concesionados o
asignados.

La Autoridad del Agua está obligada a notificar personal-
mente a los promoventes la resolución sobre las solicitudes
respectivas referidas en el presente Capítulo, conforme al
plazo establecido en el Artículo 22 de la presente Ley y al
procedimiento establecido en el artículo 35 de la ley Fede-
ral de Procedimiento Administrativo. En caso de que la au-
toridad omita dar a conocer al promovente la resolución re-
caída a su solicitud, se considerará que ha resuelto negar lo
solicitado la falta de resolución a la solicitud podrá impli-

car responsabilidades a los servidores públicos a quienes
competa tal resolución, conforme a lo dispuesto en las le-
yes aplicables.

Artículo 120. las faltas a que se refiere el artículo an-
terior serán sancionadas administrativa mente por la
Autoridad del Agua con multas que serán equivalentes
a los siguientes días del salario mínimo general vigen-
te en el Distrito Federal en el momento en que se co-
meta la infracción, independientemente de las sancio-
nes estipuladas en la Ley General de Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, ley de Bienes
Nacionales y Ley Federal de Metrología y Normaliza-
ción y sus reglamentos, las normas oficiales mexica-
nas, el Código Penal Federal y demás disposiciones
aplicables en la materia:

I. 200 a 1,500, en el caso de violación a las fracciones
X, XI, XVI, XXI y XXII;

II. 1,200 a 5,000, en el caso de violaciones a las frac-
ciones I, VI, XII, XVIII y XIX; y

III. 1,500 a 20,000, en el caso de violación a las frac-
ciones II, III, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVII,
XX, XXIII y XXIV.

En los casos previstos en la fracción IX del artículo ante-
rior, los infractores perderán en favor de la nación las obras
de alumbramiento, y aprovechamiento de aguas y se reten-
drá o conservará en depósito o custodia la maquinaria y
equipo de perforación, hasta que se reparen los daños oca-
sionados en los términos de ley, sin menoscabo de otras
sanciones administrativas y penales aplicables.

Las multas que imponga la Autoridad del Agua se deberán
cubrir dentro de los plazos que dispone la Ley Federal de
Procedimiento Administrativo.

Cuando las multas no se paguen en la fecha establecida, el
monto de las mismas se actualizará mensualmente desde el
momento en que debió hacerse el pago y hasta que el mis-
mo se efectúe, conforme al índice nacional de precios al
consumidor.

Quinto. Que la autoridad y administración en materia de
aguas nacionales y de sus bienes públicos inherentes, co-
rresponde al Ejecutivo federal, quien la ejerce directamen-
te o a través de la Comisión Nacional del Agua.



Conforme al artículo 62 de la Ley de Aguas Nacionales, es
competencia del Ejecutivo federal, entre otras, las siguien-
tes:

IV. Expedir por causas de utilidad pública o interés pú-
blico, declaratorias de rescate, en materia de concesio-
nes para la explotación, uso o aprovechamiento de
aguas nacionales, de sus bienes públicos inherentes, en
los términos establecidos en la Ley General de Bienes
Nacionales;

V. Expedir por causas de utilidad pública o interés pú-
blico, declaratorias de rescato de concesiones otorgadas
por “la comisión”, para construir, equipar, operar, con-
servar, mantener, rehabilitar y ampliar infraestructura
hidráulica federal y la prestación de los servicios res-
pectivos, mediante pago de la indemnización que pudie-
re corresponder. …”

Visto lo anterior, y según el ordenamiento antes menciona-
do, el recurso hídrico tiene carácter público, por lo que la
explotación, uso o aprovechamiento de las aguas naciona-
les se debe realizar mediante concesión o asignación otor-
gada por el Ejecutivo Federal a través de la Comisión Na-
cional del Agua, por medio de los organismos de cuenca, o
directamente por ésta cuando así le competa, de acuerdo
con las reglas y condiciones que dispone la ley y sus regla-
mentos.

De acuerdo al artículo 20 de la Ley de Aguas Nacionales,
las concesiones y asignaciones se otorgarán después de
considerar a las partes involucradas, y el costo económico
y ambiental de las obras proyectadas. En ese sentido, co-
rresponde a los organismos de cuenca expedir los títulos de
concesión, asignación y permisos de descarga a los que se
refiere tal ley y sus reglamentos, salvo en los casos previs-
tos, y que queden reservados para la actuación directa de la
mencionada comisión. Las concesiones y asignaciones cre-
an derechos y obligaciones a favor de los beneficiarios en
los términos que el ordenamiento multicitado establece.

Como bien menciona el promovente, en la Ley de Aguas
Nacionales se establece que el término de la concesión o
asignación para la explotación, uso o aprovechamiento de
las aguas nacionales no será menor de cinco ni mayor de
treinta años, de acuerdo con la prelación del uso específico
del cual se trate, las prioridades de desarrollo, el beneficio
social y el capital invertido o por invertir en forma com-
probable en el aprovechamiento respectivo. En la duración
de las concesiones y asignaciones, la Autoridad del Agua

tomará en consideración las condiciones que guarde la
fuente de suministro, la prelación de usos vigentes -en la
región que corresponda y las expectativas de crecimiento
de dichos usos. Las concesiones o asignaciones en los tér-
minos del Artículo 22 de esa Ley, serán objeto de prórroga
hasta por igual término y características del título vigente
por el que se hubieren otorgado, siempre y cuando sus ti-
tulares no incurrieren en las causal es de terminación pre-
vistas en la presente Ley, se cumpla con lo dispuesto en el
párrafo segundo del artículo 22 de esta ley y en el presen-
te artículo y lo soliciten dentro de los últimos cinco años
previos al término de su vigencia, al menos seis meses an-
tes de su vencimiento.

El concepto de prórroga podría ser definido como la am-
pliación de un plazo o tiempo para el ejercicio de un deter-
minado derecho. Tiene importancia en el tema que se dic-
tamina, ya que en el caso que no se dé tal, afectaría de
forma directa e inmediata a los agricultores que se han vis-
to beneficiados con el otorgamiento de una concesión para
la explotación de pozos de agua. Es verdad, que bajo el
principio jurídico que establece que “la ignorancia de la ley
a nadie beneficia”, por lo que a aquellos agricultores que
no conozcan la ley o dejen de realizar la solicitud de pró-
rroga ante la autoridad correspondiente, no los relevaría del
cumplimiento irrestricto de la norma vigente, pues ésta es-
tablece términos y plazos improrrogables para determina-
dos trámites, así como consecuencias jurídicas fatales.

Empero, esta soberanía considera que la norma debe ir en-
caminada a la sustentabilidad de las fuentes de agua en Mé-
xico y entender este derecho humano más allá de formalis-
mos administrativos a que se refiere este ordenamiento,
máxime que la privación de un derecho puede generar in-
defectiblemente la privación de otros. Sin duda, el agua es
un elemento esencial para el desarrollo de las actividades
agropecuarias, y el acceso a ese vital líquido para su ex-
plotación, uso y aprovechamiento determina el grado de
avance en el desarrollo de las mismas. Conforme lo men-
ciona el propio promovente, muchos de ellos no cuentan
con la información suficiente para dar cumplimiento a las
disposiciones legales que rigen la utilización de las mis-
mas, y desconocen que dichas concesiones deben se pro-
rrogadas con la anticipación que dispone la propia ley; es
por ello que los concesionarios, en muchos casos por omi-
sión involuntaria, ignorancia, caso fortuito o fuerza mayor,
no logran presentar en tiempo y forma la solicitud de pró-
rroga de las propias concesiones ante la instancia corres-
pondiente, razón por la que tales concesiones son suspen-
didas o canceladas por las autoridad, en perjuicio de la
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economía de las familias que dependen de contar con agua
suficiente para el desarrollo de su actividad económica.

Dicho de otra forma, con la propuesta de reforma implíci-
tamente se establece el reconocimiento del líquido como
un elemento de la naturaleza que permite la existencia de
todas las formas de vida, así como la gestión integrada de
cuencas. Otro es el reconocimiento de que es un recurso es-
tratégico para el desarrollo, base de la existencia del país.
Es decir, trata de principios de política donde la aplicación
de la ley, que está en manos de la Federación y los orga-
nismos establecidos para tal efecto, sea flexible, consiente
y sensible de la importancia y trascendencia que tiene para
un sector determinado de la población, la explotación, uso
o aprovechamiento de las aguas nacionales.

En tal sentido, se considera oportuno promover ante el
Congreso de la Unión que en el caso aquí fraseado, refor-
mar el párrafo segundo y tercero del artículo 24 de la Ley
de Aguas Nacionales, con el objeto de que la autoridad del
agua correspondiente esté obligada a notificar al concesio-
nario o asignatario personalmente, conforme al procedi-
miento establecido en el artículo 35 de la Ley .Federal de
Procedimiento Administrativo, a efecto de darles a conocer
que cuentan con un plazo de 30 días hábiles fatales para
presentarla, a partir de que surta efectos la notificación;
apercibidos de que para el caso de no hacerlo se considera-
rá como renuncia al derecho de solicitar la prórroga, con la
intención de que su derecho no quede vedado por un for-
malismo estricto, así como por las consecuencias jurídicas
que afectarían la esfera jurídica, económica, personal y fa-
miliar del beneficiado.

Sexto. Que la iniciativa que se dictamina propone promo-
ver iniciativa ante el Congreso de la Unión, con la finali-
dad de reformar el párrafo primero y las fracciones I, II, y
III del artículo 120 de la Ley de Aguas Nacionales. En ese
sentido, refiere que la problemática sobre la aplicación de
multas por el aprovechamiento indebido de la concesión
del agua, toda vez que derivado de la ignorancia respecto
de las condiciones de explotación de las concesiones, se les
inicia diversos procedimientos administrativos sanciona-
dores extremadamente gravosos, con multas excesivas que
en algunos casos se encuentran fuera de toda proporción,
sin atender a las condiciones socioeconómicas de los con-
cesionarios, dado que el artículo mencionado establece
fundamentalmente dos aspectos: a) Las multas serán equi-
valentes a los días del salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal en el momento en que se cometa la infrac-

ción; y b) La multa más baja que establece la fracción I, as-
ciende a 200 salarios mínimos, que representa la cantidad
de 12 mil 466.00 pesos, y la fracción III del citado artícu-
lo, la multa más alta asciende a 20 mil salarios mínimos,
que equivale a 1 millón 246 mil 600 pesos.

Conforme al artículo 22 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, quedan prohibidas las penas
de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes,
los palos, el tormento de cualquier especie, la multa exce-
siva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas
inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser propor-
cional al delito que sancione y al bien jurídico afectado.

Uno de los dos pilares del derecho fiscal está constituido
por el llamado principio de constitucionalidad, el cual im-
plica la sumisión a las características esenciales del orden
jurídico. Si bien es cierto que la naturaleza de las conce-
siones y asignaciones que establece la Ley de Aguas Na-
cionales se encuentran dentro de la materia administrativa,
cuando la autoridad finca responsabilidades por incumpli-
miento a la norma e impone multas económicas, éstas se
deben considerar como créditos fiscales, pues se convier-
ten en montos obligatorios a pagar, una vez que son deter-
minados por la autoridad con atribuciones para ello.

En ese orden de ideas, siempre debe existir una evidente
subordinación de la norma fiscal hacia la norma constitu-
cional; que demuestre que se ha dado cumplimiento a ex-
pedir la primera, a las reglas que derivan de la jerarquía
normativa.

Las leyes fundamentales, desde los tiempos de la indepen-
dencia nacional, ha procurado, tal y como lo mencionó
Adam Smith en varios trabajos académicos, estructurar el
sistema fiscal mexicano sobre los principios de justicia,
equidad y proporcionalidad, pensando no solo en el bien
del Estado, sino también en la protección de los derechos
ciudadanos.

Sin lugar a dudas, el principio de obligatoriedad debe es-
tar vinculado al principio de generalidad, significa que to-
da persona que se ubique en alguna de las hipótesis nor-
mativas previstas en una norma con características
tributarias expedida por el Estado mexicano, automática
mente adquiere la obligación de cubrirlo, dentro del plazo
que la misma ley establezca. Sin embargo, se considera
que la principal característica que toda ley con estas ca-
racterísticas debe establecer contribuciones o tributos que



sean proporcionales y equitativos. En ese sentido, pode-
mos decir que la proporcionalidades la correcta distribu-
ción entre las cuotas, tasas, tarifas o multas previstas en
las leyes y la capacidad económica de los sujetos pasivos
por ella gravados, cuando se encuentren en la hipótesis
normativa al caso concreto. Significa que los sujetos pasi-
vos deben contribuir al gasto público en función de sus
respectivas capacidades económicas, aportando una parte
justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimien-
tos, pero nunca una cantidad tal que represente práctica-
mente el total de su patrimonio o ingresos netos, en este
caso se estaría utilizando tal como medio para que el Es-
tado confisque bienes a los ciudadanos.

Por otro lado, por equidad debemos entender “una igualdad
de ánimo, un sentimiento que nos obliga a actuar de acuer-
do con el deber de la conciencia, más que por los manda-
tos de la justicia o de la ley”. De acuerdo con su acepción
aristotélica, la equidad significa “la aplicación de la justi-
cia a casos concretos, se obtiene tratando igual a los igua-
les y en forma desigual a los que no se encuentran en
igualdad de circunstancia”.

Al respecto, los tribunales encargados de interpretar la nor-
ma jurídica aplicable, ha dictado criterios al respecto del
concepto de multa excesiva, para lo cual se procede a
transcribir la tesis jurisprudencial, siguiente:

“Multa excesiva. Concepto de. De la acepción grama-
tical del vocablo “excesivo”, así como de las interpreta-
ciones dadas por la doctrina y por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, para definir el concepto de multa
excesiva, contenido en el artículo 22 constitucional, se
pueden obtener los siguientes elementos: a) una multa
es excesiva cuando es desproporcionada a las posibili-
dades económicas del infractor en relación a la grave-
dad del ilícito; b) cuando se propasa, va más adelante de
lo licito y lo razonable; y c) una multa puede ser excesi-
va para unos, moderada para otros y leve para muchos.
Por lo tanto, para que una multa no sea contraria al tex-
to constitucional, debe establecerse en la ley que la au-
toridad facultada para imponerla, tenga posibilidad, en
cada caso, de determinar su monto o cuantía, tomando
en cuenta la gravedad de la infracción, la capacidad eco-
nómica del infractor, la reincidencia, en su caso, de este
en la comisión del hecho que la motiva, o cualquier otro
elemento del que pueda inferirse la gravedad o levedad
del hecho infractor, para así determinar individualizada-
mente la multa que corresponda.

El tribunal pleno en su sesión privada celebrada el vein-
te de junio en curso, por unanimidad de diez votos de
los señores ministros presidente en funciones Juventino
V. Castro y Castro, Sergio Salvador Aguirre Anguiano,
Mariano Azuela Güitron, Juan Díaz Romero, Genaro
David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo,
Guillermo l. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Pala-
cios, Olga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Me-
za; aprobó, con el número 9/1995 (9a.) La tesis de ju-
risprudencia que antecede, y determino que las
votaciones de los precedentes son idóneas para integrar-
la. México, DF, a veinte de junio de mil novecientos no-
venta y cinco.

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, nove-
na época, tomo II, julio de 1995, página 5.

En función de lo anterior esta soberanía considera que las
multas equivalentes a los días del salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal en el momento en que se co-
meta la infracción no atiende a los principios de justicia,
equidad y proporcionalidad aquí mencionados; es decir,
deben ser fijadas conforme aquellas previstas en las leyes
y a la capacidad económica de los sujetos pasivos obliga-
dos cuando se encuentren en la hipótesis normativa al caso
concreto, pero conforme al salario mínimo general vigente
en la zona geográfica económica en la que se ubiquen pues
es ahí donde se desarrolla su actividad económica.

Por otro lado, los criterios aquí reproducidos respecto a los
montos de las multas para el caso del incumplimiento nor-
mativo, son a tal grado excesivos, que el más bajo ascien-
de a 200 salarios mínimos, que representa la cantidad de 12
mil 466.00 pesos, y el más alto asciende a 20 mil salarios
mínimos, que equivale a 1 millón 246 mil 600.00 pesos.

Dicho de otra forma, en los términos apuntados por el le-
gislador, con la reforma se plantea que el monto de las mul-
tas, por excesivos, no afecten a tal grado el desarrollo de
las actividades del campo, ni cause perjuicio a quienes por
su condición socioeconómica no se encuentran en posibili-
dad de pagar las multas que les son impuestas por las in-
fracciones cometidas, sino que además, que la cantidad no
represente prácticamente el total de su patrimonio o Ingre-
sos netos, en este caso se estaría utilizando tal como medio
para que el Estado confisque bienes a los ciudadanos, lo
que sin duda vulnera derechos de vida y desarrollo de las
personas y sus familias.
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Por lo anterior, las comisiones que suscriben, con funda-
mento en lo establecido por los artículos 57 fracción I, 60,
61 y 64 de la Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de San Luis Potosí; 15 fracción I, 130, 131 fracción
I, 133, 84 fracción I, artículo 98 fracciones I y XV, 9.9 y
113 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del

Estado de San Luis Potosí; 61 y 62, 85 y 86 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado,
emiten el siguiente

Dictamen

Primero. Es de aprobarse y se aprueba la iniciativa tratada
en el proemio del presente.

Segundo. Remítase este documento parlamentario al ho-
norable Congreso de la Unión para los alcances legales de
merito.

Tercero. Que con fundamento en los artículos 71, fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; 57, fracción II, de la Constitución Política del Es-
tado Libre y Soberano de San Luis Potosí, se eleva a con-
sideración del Congreso de la Unión, iniciativa con
proyecto de decreto que propone reformar el párrafo se-
gundo y tercero del artículo 24, y el párrafo primero y las
fracciones I, II, y III, del artículo 120, de la Ley de Aguas
Nacionales, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 24 de la Ley de Aguas Nacionales establece que
el término de la concesión o asignación para la explota-
ción, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales no se-
rá menor de cinco ni mayor de treinta años de acuerdo con
la prelación del uso específico del cual se trate, las priori-
dades de desarrollo, el beneficio social y el capital inverti-
do o por invertir en forma comprobable en el aprovecha-
miento respectivo. En la duración de las concesiones y
asignaciones, la Autoridad del Agua tomará en considera-
ción las condiciones que guarde la fuente de suministro, la
prelación de usos vigentes en la región que corresponda y
las expectativas de crecimiento de dichos usos. Las conce-
siones o asignaciones en los términos del Artículo 22 de
esa Ley, serán objeto de prórroga hasta por igual término y
características del título vigente por el que se hubieren
otorgado, siempre y cuando sus titulares no incurrieren en
las causales de terminación previstas en la presente ley, se
cumpla con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo

22 de esta ley y en el presente artículo y lo soliciten dentro
de los últimos cinco años previos al término de su vigen-
cia, al menos seis meses antes de su vencimiento.

El concepto de prórroga podría ser definido como la am-
pliación de un plazo o tiempo para el ejercicio de un deter-
minado derecho. Tiene importancia en el tema que se dic-
tamina, ya que en el caso que no se dé tal, afectaría de
forma directa e inmediata a los agricultores que se han vis-
to beneficiados con el otorgamiento de una concesión, se-
gún las características de la zona, para la explotación de
pozos de agua. Bajo el principio jurídico que establece que
“la ignorancia de la ley a nadie beneficia”, por lo que a
aquellos agricultores que no conozcan la ley o dejen de rea-
lizar la solicitud de prórroga ante la autoridad correspon-
diente no los relevaría del cumplimiento irrestricto de la
norma vigente, debido que ésta establece términos y plazos
improrrogables para determinados trámites, así como con-
secuencias jurídicas fatales. 

Esta legislatura considera que la norma debe ir encamina-
da a la sustentabilidad de las fuentes de agua en México y
entender este derecho humano más allá de los formalismos
administrativos a que se refiere este ordenamiento, máxime
que la privación de un derecho puede generar indefectible-
mente la privación de otros. Sin duda, el agua es un ele-
mento esencial para el desarrollo de las actividades agro-
pecuarias en el campo, y el acceso a ese vital líquido para
su explotación, uso y aprovechamiento determina el grado
de avance en el desarrollo de las mismas.

La propuesta de reforma implícitamente establece el reco-
nocimiento del vital líquido como un elemento que permi-
te la gestión integrada de cuencas. Y el reconocimiento de
que es un recurso estratégico para el desarrollo del país. Es
decir, trata de principios de política donde la aplicación de
la ley, que está en manos de la federación y los organismos
establecidos para tal efecto, sea flexible, consiente y sensi-
ble de la importancia y trascendencia que tiene para un sec-
tor determinado de la población, la explotación, uso o apro-
vechamiento de las aguas nacionales.

Uno de los objetivos de la presente iniciativa es que la au-
toridad del agua correspondiente esté obligada a notificar
al concesionario. o asignatario personalmente, conforme al
procedimiento establecido en el artículo 35 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo, a efecto de darles a
conocer que cuentan con un plazo de 30 días hábiles fata-
les para presentarla, a ,partir de que surta efectos la notifi-
cación; apercibidos de que para el caso de no hacerlo se



considerará como renuncia al derecho de solicitar la pró-
rroga, con la intención de que su derecho no quede vedado
por un formalismo estricto, así como por las consecuencias
jurídicas que afectarían la esfera jurídica, económica, per-
sonal y familiar del beneficiado.

Por otro lado, la iniciativa plantea la problemática sobre la
aplicación de multas establecidas en las fracciones I, II y III
del artículo 120 de la Ley de Aguas Nacionales, derivadas
del aprovechamiento indebido de la concesión del agua, to-
da vez que con motivo de la ignorancia respecto de las con-
diciones de explotación de las concesiones, se les inicia di-
versos procedimientos administrativos sancionadores
extremadamente gravosos, con multas excesivas que en al-
gunos casos se encuentran fuera de toda proporción, sin
atender a las condiciones socioeconómicas de los concesio-
narios.

Establece que el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, quedan prohibidas las pe-
nas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azo-
tes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa
excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras pe-
nas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser pro-
porcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado.

De igual forma el derecho fiscal está constituido por el lla-
mado principio de constitucionalidad, el cual implica la su-
misión a las características esenciales del orden jurídico. Si
bien es cierto que la naturaleza de las concesiones y asig-
naciones que establece la Ley de Aguas Nacionales, se en-
cuentran dentro de la materia administrativa, cuando la au-
toridad finca responsabilidades por incumplimiento a la
norma e impone multas económicas, éstas se deben consi-
derar, como créditos fiscales, se convierten en montos obli-
gatorios a pagar, una vez que son determinados por la au-
toridad con atribuciones para ello.

El sistema fiscal mexicano sobre los principios de justicia,
equidad y proporcionalidad, pensando no solo en el bien
del Estado, sino también en la protección de los derechos
ciudadanos.

Se considera que la principal característica que toda ley
que establece un tipo de tributo, estos deben ser proporcio-
nales y equitativos. En ese sentido, podemos decir que la
proporcionalidad es la correcta distribución entre las cuo-
tas tasas, tarifas o multas previstas en las leyes y la capaci-
dad económica de los sujetos pasivos por ello gravados,
cuando se encuentren en la hipótesis normativa al caso

concreto. Significa que los sujetos pasivos deben contribuir
al gasto público en función de sus respectiva capacidades
económicas, aportando una parte justa y adecuada de sus
ingresos, utilidades o rendimientos, pero nunca una canti-
dad tal que represente prácticamente el total de su patrimo-
nio o ingresos netos, en este caso se estaría utilizando tal,
como medio para que el Estado confisque bienes a los ciu-
dadanos. Asimismo, por equidad debemos entender “una
igualdad de ánimo, un sentimiento que nos obliga a actuar
de acuerdo con el deber de la conciencia, más que por los
mandatos de la justicia o de la ley”. De acuerdo con su
acepción aristotélica, la equidad significa lila aplicación de
la justicia a casos concretos, se obtiene tratando igual a los
iguales y en forma desigual a los que no se encuentran en
igualdad de circunstancia.

Al respecto, los tribunales encargados de interpretar la nor-
ma jurídica aplicable, ha dictado criterios al respecto del
concepto de multa excesiva, han establecido que de la
acepción gramatical del vocablo “excesivo”, así como de
las interpretaciones dadas por la doctrina y por la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, para definir el concepto de
multa excesiva, contenido en el artículo 22 constitucional,
se pueden obtener los siguientes elementos: a) una multa es
excesiva cuando es desproporcionada a las posibilidades
económicas del infractor en relación a la gravedad del ilí-
cito; b) cuando se propasa, va más adelante de lo licito y lo
razonable; y c) una multa puede ser excesiva para unos,
moderada para otros y leve para muchos. Por lo tanto, pa-
ra que una multa no sea contraria al texto constitucional,
debe establecerse en la ley que la autoridad facultada para
imponerla, tenga posibilidad, en cada caso, de determinar
su monto o cuantía, tomando en cuenta la gravedad de la
infracción, la capacidad económica del infractor, la reinci-
dencia, en su caso, de éste en la comisión del hecho que la
motiva, o cualquier otro elemento del que pueda inferirse
la gravedad o levedad del hecho infractor, para así deter-
minar individualizadamente la multa que corresponda.

En función de lo anterior, esta legislatura considera que las
multas equivalentes a los días del salario mínimo general
vigente en el Distrito Federal en el momento en que se co-
meta la infracción no atiende a los principios de justicia,
equidad y proporcionalidad, mencionados; es decir, deben
ser fijadas conforme aquellas previstas en las leyes y la ca-
pacidad económica de los sujetos pasivos obligados cuan-
do se encuentren en la hipótesis normativa al caso concre-
to, pero conforme al salario mínimo general vigente en la
zona geográfica económica en la que se ubiquen, es ahí
donde se desarrolla su actividad económica.
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Se considera que los montos de las multas para el caso del
incumplimiento normativo son a tal grado excesivos, toda
vez que el más bajo asciende a 200 salarios mínimos, que
representa la cantidad de 12 mil 466.00 pesos, y el más al-
to asciende a 20 mil salarios mínimos, que equivale a 1 mi-
llón 246 mil 600.00 pesos. Dicho de otra forma, con la re-
forma plantea reducir el monto de las multas, con la
intención de que no afecten el desarrollo de las actividades
del campo, ni cause perjuicio a quienes por su condición
socioeconómica vulnerable no se encuentran en posibili-
dad de pagar las multas que les son impuestas por las in-
fracciones cometidas, sino que además, la cantidad no re-
presente prácticamente el total de su patrimonio o ingresos
netos, en este caso se estaría utilizando el cobro de las mul-
tas como medio para que el Estado confisque bienes a los
ciudadanos; lo que sin duda vulnera derechos de vida y de-
sarrollo de las personas y sus familias.

Por todo lo anterior, la LX Legislatura del Congreso den
Estado de San Luis Potosí, con las facultades que se des-
prende de los artículos, 71 fracción III de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 57 fracción II
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de
San Luis Potosí, presenta ante el Congreso de la Unión, ini-
ciativa que propone reformar el párrafo segundo y tercero
del artículo 24, y el párrafo primero y las fracciones I, II, y
III, del artículo 120, de la Ley de Aguas Nacionales, para
quedar como sigue:

Proyecto de Decreto

Único. Se reforma el párrafo segundo y tercero del artícu-
lo 24, y el párrafo primero y las fracciones I, II, y III, del
artículo 120, de la Ley de Aguas Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 24...

Las concesiones o asignaciones en los términos del artícu-
lo 22 de esta ley serán objeto de prórroga hasta por igual
término y características del título vigente por el que se hu-
bieren otorgado, siempre y cuando sus titulares no incu-
rrieren en las causales de terminación previstas en la pre-
sente ley, se cumpla con lo dispuesto en el párrafo segundo
del artículo 22 de esta ley y en el presente artículo y lo so-
liciten dentro de los últimos cinco años previos al término
de su vigencia, y al menos seis meses antes de su venci-
miento.

Para el caso de que el concesionario o asignatario no
presente la solicitud a que se refiere el párrafo anterior,
y dentro del plazo establecido, la Autoridad del Agua
está obligada a notificarlos personalmente, conforme al
procedimiento establecido en el artículo 35 de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo, a efecto de
darles a conocer que cuentan con un plazo de 30 días
hábiles fatales para presentarla, a partir de que surta
efectos la notificación; apercibido de que para el caso
de no hacerla se considerará como renuncia al derecho
de solicitar la prórroga.

Para decidir sobre el otorgamiento de la prórroga se consi-
derará la recuperación total de las inversiones que haya
efectuado el concesionario o asignatario, en relación con la
explotación, uso o aprovechamiento de los volúmenes con-
cesionados o asignados.

…

Artículo 120. Las faltas a que se refiere el artículo anterior
serán sancionadas administrativamente por la Autoridad
del Agua con multas que serán equivalentes a los siguien-
tes días del salario mínimo general vigente en la zona ge-
ográfica económica al momento en que se cometa la in-
fracción, independientemente de las sancionas estipuladas
en la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, Ley de Bienes Nacionales y Ley Federal de
Metrología y Normalización y sus reglamentos, las Nor-
mas Oficiales Mexicanas, el Código Penal Federal y demás
disposiciones aplicables en la materia.

I. 100 a 750, en el caso de violación a las fracciones X,
XI, XVI, XXI y XXII;

II. 600 a 2,500, en el caso de violaciones a las fraccio-
nes I, VI, XII, XVIII, y XIX; y

III. 750 a 10,000, en el caso de violación a las fraccio-
nes II, III, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVII,
XX, XXIII y XXIV.

…

…

…



Transitorios

Primero. El decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente.

Dado en la sala Licenciado Luis Donaldo Colosio Murrieta del hono-
rable Congreso del estado de San Luis Potosí, a cinco de febrero de dos
mil trece.— La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Jor-
ge Alejandro Vera Noyola, presidente; Marianela Villa nueva Ponce
(rúbrica), vicepresidenta; María del Socorro Herrera Orta (rúbrica), se-
cretaria; Fernando Pérez Espinosa (rúbrica), Rosa María Huerta Valdez
(rúbrica), José Francisco Martínez Ibarra (rúbrica), Miguel de Jesús
Maza Hernández (rúbrica). La Comisión del Agua, diputados: José
Francisco Martínez Ibarra (rúbrica), presidente; Rubén Guajardo Ba-
rrera, vicepresidente; Juan José Jover Navarro (rúbrica), secretario;
Martin Álvarez Martínez (rúbrica), J. Ramón Guardiola Martínez (rú-
brica), Federico Ángel Badillo Anguiano (rúbrica), Miguel de Jesús
Maza Hernández.»

El Presidente diputado José González Morfín: Túrnese
a la Comisión de Recursos Hidráulicos, para dictamen.

CONSTITUCION POLITICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José González Morfín: En otro
apartado del orden del día, tiene la palabra, por cinco mi-
nutos, la diputada Gloria Elizabeth Núñez Sánchez, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos. Dicha iniciativa también está suscrita por
el diputado Manlio Fabio Beltrones, del Grupo Parlamen-
tario del PRI, y también por el diputado Raúl Paz Alonzo,
del Grupo Parlamentario del PAN.

La diputada Gloria Elizabeth Núñez Sánchez: Con el
permiso de la Presidencia. Compañeras y compañeros le-
gisladores, México se ha distinguido por ser una nación
plural e incluyente, decidida siempre a modernizarse cuan-
do lo requiere, y es por ello que debe considerarse la pro-
hibición expresa y establecida en nuestra Constitución, pa-
ra que los extranjeros puedan adquirir el dominio sobre
tierras en el área tradicionalmente conocida como zonas

prohibidas, y que se extiende en una franja de 100 kilóme-
tros de las fronteras y de 50 en el caso de playas.

La disposición en comento tiene su antecedente más remo-
to, en nuestro marco legal, en las leyes del día 11 de mar-
zo de 1842 y la del 1 de febrero de 1856, que corresponden
a su contexto histórico y estaban en ese entonces plena-
mente justificadas, a consecuencia de varias y desafortuna-
das experiencias históricas, en tiempos cuando las embar-
caciones y los combates mano a mano constituían un
peligro latente al tratarse de las invasiones en los convul-
sos tiempos de imperialismo europeo.

En el mismo sentido, existe un amplio catálogo de razones
políticas y técnicas esgrimidas a lo largo y ancho del mun-
do para justificar la restricción y regulación de la propiedad
de extranjeros, las más comunes en la seguridad nacional,
para prevenir la dominancia económica foránea, prevenir o
restringir la especulación de la tierra, basada en beneficio
de los intereses nacionales.

No obstante, haciendo un examen más profundo, encontra-
mos que las restricciones legales sobre la propiedad y el
uso de la tierra por extranjeros han sido históricamente es-
tablecidas para lograr ciertos objetivos de la política públi-
ca relacionadas con las necesidades de cada estado. Las
implicaciones de la propiedad en manos extranjeras evocan
casi instantáneamente sentimientos tanto nacionalistas co-
mo proteccionistas que, como cualquier percepción públi-
ca, juegan un papel importante en determinar la imposición
y extensión de dichas limitaciones al derecho a la propie-
dad.

Las crisis económicas y la percepción de la violencia han
hecho que el otorgamiento de fideicomisos en zonas res-
tringidas haya descendido dramáticamente en los últimos
sexenios. Según datos de la Dirección de Asuntos Jurídicos
de la Secretaría de Relaciones Exteriores la cúspide de los
fideicomisos en el área restringida se alcanzó en el 2007,
con 7 mil fideicomisos exactos, cifra que descendió hasta
2 mil 580 en el 2011, que es un último año reportado y que
lo coloca en los niveles inferiores a los del año 2003.

Es tiempo de reconocer que las apreciaciones vigentes so-
bre la propiedad sin fines comerciales en litorales se han
vuelto anacrónicas y han sido de pérdida para la fuerza de
nuestro país, por lo que es necesario replantear los térmi-
nos del artículo 27 constitucional para acondicionarlo a
nuestra realidad actual, pues ahora las sociedades se cons-
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truyen de individuos con características cada vez más di-
versas, las cuales no deben ser motivo para limitar el pleno
acceso a los derechos que le correspondería al unirse vo-
luntariamente en una comunidad.

Crear un marco normativo, que debe ser proactivo y en
constante adaptación para abordar con oportunidad y efica-
cia las demandas del país, es necesario con la finalidad, en
primer lugar, de detonar el potencial turístico y de inver-
sión que tiene nuestro país, y de otorgar las garantías de
certeza jurídica a quienes adquieran una propiedad dentro
de nuestras fronteras, sin simulaciones ni subterfugios le-
gales, superando cuestiones discriminatorias decimonóni-
cas que no encuentran sostén ni en los hechos ni en la ra-
zón, y que favorecerá al cumplimiento de las obligaciones
que tienen los propietarios respecto a las localidades don-
de se encuentran los predios.

Se trata de un asunto de bienestar, de mejorar la calidad de
vida de los mexicanos, residentes y turistas. De mejorar el
contexto económico, contemporáneo y de impulsar el de-
sarrollo de las distintas localidades y regiones a través del
turismo internacional. Es cuanto, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 27 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los
diputados Gloria Elizabeth Núñez Sánchez y Manlio Fabio
Beltrones Rivera, del Grupo Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados federales Gloria Elizabeth Núñez
Sánchez y Manlio Fabio Beltrones Rivera, integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI de la LXII Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en la
fracción II del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someten a consideración de esta asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma la
fracción I, del artículo 27 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Sustentados en argumentos que respondían a la realidad so-
cial de principios del siglo XX, heredada de los aconteci-
mientos que sucedieron a partir de la Independencia de
nuestro país, constantemente amenazado con la invasión de
tropas extranjeras, los constituyentes de 1917 determinaron
que sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización
y las sociedades mexicanas tienen derecho para adquirir el

dominio de las tierras, aguas y sus accesiones. Así quedó
preceptuado en el artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Entre otros considerandos para el sustento del artículo 27,
los constituyentes de la época invocaron la conveniencia
que significa para el interés público el aprovechamiento
de los elementos naturales susceptibles de apropiación
privada. Se procuraba así alcanzar y garantizar una distri-
bución equitativa de la riqueza pública y un desarrollo
equilibrado del país, para el mejoramiento de las condi-
ciones de vida de la población, cuando se establece que la
propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de
los límites del territorio nacional, corresponden origina-
riamente a la nación.

Además, el antecedente histórico de lo dispuesto en el 27
constitucional se inspiró en la necesidad de destruir la gran
propiedad rural que dio origen precisamente al latifundis-
mo y a la explotación del campesinado, aparte de buscar la
restitución o dotación de tierras a núcleos de población
campesina y en consecuencia organizar la producción co-
lectiva de los campesinos.

No obstante, el mismo artículo establece en sus preceptos
que el Estado podrá conceder derechos de dominio de las
tierras y aguas a los extranjeros, siempre que convengan
ante la Secretaría de Relaciones Exteriores en considerarse
como nacionales respecto de dichos bienes.

En la actualidad, quienes no poseen la nacionalidad mexi-
cana por nacimiento o por naturalización, no tienen la fa-
cultad de adquirir propiedades en una franja de cien kiló-
metros al interior del país a partir de las fronteras y de
cincuenta kilómetros en las playas como pueden hacerlo
los mexicanos, esto, como respuesta a problemas de políti-
ca internacional del siglo XIX cuando existía el temor de la
invasión de ejércitos de otras naciones. Hoy, ese temor ha
desaparecido. Las luchas cuerpo a cuerpo han dejado de ser
el medio en las disputas y con ello desapareció también el
peligro de otorgar propiedades a extranjeros.

Para hablar de los extranjeros, cabe citar al tratadista de de-
recho internacional privado Carlos Arellano García, quien
los consideró como “la persona física que no reúne los re-
quisitos establecidos por el sistema jurídico de un Estado
determinado para ser considerada como nacional” y, por lo
tanto, en nuestra iniciativa los extranjeros no perjudican de
modo alguno la soberanía, el territorio nacional y los bie-
nes jurídicos que tutela el Estado.



En la Carta Magna se establece que por ser extranjeros, és-
tos no pueden adquirir bienes inmuebles en la zona restrin-
gida, en tanto que en la práctica esta prohibición se evade,
al posibilitarse para efectos de la inversión, la constitución
de fideicomisos, en los que los bancos fiduciarios figuran
como “propietarios” de los bienes adquiridos por los fidei-
comisarios.

Esta situación, ha implicado para los extranjeros, en su ca-
rácter de fideicomisarios, tener que enfrentar altos costos
derivados de la constitución de los fideicomisos y de pagos
de cuotas diversas por trámites de registro, avalúos, im-
puestos y permisos previos ante la autoridad gubernamen-
tal.

Por lo tanto, uno de los objetivos de la iniciativa es elimi-
nar a los intermediarios en la materia, en este caso a las ca-
sas inmobiliarias o constructoras que figuran como los pro-
pietarios del terreno pero venden la construcción a
extranjeros, neutralizando así la restricción de que no po-
der poseer tierras, puesto que legalmente, el extranjero só-
lo es propietario de la construcción, cuando en la práctica
lo es también de la extensión de terreno.

Es incongruente cuando referirnos que estos fideicomisos
están a cargo de instituciones financieras, la mayoría de las
cuales son y cuentan con capital extranjero.

El sentido que fundamenta el artículo 27 constitucional en
lo referente a la materia que ocupa la presente Iniciativa,
tiene contradicciones ante la evidencia de hechos, en un
país que bien tolera a un extranjero el dominio directo de
inmuebles en el interior de la nación, más no en la llamada
zona restringida. Por otro lado, vate decir que frente a la
realidad social de principios del siglo pasado, hoy el pano-
rama es diferente, pues existen enormes oportunidades de
inversión que ofrece una economía globalizada.

Sin duda, algo en lo que no se tiene registro pero se tiene
que ser enfático, es que la prohibición de adquirir el domi-
nio directo de inmuebles en las fronteras y las costas por
extranjeros, sea una estrategia suficiente que haya disuadi-
do una invasión extranjera.

Estas razones, deben motivarnos a procurar una reforma
del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de manera tal que con esto se garanti-
ce la certeza de protección jurídica que demandan los ciu-
dadanos extranjeros.

Derivado de lo anterior, someto a la consideración del ple-
no el siguiente proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma la fracción I, del artículo 27 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue: 

Artículo 27. …

…

…

…

…

…

…

…

…

I. Sólo los mexicanos por nacimiento o por naturaliza-
ción y las sociedades mexicanas tienen derecho para ad-
quirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones o
para obtener concesiones de explotación de minas o
aguas. El Estado podrá conceder el mismo derecho a los
extranjeros, siempre que convengan ante la Secretaría
de Relaciones en considerarse como nacionales respec-
to de dichos bienes y en no invocar por lo mismo la pro-
tección de sus gobiernos por lo que se refiere a aquéllos;
bajo la pena, en caso de faltar al convenio, de perder en
beneficio de la nación, los bienes que hubieren adquiri-
do en virtud del mismo. En una faja de cien kilómetros
a lo largo de las fronteras y de cincuenta en las playas,
los extranjeros por ningún motivo podrán adquirir
el dominio directo sobre las aguas, en el caso de las
tierras, podrán adquirirlas cuando sean exclusiva-
mente para uso de vivienda sin fines comerciales.

El Estado de acuerdo con los intereses públicos internos
y los principios de reciprocidad, podrá, a juicio de la Se-
cretaría de Relaciones, conceder autorización a los Es-
tados extranjeros para que adquieran, en el lugar perma-
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nente de fa residencia de los Poderes Federales, la pro-
piedad privada de bienes inmuebles necesarios para el
servicio directo de sus embajadas o legaciones.

…

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.— Diputados:
Gloria Elizabeth Nuñez Sánchez, Manlio Fabio Beltrones Rivera, Raúl
Páz Alonzo, José Luis Flores Méndez, Juan Manuel Rocha Piedra, Ma-
ría Concepción Navarrete Vital, Salvador Ortiz García, Luis Alfredo
Murguía Lardizábal, José Ignacio Duarte Murillo, Heriberto Manuel
Galindo Quiñones, Adán David Ruiz Gutiérrez, Miguel Alfonso Vildo-
sola, Noé Barrueta Barón, Lourdes Eulalia Quiñones Canales, José Ru-
bén Escajeda Jiménez, Alma Marina Vitela Rodríguez, María Fernan-
da Schroeder Verdugo, Sonia Catalina Mercado Gallegos, Gabriela
Medrano Galindo, Paulina Alejandra del Moral Vela, Martha Gutiérrez
Manrique, Miriam Cárdenas Cantú, Arnoldo Ochoa González, Jorge
Herrera Delgado, Emilse Miranda Munive, Héctor Humberto Gutié-
rrez de la Garza, Jesús Antonio Valdés Palazuelos, Francisco Alberto
Zepeda González, Raúl Santos Galván Villanueva, Rocío Adriana
Abreu Artiñano, Esther Angélica Martínez Cárdenas, José Everardo
Nava Gómez, Issa Salomón Juan Marcos, Blanca María Villaseñor
Gudiño, Adriana Hernández Íñiguez, Luis Olvera Correa, Julio César
Flemate Ramírez, Rodimiro Barrera Estrada, Erika Yolanda Funes Ve-
lázquez, Dulce María Muñiz Martínez, María de la Paloma Villaseñor
Vargas, María de las Nieves García Fernández, Elsa Patricia Araujo de
la Torre, Sonia Rincón Chanona, Rosalba de la Cruz Requena, Carlos
Humberto Castaños Valenzuela, Miguel Ángel Aguayo López, María
Guadalupe Velázquez Díaz, Delvim Fabiola Bárcenas Nieves, Cristina
González Cruz, Alma Jeanny Arroyo Ruiz, Blas Ramón Rubio Lara,
Román Alfredo Padilla Fierro, Jorge del Ángel Acosta, María Guada-
lupe Sánchez Santiago, Noé Hernández González, Juan Manuel Car-
bajal Hernández, Felipe de Jesús Muñóz Kapamas, María del Rocío
García Olmedo, María de Jesús Huerta Rea, Laura Guadalupe Vargas
Vargas, María Esther Garza Moreno, Mario Sánchez Ruiz, Hugo Mau-
ricio Pérez Anzueto, Harbey Gutiérrez Álvarez,  Javier López Zavala,
Maricela Velázquez Sánchez, Silvia Márquez Velasco, Blanca Estela
Gómez Carmona, Jorge Terán Juárez, María del Carmen Ordaz Martí-
nez, Alfonso Inzunza Montoya, Eduardo Román Quian Alcocer, Ray-
mundo King de la Rosa, Marco Alonso Vela Reyes, Guadalupe del So-
corro Ortega Pacheco, Mauricio Sahui Rivero, Samuel Gurrión Matías,
Abraham Montes Alvarado, Fernando Alfredo Maldonado Hernández,
Fernando Zamora Morales, María del Rocío Corona Nakamura, Enri-
que Cárdenas del Avellano, William Renan Sosa Altamira, María del

Carmen López Segura, Mayra Karina Robles Aguirre, Virginia Victo-
ria Martínez Gutiérrez, Marco Antonio Calzada Arroyo, Héctor García
García, Francisco Javier Fernández Clamont, Adriana Fuentes Téllez,
Javier Treviño Cantú, Benito Caballero Garza, José Luis Cruz Flores
Gómez, Salvador Romero Valencia, Juan Manuel Diez Francos, Ale-
jandro Rangel Segovia, Francisca Elena Corrales Corrales, Ricardo Vi-
llarreal García, Martín de Jesús Vásquez Villanueva, Francisco Gonzá-
lez Vargas, Víctor Hugo Velasco Orozco, Lizbeth Loy Gamboa Song,
José Pilar Moreno Montoya, Alfredo Anaya Gudiño, Brenda María
Izontli Alvarado Sánchez, Mirna Esmeralda Hernández Morales, Au-
rora de la Luz Aguilar Rodríguez, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares,
Néstor Octavio Gordillo Castillo, Pedro Pablo Treviño Villarreal, Da-
vid Pérez Tejeda Padilla, Williams Oswaldo Ochoa Gallegos, Areli
Madrid Tovilla, Fernando Bribiesca Sahagún, María Guadalupe Mon-
dragón González, Joaquina Navarrete Contreras, Ramón Antonio Sam-
payo Ortiz, Martín Alonso Heredia Lizárraga, Socorro de la Luz Quin-
tana León, Patricia Guadalupe Peña Recio, Carla Alicia Padilla Ramos,
Rubén Acosta Montoya, Oscar Eduardo Ramírez Aguilar, Joaquín Ca-
ballero Rosiñol, Marco Antonio Bernal Gutiérrez, Irazema González
Martínez Olivares, Francisco Agustín Arroyo Vieyra, Manuel Añorve
Baños, Angelina Carreño Mijares, María Rebeca Terán Guevara,
Landy Margarita Berzunza Novelo, Elvia María Pérez Escalante, Adol-
fo Bonilla Gómez, Eligio Cuitláhuac  González Farías, Alfio Vega de
la Peña, Salvador Arellano Guzmán, Mónica García de la Fuente, Sal-
vador Barajas del Toro, Marco Antonio Barba Mariscal, Ossiel Omar
Niaves López, Rafael González Reséndiz, Leobardo Alcalá Padilla, Ri-
cardo Astudillo Suárez, María Angélica Magaña Zepeda, José Noel Pé-
rez de Alba, Diana Karina Velázquez Ramírez, Celia Isabel Gauna
Ruiz de León, María Isabel Ortiz Mantilla, Margarita Licéa González,
Arturo de la Rosa Escalante, José Martín López Cisneros, José Gui-
llermo Anaya Llamas, Heberto Neblina Vega, Glafiro Salinas Mendio-
la, José Enrique Reina Lizárraga, Carlos Alberto García González, Ta-
nia Margarita Morgan Navarrete, Gabriela Eugenia Cortés Talamantes,
Karina Labastida Sotelo, Germán Pacheco Díaz, Juan Carlos Muñoz
Márquez, Jorge Rosiñol Abreu, José Ángel González Serna, Juan Bue-
no Torio, Jorge Francisco Sotomayor Chávez, Rodolfo Dorador Pérez
Gavilán, Juan Carlos Uribe Padilla, José Arturo Salinas Garza, Con-
suelo Argüelles Loya, María Beatriz Zavala Peniche, Gerardo Peña
Avilés, Alejandra López Noriega, José Luis Oliveros Usabiaga, Omar
Antonio Borboa Becerra, Fernando Rodríguez Doval, Roy Ángel Gó-
mez Olguín, Sergio Augusto Chan Lugo, José Alfredo Botello Montes,
Leticia Calderón Ramírez, Fernando Salgado Delgado, Cristina Ruiz
Sandoval, Rosalba Gualito Castañeda, Ana Isabel Allende Cano, Agus-
tín Barios Gómez Segués, José Luis Márquez Martínez, Sue Ellen Ber-
nal Bolnik, Darío Zacarías Capuchino, César Reynaldo Navarro de Al-
ba, Miguel Sámano Peralta, Roberto Ruiz Moronatti (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Se turna la iniciativa a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen.



Sonido en la curul de la diputada Gabriela Medrano.

La diputada Gabriela Medrano Galindo (desde la cu-
rul): Para felicitar a la diputada Gloria Núñez por esta ini-
ciativa y pedirle permiso para sumarme a la misma.

El Presidente diputado José González Morfín: Creo que
la diputada no tiene inconveniente; entonces, dejamos la
iniciativa en manos de la Secretaría para que pueda ser sus-
crita también por la diputada.

Diputado Héctor Gutiérrez de la Garza, ¿con qué objeto,
diputado?

El diputado Héctor Gutiérrez de la Garza (desde la cu-
rul): Para el mismo efecto, diputado presidente. Si autoriza
la diputada iniciante a que nos sumemos a esta extraordi-
naria iniciativa.

El Presidente diputado José González Morfín: Ella nos
dijo que no tiene inconveniente, entonces, también el dipu-
tado Ricardo Villarreal, desde su curul, por favor, y la dipu-
tada Beatriz Zavala. Adelante, diputado.

El diputado Ricardo Villarreal García (desde la curul):
Igual, para el mismo efecto que mis compañeros diputados.
Primero, celebrar esta iniciativa, creo que nos va a poner a
la vanguardia y pedirle a la diputada que nos permita sus-
cribirla junto con ella.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias.
La diputada Beatriz Zavala; si es para lo mismo, ya está la
iniciativa aquí en manos de la Secretaría. Quienes deseen
suscribirla, la diputada no tiene ningún inconveniente, en-
tonces, pueden pasar. De hecho ya lo están haciendo, a sus-
cribir la iniciativa.

Manuel Añorve, para lo mismo. De acuerdo. Pueden pasar
a suscribirla a la Secretaría quienes así lo deseen.

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS - LEY DE PLANEACION

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Damián Zepeda Vi-

dales, del Grupo Parlamentario del PAN, para presentar
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Planeación.

El diputado Damián Zepeda Vidales: Con su permiso,
señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Adelan-
te, diputado.

El diputado Damián Zepeda Vidales: Decía un escritor
internacional que la planificación a largo plazo no es pen-
sar en decisiones futuras, sino en el futuro de las decisio-
nes presentes. Ese futuro del México donde viviremos pue-
de ser bueno o puede ser malo, puede ser de oportunidades
o puede ser de precariedades, y eso depende en gran medi-
da —si no es que en su totalidad— de las decisiones que
hoy y día con día este país tome.

La iniciativa que hoy se presenta busca que esas decisiones
se den en un marco de análisis, de certeza y de continuidad,
que se den en un marco de planeación a largo plazo. Nece-
sitamos en México elevar nuestra mira y pensar en el Méxi-
co que queremos para nuestros hijos y para nuestro futuro. 

Sin lugar a dudas, planear con visión de largo plazo es fac-
tor estratégico para el éxito y el desarrollo de las políticas
públicas en los países a nivel internacional. En el mundo,
los casos más significativos de éxito en materia de creci-
miento económico, desarrollo integral y competitividad
tienen un común denominador: la planeación estratégica de
largo plazo.

Así encontramos, por ejemplo, los casos de países como
Chile, como Brasil, como Finlandia, como Corea y como
China, contando por supuesto también a Singapur, por ci-
tar solo algunos, quienes identificaron décadas atrás las
ventajas competitivas que tenían como país y tomaron de-
cisiones con visión de largo plazo, invirtiendo en lo que re-
querían hacer para convertirlas en realidad, rindiendo fru-
tos con creces a lo largo de los años.

El éxito no cabe duda que no es casualidad; la gran mayo-
ría de los cambios de fondo y estructurales que requiere un
país difícilmente se generan de un día para otro, se llevan
a cabo con planeación, se llevan a cabo con estructuración
de políticas públicas congruentes, continuas y enfocadas a
un mismo fin por varios años.
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Derivado de lo anterior, se debe considerar la importancia
de la planeación de largo plazo en diversas materias co-
rrespondientes al Estado, como son lo económico, lo so-
cial, lo político, lo cultural y lo ambiental, entre muchas
otras cuestiones adicionales marcadamente; por supuesto
también en desarrollo urbano, ordenamiento territorial y
definición de obras públicas.

Tener visión de futuro es una herramienta fundamental pa-
ra lograr el desarrollo integral deseado para nuestro país y
la calidad de vida de nuestros ciudadanos. Desde esa pers-
pectiva debemos de ver a ésta, la planeación, como uno de
los instrumentos que hará que México potencialice sus ni-
veles de competitividad y bienestar social.

Actualmente la ley que regula la planeación en nuestro pa-
ís establece como límite de tiempo, la duración del gobier-
no en turno, seis años para el Plan Nacional de Desarrollo,
seis años para los planes estatales y tres años para los pla-
nes municipales.

Tengo una noticia que dar aquí: no se cambia un país en
seis años ni un estado en seis ni un municipio en tres; se re-
quieren acciones continuas, congruentes a largo plazo para
dar resultados y poder tener mejores desarrollos en nuestro
país.

Atendiendo a esto se considera pertinente proponer preci-
samente y establecer en nuestra Constitución la planeación
de largo plazo para México, que determine objetivos, es-
trategias, prioridades y recursos necesarios para lograr con-
diciones esperadas de desarrollo para nuestro país.

Esta propuesta considera una planeación con un horizonte
a 30 años, actualizarle de manera ordinaria cada 10 años y
extraordinaria cuando así se requiera por el país. Por su-
puesto, en atención y congruencia, no en sustitución, a lo
que establece actualmente nuestra Constitución en materia
de planeación del desarrollo.

De igual forma, proponemos reformar la Ley de Planea-
ción para cambiar el Sistema Nacional de Planeación De-
mocrática, adicionando una agenda estratégica nacional
con visión de largo plazo.

En concreto, proponemos crear una agenda estratégica na-
cional con visión de largo plazo, como un documento que
defina la visión de nuestro país a 30 años, el cual determi-
nará objetivos, estrategias, prioridades y recursos necesa-

rios para lograr estas condiciones esperadas del México
que todos queremos.

Las previsiones de esta agenda estratégica se referirán al
conjunto de actividades económicas y sociales y regirán el
contenido del Plan Nacional de Desarrollo, los planes esta-
tales y los planes municipales.

Esta agenda tendrá dentro de sí un diagnóstico de las con-
diciones actuales que tiene nuestro país, tanto en lo políti-
co, cultural, económico, ambiental y social; la identifica-
ción de las dinámicas sociales y económicas que lo han
propiciado y cómo solucionarlo; identificación de fortale-
zas, áreas de oportunidad, necesidades y situaciones críti-
cas a resolver; identificación de vocaciones productivas re-
gionales y áreas de oportunidad; reconocimiento de
tendencias locales e internacionales; crecimiento esperado
poblacional; necesidades en materia de infraestructura, ser-
vicios y otras áreas estratégicas; definición de objetivos
claros y prioridades estratégicas para el desarrollo del país,
y otros elementos que nos ayuden a lograr el México del
futuro que todos queremos.

¿Por qué es importante esto? Cuestiones tan básicas, como
poder identificar cuánta población tendremos para saber
cuántas escuelas requerimos hacer, para que no pase lo que
sucede hoy en día, que hay más niños por aula de los que
un maestro puede controlar y, por lo tanto, no se le da edu-
cación de calidad, o cuántos hospitales requerimos para
que no pase lo que pasa hoy en día, que personas van a que-
rer ser atendidas en el Seguro y tienen que esperar por su
ficha y muchas ocasiones no lo pueden hacer ni siquiera
ese mismo día.

Que no pase lo que pasó en mi tierra, Hermosillo, Sonora,
en donde no tenemos agua por la mitad del día los habitan-
tes, situación que, por cierto, afortunadamente ya está sien-
do resuelta por el gobierno del estado.

No nos puede suceder. Necesitamos elevar la mira y pensar
en el México del futuro que queremos y pensar en acciones
concretas para poderlo resolver.

Decía un personaje destacado a nivel internacional, que una
visión sin acción no pasa de un sueño. Acción sin visión
solo es un pasatiempo. Pero una visión con acción puede
cambiar al mundo. Es tiempo de marcar rumbo y estable-
cernos metas claras que nos permitan orientar los esfuerzos
del gobierno y así, también, la asignación presupuestal.



Termino, presidente, recordando nada más que es reforma
constitucional. Estoy consciente de las críticas que se le ha-
cen al sistema de planeación, específicamente hoy que es-
tamos en el marco de la elaboración del Plan Nacional de
Desarrollo.

Se afirma que no se puede con un documento querer cam-
biar al país; se afirma en ocasiones que solamente es un ejer-
cicio que sirve de propaganda y que después se guarda en un
cajón. Sin embargo, creo que la crítica está mal enfocada, no
es el sistema de planeación el que está incorrecto, es el ejer-
cicio o el uso que se le da a ese sistema de planeación que
no se le da un seguimiento, que no se establecen indicado-
res concretos, que no se miden los resultados, que no se
evalúa y que no se llevan a cabo políticas públicas con-
gruentes con esa visión de largo plazo que queremos para
México.

Decía Castillo Peraza que no es tiempo de inventar futuros
con el pretexto de que inventar futuros salva el presente, si-
no es tiempo de preservar el futuro por la acción responsa-
ble del presente. Ésa es la visión que creo debe gobernar a
México, la visión del orden, de la seriedad y del futuro po-
sible, basado en la continua construcción de un presente
responsable.

Renunciemos a las improvisaciones, a los falsos discursos
y a las cómodas posiciones. Apostemos todo cuanto tene-
mos, todo cuanto podemos en alcanzar este futuro, que más
que un sueño, es una realidad que nos espera. La decisión
es nuestra.

Recordemos las palabras de Ortega y Gasset: Solo es posi-
ble avanzar cuando se mira lejos. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y de la Ley de Planeación, a cargo del diputado Da-
mián Zepeda Vidales, del Grupo Parlamentario del PAN

Damián Zepeda Vidales, diputado federal a la LXII Legis-
latura, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la Cámara de Diputados, con fundamen-
to en lo dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, someto a consideración de
esta Soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman y adicionan diversas disposi-

ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y de la Ley de Planeación, con la finalidad de
establecer la obligación de llevar a cabo planeación del de-
sarrollo con visión de largo plazo en México, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

Sin lugar a dudas la planeación es factor estratégico para el
éxito de las políticas públicas y desarrollo de un país. A ni-
vel internacional, los casos más significativos de éxito en
materia de crecimiento económico, desarrollo integral y
competitividad, tienen un común denominador: planeación
estratégica de largo plazo. Así, encontramos, por ejemplo,
los casos de países como Chile, Brasil, Finlandia, Corea y
China, por citar solo algunos, quienes identificaron sus
ventajas competitivas décadas atrás y tomaron decisiones
con visión de largo plazo que rindieron fruto con creces a
lo largo de los años. La gran mayoría de los cambios de
fondo y estructurales en un país difícilmente se generan de
un día para otro, se llevan a cabo con planeación y estruc-
turación de políticas públicas congruentes, continuas y en-
focadas a un mismo fin por años.

Derivado de lo anterior, se debe considerar la importancia
de la planeación de largo plazo en las diversas materias co-
rrespondientes al Estado, como son el económico, social,
cultural, político y ambiental, entre otros, así como acen-
tuadamente en materia de desarrollo urbano, ordenamiento
territorial y definición de obras públicas. Tener una visión
a futuro es una herramienta fundamental para lograr el ni-
vel de desarrollo integral deseado para nuestro país y la ca-
lidad de vida de nuestros ciudadanos. Desde esta perspec-
tiva debemos ver a ésta como uno de los instrumentos que
hará que México potencialice sus niveles de competitivi-
dad y bienestar social.

Como se ha mencionado anteriormente, México necesita
incrementar sus niveles de competitividad para generar
mayor crecimiento económico, bienestar social y desarro-
llo integral del país. Actualmente, según señala en Índice
de Competitividad Internacional 2011, del Instituto Mexi-
cano para la Competitividad, nos encontramos como país
situados en la posición número 32 de 46 países que partici-
pan en el estudio, siendo calificado por debajo de países co-
mo Chile, Costa Rica y Argentina. Cabe destacar que hemos
ocupado la misma posición los últimos 6 años, siendo el Ín-
dice una valoración integral al considerar los siguientes as-
pectos: Sistema de Derecho, Medio Ambiente, Sociedad
Preparada, Economía Estable, Sistema Político, Mercado
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de Factores, Sectores Precursores, Gobierno Eficiente, Re-
laciones Internacionales y Sectores Económicos.

Así, el Índice en mención realiza un comparativo de com-
petitividad de un país respecto a otros, comparando su de-
sempeño en los diversos factores señalados. Estos, a su
vez, se encuentran integrados por subíndices que nos ayu-
dan a identificar el estado de desarrollo en que se encuen-
tra determinada nación en determinado sector y porque,
evaluando con la suma de sus resultados de manera integral
al mismo, explicando de manera cualitativa el porqué de su
desarrollo y exponiendo las mejores prácticas a nivel na-
cional. Dicho mecanismo y otros similares, representan
una herramienta muy útil para identificar nuestras fortale-
zas, debilidades y áreas de oportunidad como país, a las
cuales podemos dirigir cambios legislativos, presupuesto y
políticas públicas concretas, a efecto de mejorar nuestro
desempeño como entidad y generar un mejor desarrollo.

La planeación del desarrollo en nuestro país es un manda-
to constitucional. A nivel federal la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos establece las bases para
un Sistema de Planeación Democrática del Desarrollo, se-
ñalando en su artículo 26 A.:

¨El estado organizará un sistema de planeación demo-
crática del desarrollo nacional que imprima solidez, di-
namismo, permanencia y equidad al crecimiento de la
economía para la independencia y la democratización
política, social y cultural de la nación. 

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinaran los objetivos de la planeación. La pla-
neación será democrática, mediante la participación de los
diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y de-
mandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los pro-
gramas de desarrollo. Habrá un plan nacional de desarrollo
al que se sujetaran obligatoriamente los programas de la
administración pública federal. 

La ley facultara al ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el sistema
nacional de planeación democrática, y los criterios para la
formulación, instrumentación, control y evaluación del
plan y los programas de desarrollo. Asimismo, determina-
ra los órganos responsables del proceso de planeación y las
bases para que el ejecutivo federal coordine mediante con-
venios con los gobiernos de las entidades federativas e in-
duzca y concierte con los particulares las acciones a reali-
zar para su elaboración y ejecución…¨

Sin embargo, la ley que regula la materia de planeación le
establece a la misma el límite de tiempo al cual se encuen-
tra sujeta una administración, teniendo el Plan Nacional de
Desarrollo un horizonte de 6 años. Lo anterior, aún cuando
correcto en términos de identificar de manera clara los ob-
jetivos y estrategias que darán rumbo al país y a los cuales
se ajustará la administración en turno, limita la visión a un
periodo de tiempo insuficiente para establecer políticas pú-
blicas de manera continua y congruente para la consecu-
ción del estado de desarrollo integral que deseamos lograr
como sociedad. 

Atendiendo lo anterior, se considera pertinente proponer la
obligación de contar con una planeación de largo plazo con
visión integral para México, que determine los objetivos,
estrategias, prioridades y recursos necesarios para lograr
las condiciones esperadas de desarrollo integral de la Na-
ción y de la calidad de vida de sus ciudadanos. Dicha pro-
puesta considera una planeación a un horizonte de 30 años
para el país, actualizable de manera ordinaria cada 10 años
y extraordinaria cuando se considere necesaria. Por su-
puesto lo anterior en adición y congruencia, no sustitución,
de los esquemas de planeación actuales.

Para hacer realidad lo anterior, se hace necesario modificar
el segundo y tercer párrafo y agregar un último párrafo al
aparatado A del artículo 26 de nuestra Constitución Fede-
ral en los siguientes términos. (Se señalan las modificacio-
nes con negritas.)

“Los fines del proyecto nacional contenidos en esta
Constitución determinarán los objetivos de la planea-
ción. La planeación será democrática. Mediante la par-
ticipación de los diversos sectores sociales recogerá las
aspiraciones y demandas de la sociedad para incorpo-
rarlas al plan y los programas de desarrollo. Habrá una
agenda estratégica nacional que defina la visión del
país con una perspectiva de largo plazo, a un hori-
zonte de 30 años, en donde se determinarán los obje-
tivos, estrategias, prioridades y recursos necesarios
para lograr las condiciones esperadas de desarrollo
integral del país y la calidad de vida de sus ciudada-
nos. Así mismo habrá un plan nacional de desarrollo al
que se sujetarán obligatoriamente los programas de la
Administración Pública Federal y el cual deberá de es-
tar alineado a lo expuesto en la agenda estratégica
nacional.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los pro-
cedimientos de participación y consulta popular en el



sistema nacional de planeación democrática, y los crite-
rios para la formulación, instrumentación, control y eva-
luación del la agenda, del plan y los programas de de-
sarrollo. Asimismo, determinará los órganos
responsables del proceso de planeación y las bases para
que el Ejecutivo Federal coordine mediante convenios
con los gobiernos de las entidades federativas e induzca
y concierte con los particulares las acciones a realizar
para su elaboración y ejecución.

…

Las Constituciones de las entidades federativas de-
berán contemplar la obligatoriedad para el estado y
sus municipios de la elaboración de agendas estraté-
gicas, planes y programas en los mismos términos de
la presente disposición”

De igual forma, se propone reformar la Ley de Planeación
con la finalidad de plasmar en el Sistema Nacional de Pla-
neación Democrática la Agenda Estratégica, en los térmi-
nos expuestos en la propuesta de reforma constitucional,
especificando su integración y la participación de cada ac-
tor involucrado en el proceso de planeación del desarrollo.
Resalta en esta reforma a la Ley de Planeación, la realiza-
da al artículo 21 bajo los siguientes términos: (se señalan
las modificaciones con negritas)

Artículo 21. La planeación del desarrollo nacional se
llevará a cabo atendiendo a lo siguiente:

A. La Agenda Estratégica Nacional es el documento
que define la visión del país con una perspectiva de
largo plazo, a un horizonte de 30 años, el cual deter-
minará los objetivos, estrategias, prioridades y recur-
sos necesarios para lograr las condiciones esperadas
de desarrollo integral del país y calidad de vida de sus
ciudadanos. 

La Agenda Estratégica Nacional deberá contener: 

I. Un diagnóstico de las condiciones actuales de de-
sarrollo del país que incluya aspectos político, cultu-
ral, social, ambiental y económico, entre otros, como
la identificación de las dinámicas sociales y económi-
cas que lo han propiciado, basándose para ello de
manera no limitativa en la información que al res-
pecto se emita en el marco del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica.

II. Identificación de sus fortalezas, áreas de oportu-
nidad, necesidades y situaciones críticas o de aten-
ción prioritaria, en su caso. 

III. Identificación de sus vocaciones productivas re-
gionales y áreas de oportunidad.

IV. Reconocimiento de tendencias locales y extranje-
ras en materia económica y productiva.

V. Crecimiento y dinamismo poblacional esperado
en base a la información que al respecto emita el
Consejo Nacional de Población.

VI. Necesidades en materia de infraestructura, ser-
vicios y otras áreas estratégicas, de acuerdo con los
escenarios futuros definidos acorde a las dinámicas
poblacionales, sociales y económicas productivas
proyectadas para el país. 

VII. Definición de objetivos, estrategias y priorida-
des de desarrollo para el país, con previsiones sobre
los recursos que serán necesarios para tales fines,
instrumentos responsables de su ejecución, linea-
mientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional, así como indicadores y metas mesurables.

VIII. Otros elementos que coadyuven al propósito de
elaborar un documento con el escenario futuro de
desarrollo socioeconómico deseado para el país y la
estrategia y recursos necesarios para llegar al mis-
mo. 

Las previsiones de la Agenda Estratégica Nacional
se referirán al conjunto de las actividades econó-
micas y sociales, y regirán el contenido del Plan y
programas que se deriven del mismo.

El objeto de la planeación de largo plazo debe ser
siempre elevar la calidad de vida de los mexicanos y
generar mejores condiciones de desarrollo para el
país.

Se formulará dentro de los dos últimos años del pla-
zo de duración del mismo.

La categoría de Agenda queda reservada a la Agen-
da Estratégica Nacional.
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B. El Plan Nacional de Desarrollo deberá elaborarse, apro-
barse y publicarse dentro de un plazo de seis meses conta-
dos a partir de la fecha en que toma posesión el presidente
de la República, y su vigencia no excederá del período
constitucional que le corresponda, aunque podrá contener
consideraciones y proyecciones de más largo plazo, de-
biendo en todo momento estar alineada con lo previsto
en la Agenda Estratégica Nacional.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos na-
cionales, estrategia y prioridades del desarrollo integral y
sustentable del país, contendrá previsiones sobre los recur-
sos que serán asignados a tales fines; determinará los ins-
trumentos y responsables de su ejecución, establecerá los
lineamientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional; sus previsiones se referirán al conjunto de la activi-
dad económica, social y cultural, tomando siempre en cuen-
ta las variables ambientales que se relacionen a éstas y regirá
el contenido de los programas que se generen en el sistema
nacional de planeación democrática.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de
Desarrollo.

Además se contemplan modificaciones que darán sentido
jurídico a la integración de la Agenda Estratégica Nacional
dentro del Sistema Nacional de Planeación Democrática,
así como la obligatoriedad constitucional de que las enti-
dades federativas legislen en sus marcos normativos supe-
riores la obligatoriedad de utilizar una visión de largo pla-
zo en su planeación para el estado y sus municipios.

Ahora bien, cabe destacar que la Agenda Estratégica Na-
cional,  se propone sea actualizada cada 10 años, definien-
do nuevamente la visión del país con una perspectiva de
largo plazo, a un horizonte de 30 años. Así mismo,  el pro-
ceso de planeación deberá contar con objetivos específicos
y metas mesurables, además de impulsar la congruencia de
todos los planes y programas con la visión de largo plazo,
a fin de lograr continuidad en las políticas públicas, bus-
cando siempre elevar la calidad de vida de los mexicanos y
generar mejores condiciones de desarrollo para la Nación.

Es importante resaltar una vez más la importancia de plas-
mar una visión a futuro en un documento formal, que mar-
que el rumbo y establezca metas claras, definidas, que per-
mita orientar los esfuerzos de las diversas dependencias,
asi como la asignación presupuestal, hacia un resultado es-
perado en un horizonte de 30 años. Solo asi, con con-
gruencia y continuidad en las acciones a lo largo de los

años podremos verdaderamente incrementar la competiti-
vidad de nuestro pais y crecer a convertirnos en un Mexi-
co con mejores oportunidades para todos. 

Es por todo lo anteriormente mencionado, que con esta se-
rie de reformas en materia de planeación, se propone re-
formar diversas disposiciones de Constitución Política del
los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley de Planeación,
al tenor del siguiente proyecto de

Decreto que reforma diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de
la Ley de Planeación

Primero. Se reforman el segundo y tercer párrafo, y se adi-
ciona un cuarto al artículo 26 apartado A para quedar como
sigue:

Artículo 26

A. …

Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinarán los objetivos de la planeación. La pla-
neación será democrática. Mediante la participación de los
diversos sectores sociales recogerá las aspiraciones y de-
mandas de la sociedad para incorporarlas al plan y los pro-
gramas de desarrollo. Habrá una agenda estratégica na-
cional que defina la visión del país con una perspectiva
de largo plazo, a un horizonte de 30 años, en donde se
determinarán los objetivos, estrategias, prioridades y
recursos necesarios para lograr las condiciones espera-
das de desarrollo integral del país y la calidad de vida
de sus ciudadanos. Así mismo habrá un plan nacional de
desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los progra-
mas de la Administración Pública Federal y el cual debe-
rá de estar alineado a lo expuesto en la agenda estraté-
gica nacional.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el sistema
nacional de planeación democrática, y los criterios para la
formulación, instrumentación, control y evaluación del la
agenda, del plan y los programas de desarrollo. Asimismo,
determinará los órganos responsables del proceso de pla-
neación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine
mediante convenios con los gobiernos de las entidades fe-
derativas e induzca y concierte con los particulares las ac-
ciones a realizar para su elaboración y ejecución.

…



Las Constituciones de las entidades federativas debe-
rán contemplar la obligatoriedad para el estado y sus
municipios de la elaboración de agendas estratégicas,
planes y programas en los mismos términos de la pre-
sente disposición.

…

Segundo. Se reforma la fracción IV del artículo 1, el artí-
culo 5, los dos primero párrafos de artículo 6, el artículo 7,
el tercer párrafo del artículo 9, los artículos 10 y 13, las
fracciones II, IV, VI y VII del artículo 14, el artículo 15, las
fracciones I, IV, VII del artículo 16, el artículo 18, el pri-
mer párrafo del artículo 20, el título del capítulo cuarto, el
articulo 21, 27 y 28, el primer párrafo del artículo 29, el ar-
tículo 30, 31, 32, el primer párrafo del artículo 37, el se-
gundo párrafo del artículo 40, el artículo 41 y el primer pá-
rrafo del artículo 42, así como se adiciona un tercer párrafo
al artículo 3, un artículo 14 Bis, y un apartado A y un apar-
tado B al artículo 21, todos de la Ley de Planeación, para
quedar como sigue:

Artículo 1o. …

I. al III. …

IV. Las bases para promover y garantizar la participa-
ción democrática de los diversos grupos sociales así co-
mo de los pueblos y comunidades indígenas, a través de
sus representantes y autoridades, en la elaboración de la
Agenda Estratégica, del Plan y los programas a que se
refiere esta ley, y

…

Artículo 3o. …

…

Para este efecto se contará con una Agenda Estratégica
Nacional que en lo sucesivo se le denominará Agenda;
un Plan Nacional de Desarrollo, que en lo sucesivo se le
denominará Plan; y programas sectoriales, institucio-
nales, regionales y especiales, que en lo sucesivo se les
denominarán programas.

…

Artículo 5o. El presidente de la República remitirá la
Agenda y el Plan al Congreso de la Unión para su examen
y opinión. En el ejercicio de sus atribuciones constitucio-
nales y legales y en las diversas ocasiones previstas por es-
ta Ley, el Poder Legislativo formulará, asimismo, las ob-
servaciones que estime pertinentes durante la ejecución,
revisión y adecuaciones del la Agenda y el Plan.

Artículo 6o. El presidente de la República, al informar an-
te el Congreso de la Unión sobre el estado general que
guarda la administración pública del país, hará mención
expresa de las decisiones adoptadas para la ejecución de la
Agenda Estratégica Nacional, del Plan Nacional de De-
sarrollo y los Programas Sectoriales.

En el mes de marzo de cada año, el Ejecutivo remitirá a la
Comisión Permanente del Congreso de la Unión el informe
de las acciones y resultados de la ejecución de la agenda,
del plan y los programas a que se refiere el párrafo anterior,
incluyendo un apartado específico con todo lo concernien-
te al cumplimiento de las disposiciones del artículo 2 Cons-
titucional en materia de derechos y cultura indígena.

…

Artículo 7o. El presidente de la República, al enviar a la
Cámara de Diputados las iniciativas de leyes de Ingresos y
los proyectos de Presupuesto de Egresos, informará del
contenido general de dichas iniciativas y proyectos y su re-
lación con los programas anuales que, conforme a lo pre-
visto en el Artículo 27 de esta ley, deberán elaborarse para
la ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y de la Agen-
da Estratégica Nacional. 

…

Artículo 9o. …

…

El Ejecutivo federal establecerá un Sistema de Evaluación
y Compensación por el Desempeño para medir los avances
de las dependencias de la Administración Pública Federal
centralizada en el logro de los objetivos y metas de la
Agenda, del Plan y de los programas sectoriales que se ha-
yan comprometido a alcanzar anualmente y para compen-
sar y estimular el buen desempeño de las unidades admi-
nistrativas y de los servidores públicos.
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Artículo 10. Los proyectos de iniciativas de leyes y los re-
glamentos, decretos y acuerdos que formule el Ejecutivo
Federal, señalarán las relaciones que, en su caso, existan
entre el proyecto de que se trate y la Agenda, el Plan y los
programas respectivos. 

…

Artículo 13. Las disposiciones reglamentarias de esta ley es-
tablecerán las normas de organización y funcionamiento del
Sistema Nacional de Planeación Democrática y el proceso
de planeación a que deberán sujetarse las actividades condu-
centes a la formulación, instrumentación, control y evalua-
ción de la Agenda, del Plan y los programas a que se refie-
re este ordenamiento.

Artículo 14. …

I. …

II. Elaborar la Agenda Estratégica Nacional y el Plan
Nacional de Desarrollo, tomando en cuenta las propues-
tas de las dependencias y entidades de la Administra-
ción Pública Federal y de los gobiernos de los estados,
los planteamientos que se formulen por los grupos so-
ciales y por los pueblos y comunidades indígenas inte-
resados, así como la perspectiva de género;

III. …

IV. Cuidar que la Agenda, el Plan y los programas que
se generen en el Sistema, mantengan congruencia en su
elaboración y contenido;

V. …

VI. Elaborar los programas anuales globales para la ejecu-
ción de la Agenda, del Plan y los programas regionales y
especiales, tomando en cuenta las propuestas que para el
efecto realicen las dependencias coordinadoras de sector, y
los respectivos gobiernos estatales;

VII. Verificar, periódicamente, la relación que guarden
los programas y presupuestos de las diversas dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Federal,
así como los resultados de su ejecución, con los objeti-
vos y prioridades de la Agenda, del Plan y los progra-
mas regionales y especiales a que se refiere esta Ley, a
fin de adoptar las medidas necesarias para corregir las

desviaciones detectadas y reformar, en su caso, la Agen-
da, el Plan y los programas respectivos, y

…

Artículo 14 Bis. La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico para el cumplimiento de las atribuciones que se le
asignan en el artículo anterior tendrá como coadyuvante
técnico fijo al Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social, así como podrá auxiliarse de or-
ganismos públicos, privados, académicos y ciudadanos.

Artículo 15. …

I. Participar en la elaboración de la Agenda Estratégi-
ca Nacional, del Plan Nacional de Desarrollo, respecto
de la definición de las políticas financiera, fiscal y cre-
diticia;

II. Proyectar y calcular los ingresos de la Federación y
de las entidades paraestatales, considerando las necesi-
dades de recursos y la utilización del crédito público,
para la ejecución de la Agenda, del Plan y los progra-
mas;

III. Procurar el cumplimiento de los objetivos y priori-
dades de la Agenda, del Plan y los programas, en el
ejercicio de sus atribuciones de planeación, coordina-
ción, evaluación y vigilancia del Sistema Bancario.

IV. Verificar que las operaciones en que se haga uso del
crédito público prevean el cumplimiento de los objeti-
vos y prioridades de la Agenda, del Plan y los progra-
mas; y

V. Considerar los efectos de la política monetaria y cre-
diticia, así como de los precios y tarifas de los bienes y
servicios de la Administración Pública Federal, en el lo-
gro de los objetivos y prioridades de la Agenda, del
Plan y los programas. 

Artículo 16. A las dependencias de la administración pú-
blica federal les corresponde:

I. Intervenir respecto de las materias que les competan,
en la elaboración de la Agenda Estratégica Nacional y
del Plan Nacional de Desarrollo, observando siempre
las variables ambientales, económicas, sociales y cultu-
rales que incidan en el desarrollo de sus facultades;
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II. y III. …

IV. Asegurar la congruencia de los programas sectoria-
les con la Agenda, el Plan y los programas regionales y
especiales que determine el presidente de la República.

V. y VI. …

VII. Vigilar que las entidades del sector que coordinen
conduzcan sus actividades conforme a la Agenda, al Plan
Nacional de Desarrollo y al programa sectorial corres-
pondiente, y cumplan con lo previsto en el programa ins-
titucional a que se refiere el artículo 17, fracción II; y

…

Artículo 18. La Secretaría de la Contraloría de la Federa-
ción deberá aportar elementos de juicio para el control y
seguimiento de los objetivos y prioridades de la Agenda,
del Plan y los programas.

…

Artículo 20. En el ámbito del Sistema Nacional de Planea-
ción Democrática tendrá lugar la participación y consulta
de los diversos grupos sociales, con el propósito de que la
población exprese sus opiniones para la elaboración, ac-
tualización y ejecución de la Agenda, del Plan y los pro-
gramas a que se refiere esta ley.

.... 

Capítulo Cuarto
Agenda, Plan y Programas

Artículo 21. La planeación del desarrollo nacional se lle-
vará a cabo atendiendo a lo siguiente:

A. La Agenda Estratégica Nacional es el documento que
define la visión del país con una perspectiva de largo
plazo, a un horizonte de 30 años, el cual determinará los
objetivos, estrategias, prioridades y recursos necesarios
para lograr las condiciones esperadas de desarrollo in-
tegral del país y calidad de vida de sus ciudadanos. 

La Agenda Estratégica Nacional deberá contener: 

I. Un diagnóstico de las condiciones actuales de de-
sarrollo del país que incluya aspectos político, cultu-
ral, social, ambiental y económico, entre otros, como

la identificación de las dinámicas sociales y económi-
cas que lo han propiciado, basándose para ello de
manera no limitativa en la información que al res-
pecto se emita en el marco del Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica.

II. Identificación de sus fortalezas, áreas de oportu-
nidad, necesidades y situaciones críticas o de aten-
ción prioritaria, en su caso. 

III. Identificación de sus vocaciones productivas re-
gionales y áreas de oportunidad.

IV. Reconocimiento de tendencias locales y extranje-
ras en materia económica y productiva.

V. Crecimiento y dinamismo poblacional esperado
en base a la información que al respecto emita el
Consejo Nacional de Población.

VI. Necesidades en materia de infraestructura, ser-
vicios y otras áreas estratégicas, de acuerdo con los
escenarios futuros definidos acorde a las dinámicas
poblacionales, sociales y económicas productivas
proyectadas para el país. 

VII. Definición de objetivos, estrategias y priorida-
des de desarrollo para el país, con previsiones sobre
los recursos que serán necesarios para tales fines,
instrumentos responsables de su ejecución, linea-
mientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional, así como indicadores y metas mesurables.

VIII. Otros elementos que coadyuven al propósito de
elaborar un documento con el escenario futuro de
desarrollo socioeconómico deseado para el país y la
estrategia y recursos necesarios para llegar al mis-
mo. 

Las previsiones de la Agenda Estratégica Nacional se
referirán al conjunto de las actividades económicas y
sociales, y regirán el contenido del Plan y programas
que se deriven del mismo.

El objeto de la planeación de largo plazo debe ser siem-
pre elevar la calidad de vida de los mexicanos y generar
mejores condiciones de desarrollo para el país.

Se formulará dentro de los dos últimos años del plazo
de duración del mismo.
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La categoría de Agenda queda reservada a la Agenda
Estratégica Nacional.

B. El Plan Nacional de Desarrollo deberá elaborarse, apro-
barse y publicarse dentro de un plazo de seis meses conta-
dos a partir de la fecha en que toma posesión el presidente
de la República, y su vigencia no excederá del período
constitucional que le corresponda, aunque podrá contener
consideraciones y proyecciones de más largo plazo, de-
biendo en todo momento estar alineada con lo previsto
en la Agenda Estratégica Nacional.

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los objetivos na-
cionales, estrategia y prioridades del desarrollo integral y
sustentable del país, contendrá previsiones sobre los recur-
sos que serán asignados a tales fines; determinará los ins-
trumentos y responsables de su ejecución, establecerá los
lineamientos de política de carácter global, sectorial y re-
gional; sus previsiones se referirán al conjunto de la activi-
dad económica, social y cultural, tomando siempre en
cuenta las variables ambientales que se relacionen a éstas y
regirá el contenido de los programas que se generen en el
sistema nacional de planeación democrática.

La categoría de Plan queda reservada al Plan Nacional de
Desarrollo. 

…

Artículo 27. Para la ejecución de la Agenda, del Plan y los
programas sectoriales, institucionales, regionales y espe-
ciales, las dependencias y entidades elaborarán programas
anuales, que incluirán los aspectos administrativos y de po-
lítica económica, social, ambiental y cultural correspon-
dientes. Estos programas anuales, que deberán ser con-
gruentes entre sí, regirán, durante el año de que se trate, las
actividades de la administración pública federal en su con-
junto y servirán de base para la integración de los antepro-
yectos de presupuesto anuales que las propias dependen-
cias y entidades deberán elaborar conforme a la legislación
aplicable.

Artículo 28. La Agenda, el Plan y los programas a que se
refieren los artículos anteriores especificarán las acciones
que serán objeto de coordinación con los gobiernos de los
estados y de inducción o concertación con los grupos so-
ciales interesados. 

Artículo 29. La Agenda, el Plan y los programas regiona-
les especiales, deberán ser sometidos por la Secretaría de

Hacienda y Crédito Público a la consideración y aproba-
ción del presidente de la República.

…

Artículo 30. La Agenda Estratégica Nacional, el Plan
Nacional de Desarrollo y los programas sectoriales, se pu-
blicarán en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 31. La Agenda Estratégica Nacional deberá ac-
tualizarse cada diez años, y de manera extraordinaria
cuando lo determine el Ejecutivo Federal, proyectándo-
se nuevamente una visión de largo plazo de treinta
años. El Plan y los programas sectoriales serán revisados
con la periodicidad que determinen las disposiciones regla-
mentarias. Los resultados de las revisiones y, en su caso,
las adecuaciones consecuentes a la Agenda, al Plan y los
programas, previa su aprobación por parte del titular del
Ejecutivo, se publicarán igualmente en el Diario Oficial de
la Federación. 

Artículo 32. Una vez aprobados la Agenda, el Plan y los
programas, serán obligatorios para las dependencias de la
administración pública federal, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias.

Conforme a las disposiciones legales que resulten aplica-
bles, la obligatoriedad de la Agenda, del Plan y los pro-
gramas será extensiva a las entidades paraestatales. Para
estos efectos, los titulares de las dependencias, en el ejerci-
cio de las atribuciones de coordinadores de sector que les
confiere la ley, proveerán lo conducente ante los órganos
de gobierno y administración de las propias entidades.

La ejecución de la Agenda, del Plan y los programas po-
drán concertarse, conforme a esta ley, con las representa-
ciones de los grupos sociales interesados o con los particu-
lares.

Mediante el ejercicio de las atribuciones que le confiere la
ley, el Ejecutivo federal inducirá las acciones de los parti-
culares y, en general, del conjunto de la población, a fin de
propiciar la consecución de los objetivos y prioridades de
la Agenda, del Plan y los programas.

La coordinación en la ejecución de la Agenda, del Plan y
los programas deberá proponerse a los gobiernos de los es-
tados, a través de los convenios respectivos. 

…
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Artículo 37. El Ejecutivo federal, por sí o a través de sus
dependencias, y las entidades paraestatales, podrán concer-
tar la realización de las acciones previstas en la Agenda, el
Plan y los programas, con las representaciones de los gru-
pos sociales o con los particulares interesados.

…

Artículo 40. …

El propio Ejecutivo federal y las entidades paraestatales
observarán dichos objetivos y prioridades en la concerta-
ción de acciones previstas en la Agenda, el Plan y los pro-
gramas, con las representaciones de los grupos sociales o
con los particulares interesados. 

Artículo 41. Las políticas que normen el ejercicio de las
atribuciones que las leyes confieran al Ejecutivo Federal
para fomentar, promover, regular, restringir, orientar, pro-
hibir, y, en general, inducir acciones de los particulares en
materia económica, social y ambiental, se ajustarán a los
objetivos y prioridades de la agenda, del plan y los pro-
gramas.

Artículo 42. A los funcionarios de la administración públi-
ca federal, que en el ejercicio de sus funciones contraven-
gan las disposiciones de esta Ley, las que de ella se deriven
a los objetivos y prioridades de la Agenda, del Plan y los
programas, se les impondrán las medidas disciplinarias de
apercibimiento o amonestación, y si la gravedad de la in-
fracción lo amerita, el titular de la dependencia o entidad
podrá suspender o remover de su cargo al funcionario res-
ponsable.

…. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. El Ejecutivo federal, por única ocasión, deberá
formular y publicar la Agenda Estratégica Nacional dentro
del plazo de un año, contado a partir de entrar en vigor la
presente Ley. 

Tercero. El Ejecutivo federal deberá adecuar su reglamen-
tación a las disposiciones de la presente ley en un término

de 90 días naturales, contados a partir de entrar en vigor la
presente Ley.

Cuarto. Los Planes y Programas en materia de planeación,
elaborados y publicados con anterioridad a la entrada en vi-
gor de la presente Ley, en su caso, deberán ser adecuados a
los términos de la nueva Ley, dentro de un plazo de seis
meses contados a partir de que se publique en el Diario
Oficial de la Federación la Agenda Estratégica Nacional.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, a 2 de abril de 2013.— Diputados: Damián Ze-
peda Vidales, Carlos Humberto Castaños Valenzuela, María Guadalu-
pe Mondragón González, Ricardo Villarreal García, Ramón Antonio
Sampayo Ortiz, Sergio Augusto Chan Lugo (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Se turna la iniciativa a las Comisiones Unidas
de Puntos Constitucionales y de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen.

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A
LA INFORMACION PUBLICA GUBERNAMENTAL

El Presidente diputado José González Morfín:Tiene la
palabra la diputada Amalia García Medina, del Grupo Par-
lamentario del PRD, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 36 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental.

La diputada Amalia Dolores García Medina: Muchas
gracias, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Adelan-
te, diputada.

La diputada Amalia Dolores García Medina: Compañe-
ras y compañeros, ¿por qué presentar una propuesta que
aparentemente es realmente muy sencilla, pero que consi-
dero pertinente y que se refiere al Instituto Federal de Ac-
ceso a la Información Pública?

Estoy absolutamente convencida de que las nuevas institu-
ciones que se han creado en México en los últimos años,
precisamente las que fortalecen la calidad democrática en
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nuestro país, aquellas que tienen que ver con la obligación
de rendir cuentas permanentemente, de informar, de trans-
parentar aquello que concierne a la función pública, al ser-
vicio público, a la actividad de los y las servidoras públi-
cas, es fundamental y la institución que debe de ser garante
de estos derechos es una institución que debe tener toda la
autoridad, toda la calidad, toda la fuerza democrática que
le permita cumplir con esta encomienda tan importante, tan
relevante.

Sin embargo, en el Instituto Federal de Acceso a la Infor-
mación Pública lo que con una enorme pena y también con
preocupación hemos presenciado en las últimas semanas,
ha sido un deterioro de su vida interna, y el motivo por el
cual se ha dado ese desgaste ha sido por el mecanismo pa-
ra la elección de quien preside esta institución.

Me parece fundamental que esto sea resuelto y que no sea
un asunto que genere desgaste. De tal manera que así como
el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública es
una institución fundamental, esencial, que debe de ser pro-
tegida y cuidada, me parece también que no debía descar-
tarse un mecanismo que le evite ese deterioro, esa compe-
tencia, ese debilitamiento entre sus integrantes, los
comisionados y comisionadas.

Por lo tanto, la propuesta que hoy presento es que sea en-
tre los integrantes y las integrantes de esta institución; es
decir, entre los consejeros y consejeras que cumplen todos
los requisitos que establece la ley, que cuentan con carac-
terísticas, con experiencia, con la calidad y la capacidad
que ha hecho que formen parte de esa institución como
consejeras y consejeros, que sea entre ellos a través de un
sorteo, es decir, de una insaculación como se determine
quien preside dicha institución.

De tal manera que en lugar del desgaste permanente que se
da entre ellos, pudiera ser una insaculación o un sorteo en
el que inclusive quien ya lo presida pueda participar, tal y
como hoy sucede por única ocasión, en la posibilidad de
una reelección por única vez.

Esto, siendo un mecanismo que además ha sido practicado
en diversas ocasiones, porque permite que quienes cum-
plen con los requisitos puedan formar parte de ello, y no es
además un asunto nuevo e inédito.

Hay que señalar por ejemplo que en la antigua Grecia las
magistraturas se elegían por sorteo entre los postulantes

que cumplían los requisitos, y a lo largo de la historia en-
contramos ejemplos de este método.

Si aquí se cumplen todos los requisitos que marca la ley y
todas las características en sus integrantes, me parece per-
tinente entonces que el artículo 36 de dicha ley, de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca sea modificado para quedar como sigue:

El instituto será presidido por una o un comisionado, quien
tendrá la representación legal del mismo, durará en su en-
cargo un periodo de dos años, renovable por una ocasión,
y el comisionado o comisionada presidente será elegido o
elegida en un sorteo en el que participarán sus propios in-
tegrantes y en un sorteo en el que los propios comisionados
y comisionadas realicen.

Me parece que este método, que resulta muy sencillo, al
mismo tiempo facilitará la vida interna de esta institución.
Es por ello que creo que esta reforma ayudará a que se me-
jore la calidad de la vida interna y la relación entre comi-
sionadas y comisionados integrantes de esta institución tan
importante.

Estoy segura de que esta propuesta puede ser considerada
y que puede ayudar a darle fortaleza al Instituto Federal de
Acceso a la Información. Es cuanto, señor presidente, com-
pañeras y compañeros, muchas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 36 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, a cargo de la diputada Amalia Dolores García Me-
dina, del Grupo Parlamentario del PRD

La suscrita, Amalia Dolores García Medina, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artí-
culo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y en los artículos 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona el artículo 36 de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, al tenor del siguiente

Planteamiento del problema

Desde 1977, la Carta Magna reconoció el derecho de los
gobernados a conocer la forma en que se lleva la adminis-
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tración pública, al establecer la obligación de las autorida-
des y órganos de gobierno de rendir información veraz,
completa y clara a la ciudadanía. Derecho que actualmente
se encuentra consagrado en el artículo 6o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, estable-
ciéndose que “toda la información en posesión de cualquier
autoridad, entidad, órgano y organismo federal, estatal y
municipal, es pública y solo podrá ser reservada temporal-
mente por razones de interés público en los términos que
fijen las leyes”.

Se establece también que toda persona, sin necesidad de
acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá
acceso gratuito a la información pública, a sus datos perso-
nales o a la rectificación de éstos.

Sin embargo, hacía falta una institución con la autoridad y
el consenso nacional que velara y procurara que el derecho
de la ciudadanía a obtener información acerca de la forma
en que se lleva la administración pública, y que todo lo
concerniente a la misma, se hiciere efectivo. Hasta el 12 de
julio de 2003, con la entrada en vigor de la Ley Federal de
Trasparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, no se creó el instrumento que procura se haga vá-
lido el mandato constitucional señalado: el Instituto Fede-
ral de Acceso a la Información y Protección de datos
(IFAI), organismo público cuyo máximo órgano de direc-
ción es el pleno, el cual está integrado por cinco comisio-
nados (órgano colegiado que adopta sus resoluciones por
mayoría de votos).

Dicho órgano colegio debe contar con un presidente o pre-
sidenta, que coordine los trabajos y deliberaciones del ple-
no y ejerza la representación legal del Instituto. Actual-
mente, la forma de elección de la o el comisionado
presidente, se establece en el artículo 36 de la Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, en los siguientes términos:

Artículo 36. El Instituto será presidido por un comisionado,
quien tendrá la representación legal del mismo. Durará en
su encargo un periodo de dos años, renovable por una oca-
sión, y será elegido por los comisionados.

En su momento, el Congreso de la Unión consideró que di-
cha forma de elección de quien preside el Instituto era la
más adecuada y pertinente. Sin embargo, recientemente he-
mos sido testigos de pugnas y descalificaciones lamenta-
bles en la elección del comisionado presidente del IFAI,
que han provocado un debilitamiento que ha repercutido de

manera negativa en uno de los instrumentos esenciales de
la democracia deteriorando la imagen que la ciudadanía
tiene de dicho instituto.

Por ello es pertinente revisar el mecanismo de elección de
la o el comisionado presidente y crear otro que no genere
el desgaste y debilitamiento que hoy estamos observando.

En ese contexto, se propone que el procedimiento sea un
sorteo de entre sus integrantes, pudiendo incluso participar
en dicha insaculación quien lo presida en ese momento, pa-
ra optar por una posible reelección por un segundo perio-
do.

Además, es pertinente armonizar el artículo objeto de la re-
forma con el lenguaje de género, habida cuenta de que el
consejo está compuesto por mujeres y hombres; por tanto,
quien presida el instituto puede ser comisionado o comi-
sionada.

Argumentos

El respeto y la calidad de la vida institucional del IFAI son
elementos que impactan la calidad democrática del país;
por lo tanto, es positivo procurar un método de decisión in-
terno que no genere tensiones, pugnas ni discusiones inne-
cesarias, entre las y los consejeros, que deteriore el ambien-
te de trabajo y disminuya la calidad de su tarea sustancial,
que es garantizar el mandato constitucional del acceso a la
información pública, en interés de la nación.

La elección por sorteo o insaculación no es una medida in-
édita ni extraordinaria, si tomamos en cuenta que en la an-
tigua Grecia, las magistraturas se elegían por sorteo entre
los postulantes que cumplían los requisitos para ocupar la
magistratura. En este caso, se trataría de un sorteo entre pa-
res, que cumplen todos los requisitos que marca la ley.

Es decir, si ya fueron elegidos y elegidas para el importan-
te y trascendental cargo de consejero del IFAI, es porque
cumplen cabalmente con los requisitos y cuentan con la ex-
periencia, calidad y credenciales suficientes para presidir y
coordinar el órgano central formado por sus pares, y repre-
sentar legalmente al instituto.

Además, en el espíritu de la ley está que quien presida pue-
de ser comisionada o comisionado; y ya se ha dado la cir-
cunstancia de que una mujer presida el instituto, por lo que
resulta pertinente introducir el lenguaje de género es el ar-
tículo 36 de la ley.
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Por lo expuesto, y con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, se somete a la consideración de
la Cámara de Diputados la siguiente iniciativa de

Decreto que reforma el artículo 36 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental

Artículo Único. Se reforma el artículo 36 de la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental, para quedar como sigue:

Artículo 36. El instituto será presidido por una o un comi-
sionado, quien tendrá la representación legal del mismo.
Durará en su encargo un periodo de dos años, renovable
por una ocasión, y será elegido o elegida en un sorteo en
el que participarán sus integrantes.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a 3 de
abril de 2013.— Diputadas: Amalia Dolores García Medina, Joaquina
Navarrete Contreras (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Se turna la iniciativa a la Comisión de Trans-
parencia y Anticorrupción, para dictamen.

PETICION DE TRAMITE DE DICTAMENES

El Presidente diputado José González Morfín: Sonido a
la curul de la diputada Mícher Camarena.

La diputada Martha Lucía Mícher Camarena (desde la
curul): Gracias, señor Presidente. Tenemos una inquietud
en la Comisión de Equidad y Género y he recibido algunos,
si no reclamos, sí inquietudes de algunas diputadas que han

integrado puntos de acuerdo que se han aprobado en mi co-
misión desde el 13 de diciembre, y hemos visto que en la
publicación que se hace en la Gaceta Parlamentaria los
puntos de acuerdo de la Comisión de Equidad y Género ve-
nían todos juntos y el exhorto al gobernador de Querétaro,
que era el último punto de acuerdo, ayer aparece en el nú-
mero 18 y se ha estado pasando al número 21 y el número
24. El exhorto al gobernador de Quintana Roo también se
ha estado cambiando de orden.

Nada más quisiera saber cuál es el criterio que está perme-
ando, porque Querétaro y Quintana Roo pareciera que no
pueden resistir un exhorto y el problema es que en este or-
den del día de la Cámara de Diputados y de la Gaceta Par-
lamentaria se modifica. Ayer se modificó significativamen-
te y el punto del exhorto a Querétaro se mandó hasta el
número 18, cuando venía en los primeros números de pun-
tos de acuerdo.

Nada más quisiera hacerle esta observación, señor presi-
dente, porque las diputadas y diputados que presentaron
sus puntos de acuerdo y que el pleno de la comisión los
aprobó el 13 de diciembre, pues tienen razón, están incó-
modos, incómodas y se sienten maltratados. Me parece que
sería muy oportuno que nos dieran una explicación del por-
qué se ha modificado el punto de acuerdo a Querétaro y el
punto de acuerdo a Quintana Roo.

El Presidente diputado José González Morfín: Le ofrez-
co lo mismo que le ofrecí hace un momento a la diputada
Raquel Jiménez, que mañana en la Mesa Directiva pedire-
mos que se agrupen los 10 dictámenes de la Comisión de
Equidad y Género, juntos, y no nada más eso, que ojalá ya
en una próxima sesión se puedan abordar en paquete los
diez dictámenes, que creo que eso es lo que realmente pro-
cede. Llevaré el asunto mañana, con mucho gusto, a la Me-
sa Directiva.

La diputada Martha Lucía Mícher Camarena (desde la
curul): Gracias.

La diputada María de Lourdes Amaya Reyes (desde la
curul): Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Dígame,
diputada.

La diputada María de Lourdes Amaya Reyes (desde la
curul): Diputado, también respecto de lo que comentaba la
diputada Malú Mícher, también estamos en la misma situa-
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ción en la Comisión de Derechos Humanos, tenemos atra-
sados varios dictámenes que sí me gustaría ya pudiéramos
finiquitar; son dictámenes que ya aprobamos en comisión
hace varios meses y que tenemos esperando ya varios mis-
mos de ellos.

Por ello solicito que la Mesa Directiva ya ponga orden en
esto, y que nos dé ya una realidad de qué día estaremos pu-
diendo presentar y subiendo estos dictámenes. Gracias,
diputado.

El Presidente diputado José González Morfín: Mañana
lo abordamos con mucho gusto. Hay dictámenes que tienen
seis semanas enlistados y no han podido discutirse en el
pleno; creo que hay que dar una respuesta a eso.

La diputada Raquel Jiménez Cerrillo (desde la curul):
Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Sonido
en la curul de la diputada Raquel Jiménez.

La diputada Raquel Jiménez Cerrillo (desde la curul):
Gracias, diputado presidente. Como lo mencioné al inicio
de la sesión del día de hoy, justamente abordando este te-
ma que comenta la diputada Malú Mícher y abonando, pa-
recieran temas de poca importancia el que se traten de ex-
hortos. Creo que no lo son.

La mayoría —si no es que todos esos exhortos— siguen te-
niendo una vigencia y una importancia para cada una de las
entidades federativas en los temas que abordamos ahí.

En lo particular, es de interés personal y de todos los que
vivimos en el estado de Querétaro, que se dé pronta res-
puesta a la demanda que hago en este exhorto con respec-
to a las mujeres desaparecidas en el estado y del cual has-
ta el momento el gobernador y el señor procurador no han
dado cuenta de lo mismo. Los exhortos no pierden una vi-
gencia.

Pedimos, al igual que la diputada Malú Mícher, que se dé
pronta atención a la discusión y aprobación de los mismos.
Gracias, diputado presidente.

LEY DE FOMENTO PARA LA LECTURA Y EL LIBRO

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley de Fomen-
to para la Lectura y el Libro, a cargo de la diputada Móni-
ca García de la Fuente, del Grupo Parlamentario del PVEM

La proponente, Mónica García de la Fuente, diputada de la
LXII Legislatura, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona las fraccio-
nes XI, XII, XIII y XIV al artículo 14 de la Ley de Fomento
para la Lectura y el Libro, con base en el siguiente

Planteamiento del problema

La Ley de Fomento para la Lectura y el Libro publicada el
27 de julio de 2008, establece que el Consejo de Fomento
para el Libro y la Lectura, es una instancia conformada con
el objeto de ser un órgano consultivo de la Secretaría de
Educación Pública y un espacio de concertación y asesoría
entre todas las instancias públicas, sociales y privadas vin-
culadas al libro y la lectura.

En este contexto, el Consejo se conforma por actores cla-
ve, instituciones públicas, sociales y privadas con injerencia
y participación en el desarrollo de la cadena del libro. La
presidencia del mismo recae en la Secretaría de Educación
Pública; con la Secretaría Ejecutiva en el Consejo Nacional
para la Cultura y las Artes, el Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas, la Cámara Nacional de la Industria Edito-
rial Mexicana, la Asociación de Libreros de México, la
Asociación Nacional de Bibliotecarios, la Sociedad Gene-
ral de Escritores de México, la Dirección General de Ma-
teriales Educativos de la Secretaría de Educación Pública,
y las Direcciones Generales de Publicaciones y de Bibliote-
cas del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, como
integrantes con carácter permanente dentro del mismo.

Adicionalmente, el Consejo, de acuerdo a las atribuciones
que la ley le otorga, ha integrado como invitados con ca-
rácter no permanente, a cuatro instituciones fundamentales
en el fomento del libro y la lectura en nuestro país, el Fon-
do de Cultura Económica, el Instituto Nacional del Dere-
cho de Autor, a la Comisión Nacional de Libros de Texto
Gratuitos y Educal, SA de CV.
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Estas instituciones, además de participar directamente en el
cumplimiento de los objetos de la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro, se destacan por contribuir sustancial-
mente en el cumplimiento de las funciones que la ley esta-
blece para el consejo.

Tomando en cuenta lo anterior, es que se presenta la Ini-
ciativa de Ley que busca reconocer la importancia que tie-
ne la participación del Fondo de Cultura Económica, del
Instituto Nacional del Derecho de Autor, de la Comisión
Nacional de Libros de Texto Gratuitos y de Educal, SA de
CV, dentro del Consejo Nacional de Fomento para el Libro
y la Lectura, formalizando su colaboración al incorporarles
como integrantes con carácter permanente.

Argumentación

La importancia de fortalecer la presencia del libro y de la
lectura en la sociedad radica en que ambas conllevan esen-
cialmente, el desarrollo de la ciudadanía y de sus capaci-
dades comunicativas. Nuestra democracia requiere que los
individuos que la conforman sean capaces de reflexionar,
articular, comprender, interpretar y comunicar ideas, esto
nos obliga a apoyar y buscar perfeccionar, todos y cada uno
de los esfuerzos que se realicen en materia de fomento de
la lectura y el libro.

El Consejo Nacional de Fomento para el Libro y la Lectu-
ra se creó con el fin de articular y potenciar los esfuerzos y
los logros que los actores vinculados con la cadena del li-
bro habían venido realizando de forma aislada. En el Con-
sejo se trató de agrupar a los principales actores públicos,
sociales y privados relacionados con el tema, conformando
un órgano asesor que oriente las políticas públicas, y al
mismo tiempo, un espacio de discusión, análisis y consen-
so sobre los diversos intereses y necesidades que se gene-
ran en torno al libro y la lectura.

Sin embargo, al momento de su creación, por falta de vi-
sión y claridad en los alcances y exigencias de las labores
propias del Consejo, se omitió integrar a cuatro institucio-
nes fundamentales en el afianzamiento del papel del libro
como vehículo cultural y del fomento de la lectura como
motor del avance de la sociedad y su ciudadanía: El Fondo
de Cultura Económica, el Instituto Nacional del Derecho
de Autor, la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratui-
tos y Educal, SA de CV.

De esta forma, el consejo se instaló formalmente el 1 de
agosto de 2008. Empero, casi desde el inicio de sus labo-

res, en su segunda sesión ordinaria de 2008, mediante
acuerdo correspondiente, sus integrantes, de acuerdo con
las facultades que les otorga la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro, trataron de subsanar esta omisión legis-
lativa incorporando al Fondo de Cultura Económica, al Ins-
tituto Nacional del Derecho de Autor y a la Comisión Na-
cional de Libros de Texto Gratuitos, como invitados con
carácter no permanente. Por su parte, la presencia de Edu-
cal, SA de CV, se ha incluido de forma irregular, ya que
desde el 2010 ha asistido como invitado no permanente sin
aprobación previa de acuerdo alguno. Desde entonces, la
participación de estos organismos ha sido constante tanto
en las sesiones del Consejo, como en los grupos de traba-
jo, comisiones y acuerdos tomados por este.

Es por esto que la proponente considera que debe formali-
zarse la participación de estas instituciones, mediante un
acto legislativo que les integre de forma permanente dentro
del Consejo Nacional de Fomento para el Libro y la Lectu-
ra, bajo las siguientes consideraciones:

Que en cada uno de los casos, se trata de instituciones de
interés público que contribuyen directamente en el cumpli-
miento de los objetos de la Ley de Fomento para la Lectu-
ra y el Libro señalados en su artículo 4, así como de las
funciones que dicha Ley establece para el Consejo, indica-
das en su artículo 15.

Que la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, en su ar-
tículo 14, condiciona la participación de personas o institu-
ciones públicas o privadas al acuerdo previo de los inte-
grantes del Consejo.

A su vez, el artículo 10 del Manual de operación del mis-
mo Consejo, limita las funciones de los invitados perma-
nentes a participar en el análisis de los asuntos por los cuá-
les se les extiende invitación; a emitir opiniones de carácter
técnico que permitan aclarar dudas en relación a los puntos
a tratar; y, a firmar las actas de las sesiones, a diferencia de
los consejeros, quienes de acuerdo con el artículo 9 del
Manual, pueden proponer temas a tratar en las sesiones del
Consejo; ejecutar y dar seguimiento a los acuerdos toma-
dos por el mismo; atender tareas y comisiones por enco-
mienda del Consejo; y participar en la propuesta de temas
para integrar el Programa de Trabajo Anual de esta instan-
cia. Situación que ha caído en incumplimiento, toda vez
que pese a su calidad de invitados no permanentes, han
participado de los trabajos del Consejo sin atender la dis-
tinción que señalan los artículos antes citados.
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Que el artículo 2 del decreto de creación del Fondo de Cul-
tura Económica, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 26 de julio de 1994, señala claramente que: El
Fondo de Cultura Económica tendrá por objeto la promo-
ción, fomento, edición, publicación, exhibición y comer-
cialización de obras escritas o registradas en toda clase de
medios tradicionales o electrónicos, con la finalidad de di-
fundirlas y facilitar su acceso a todos los sectores de la po-
blación.

Además, el Fondo de Cultura Económica, es la editorial
más importante de México en su género y una de las más
significativas de Iberoamérica, cuenta con filiales en Ar-
gentina, Colombia, Brasil, Perú, Venezuela, Guatemala,
Chile, Estados Unidos y España; así como con una red de
35 librerías propias, 24 en México y 11 en el resto del mun-
do hispanoparlante. Resaltando que, como institución, ha
recibido distinciones tan importantes como el Premio Prín-
cipe de Asturias de Comunicación y Humanidades en
1989, el “Calendario Azteca de Oro” otorgado por la Aso-
ciación Mexicana de Periodistas de Radio y Televisión, y
la Mención Honrosa del “Premio Juan García Bacca” de la
Asociación Cultural Peruana, entre otros.

Por otra parte, de acuerdo con los artículos 208 y 209 de la
Ley Federal del Derecho de Autor, el Instituto Nacional del
Derecho de Autor, es la autoridad administrativa en mate-
ria de derechos de autor y derechos conexos, con carácter
de órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación
Pública, y dentro de sus funciones encontramos el proteger
y fomentar el derecho de autor; promover la creación de
obras literarias y artísticas; llevar el Registro Público del
Derecho de Autor; mantener actualizado su acervo históri-
co, y; promover la cooperación internacional y el inter-
cambio con instituciones encargadas del registro y protec-
ción del derecho de autor y derechos conexos.

A su vez, la Comisión Nacional de Libros de Texto Gratui-
tos, con fundamento en la gratuidad de la educación esta-
blecida en el artículo 3 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, es una institución dependiente
de la Secretaría de Educación Pública, creada con el obje-
tivo de romper con las barreras económicas y garantizar
condiciones educativas equitativas, a partir de la unifica-
ción de contenidos temáticos auspiciada por el Estado, con
la visión de que el libro de texto gratuito, además de un de-
recho social, es un vehículo que faculta el diálogo y la
equidad en la escuela.

Por último, sobre Educal, SA de CV, se destaca que como
parte de su objeto social se encuentra diseñar material di-
dáctico para apoyar al Sistema Educativo Nacional. En la
actualidad distribuye los fondos editoriales del Consejo
Nacional para la Cultura y las Artes, del Subsistema de
Preparatoria Abierta de la Secretaría de Educación Pública
y de una centena de instituciones culturales estatales, uni-
versidades, centros de investigación, etc. Gracias a la labor
de Educal estas publicaciones llegan a canales adecuados
de comercialización, ya que al ser en su mayoría altamen-
te especializadas, su distribución no resulta interesante pa-
ra las empresas privadas.

Cabe resaltar que Educal es la responsable de garantizar el
abasto en todo el país de los libros de programa de Prepa-
ratoria Abierta, que tiene una matrícula de casi 2 millones
de estudiantes. También realiza la distribución y comercia-
lización en México por medio de su Red Nacional de Li-
brerías, constituida por más de 90 puntos de venta en 31 es-
tados y el Distrito Federal, y 10 librerías móviles
(Librobús). A través de su fuerza de ventas, atiende librerí-
as privadas, tiendas departamentales y de autoservicio e
instituciones gubernamentales, y realiza también exporta-
ciones y ventas por Internet.

En este contexto, se promueve la modificación de la Ley de
Fomento para la Lectura y el Libro.

Fundamento legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
así como el 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, se somete a la consideración de este
Pleno, la presente iniciativa.

Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona las frac-
ciones XI, XII, XIII y XIV al artículo 14 de la Ley de
Fomento para la Lectura y el Libro.

Artículo 14. El Consejo estará conformado por:

I a X… 

XI. El Director General del Fondo de Cultura Eco-
nómica;
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XII. El Director General del Instituto Nacional del
Derecho de Autor;

XIII. El Director General de la Comisión Nacional
de Libros de Texto Gratuitos.

XIV. El Director General de Educal SA de CV.

Artículo Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 3 días del mes de
abril de 2013.— Diputada Mónica García de la Fuente (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: La ini-
ciativa de la diputada Mónica García de la Fuente se turna
a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, para dictamen.

LEY FEDERAL CONTRA LA
DELINCUENCIA ORGANIZADA

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, el diputado Ricardo Monreal
Ávila, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada.

Me dicen que va a ser el diputado Ricardo Mejía, que tam-
bién suscribe además la iniciativa. Tiene el uso de la tribu-
na el diputado Ricardo Mejía, del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano.

El diputado Ricardo Mejía Berdeja: Gracias, compañe-
ro presidente. Efectivamente, ésta es una iniciativa suscri-
ta por el diputado Ricardo Monreal y su servidor, que tie-
ne como propósito modificar los artículos 8o. y 9o. de la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, y adicio-
nar un artículo 8o. Bis y un artículo 8o. Ter a esta legisla-
ción.

Nosotros partimos de la base de que los problemas no se
acaban escondiéndose o minimizándose, sino que los pro-
blemas se tienen que atender para poder ser resueltos.

Tan grave como haber emprendido una batalla contra el
crimen organizado sin estrategia es el querer hoy eludir es-
te tema. Ya no se habla por parte del gobierno federal del
tema de la delincuencia, del crimen organizado y de la lu-
cha contra el narcotráfico. Hoy se cambia el nombre del
gabinete enfocado al tema y se le dice eufemísticamente
México en paz, creyendo que metiendo la basura debajo de
la alfombra o eludiendo tocar el tema, éste se oculta.

Pero ahí está la realidad; en marzo, según los conteos de los
medios de comunicación, hubo 1,025 ejecutados y en los
cuatro meses del gobierno van cerca de 3 mil, según repor-
tan también diferentes medios de comunicación.

Lo que es evidente es que en este periodo no se ha logrado
un cambio en el tema de la seguridad, no hay una mejoría.
Ya salió el subsecretario de Prevención del Delito, Campa
Cifrián, a decir replicando lo que dijo Enrique Peña Nieto,
que un año; sin embargo, estos problemas ya no aguantan
y esperamos que haya una solución.

Por eso nosotros estamos planteando que se reforme esta
ley para que se atienda este problema por parte de la Pro-
curaduría General de la República, a través de una unidad
especializada de combate a la delincuencia organizada, que
tenga los instrumentos técnicos, tecnológicos y humanos
para poder investigar dos temas fundamentales: el tema del
tráfico de dinero, del blanqueo de dinero, y también para
que se pueda quitar el secreto bancario o fiduciario, e in-
cluso profesional, para que esta unidad dependiente de la
Procuraduría General de la República pueda atender este
grave tema.

El narcotráfico, según especialistas en el tema, es el quinto
empleador del país y ocupa una cifra cercana al medio mi-
llón de personas directamente a esta actividad, sin conside-
rar también que un 78 por ciento de los sectores producti-
vos tienen una interacción con esta actividad ilícita.

El narcotráfico en el país ocupa tres veces más personal
que Petróleos Mexicanos, por eso, compañeras y compañe-
ros diputados, creemos que este tema se tiene que atender
y que se tienen que reforzar y reformar los instrumentos ju-
rídicos y que el gobierno federal no puede estar soslayan-
do el tema o simplemente dejándolo como la última de sus
prioridades en la agenda pública, y por otro lado, crimina-
lizando la protesta social y los movimientos pacíficos que
logran o buscan reivindicaciones sociales.
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Por eso nosotros vamos a seguir pugnando porque se me-
joren los instrumentos jurídicos, y por otro lado, que no ha-
ya este amago de represión y este amago de criminaliza-
ción de la protesta social.

Por eso saludamos que en esta Cámara el día de hoy esté
presente un luchador social y maestro reconocido, el maes-
tro Felipe Rodríguez, dirigente de la UPREZ, quien fue in-
justamente encarcelado hace unos días y que ya goza de li-
bertad bajo caución.

Nosotros vamos a estar al pendiente de este tema, porque
en lugar de perseguir a los luchadores sociales deben per-
seguir a los delincuentes y no esperar que este tema se
amorcille en el imaginario colectivo y no se atienda con to-
da la prioridad que se debe al tema.

Esta es nuestra propuesta y ésta es la iniciativa que pedi-
mos se integre al Diario de los Debates y se le dé el turno
correspondiente, señor presidente.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, a car-
go de Ricardo Monreal Ávila y suscrita por Ricardo Mejía
Berdeja, diputados del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano

Ricardo Monreal Ávila y Ricardo Mejía Berdeja, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el ar-
tículo 6, fracción I del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someten a la consideración del pleno de esta hono-
rable asamblea la siguiente iniciativa por la que se
reforman los artículos 8o y 9o, y se adicionan los artículos
8o Bis y 8O Ter  de la Ley Federal contra la Delincuencia
Organizada, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La paz en el escenario internacional se ha visto afectada y
deteriorada por la aparición y proliferación de la estructura
y las redes de la delincuencia organizada. Estructura que no
ha podido ser controlada y lejos de ello, ha generado más
violencia, corrupción, y multiplicación de los delitos eco-
nómicos y financieros. Así tenemos que el lavado de dine-
ro y el financiamiento al terrorismo representan delitos
enormes que se estiman entre 2 por ciento y 5 por ciento
del producto interno bruto, PIB, mundial (de 1.2 a 3.1 bi-

llones de dólares), informó la Organización para la Coope-
ración y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Es por eso que se le debe de dar la importancia debida a es-
te fenómeno delincuencial de carácter transnacional. Des-
de hace tiempo la comunidad internacional ha pretendido
darle su valor justo a tal problemática, y por ello, la serie
de esfuerzos se han traducido en la firma de acuerdos in-
ternacionales o tratados, que recogieron las experiencias de
países que han sufrido directa o indirectamente los azotes
de la delincuencia organizada transnacional, y que contie-
nen textos en su mayoría prescriptivos, que buscan atacar
al fenómeno en comento desde sus fuentes y diferentes
aristas.

Por ello, en Palermo Italia, en el año 2000, se suscribió la
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia
Organizada Transnacional. Dado el carácter transnacional
de la actividad delictiva, se pensó que no era pertinente
combatir este problema únicamente con medios y arbitrios
nacionales.

La delincuencia organizada ha encontrado los medios para
trascender internacionalmente, manifestándose en los últi-
mos años de manera prominente, sin ser obstaculizados de
modo efectivo o presionados en la misma  medida en que
se empoderan. Las opciones disponibles en cada país des-
de una dimensión meramente local o interna, han demos-
trado que son insuficientes y conducen ineluctablemente a
la pérdida del control de los Estados.

En los últimos 35 años, la delincuencia organizada ha lle-
gado a evolucionar constantemente, en la búsqueda por en-
contrar más y mejores formas de evadir la acción de la jus-
ticia. Logrando en gran medida su objetivo en los países
caracterizados por Estados débiles. En los cuales no se
cuenta con verdaderos mecanismos de control que impidan
que sean rebasados por la delincuencia organizada.

La infiltración que ésta última ha logrado en las estructuras
gubernamentales de nuestro país es enorme. A esto último
hay que sumarle los altos índices de impunidad. La delin-
cuencia organizada ha logrado manipular por medio de so-
bornos, chantajes y  amenazas a gran parte del sector gu-
bernamental del Estado mexicano. Ha llegado a tal grado la
penetración de la delincuencia organizada en las estructu-
ras de los diferentes órdenes de gobierno, que no han sido
pocos los casos de corporaciones policiacas municipales o
estatales, que han sido señaladas por proteger los intereses
de los criminales.
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Por lo anterior, se ha conceptualizado al crimen organiza-
do por algunos, como una sociedad. Así que es fácil enten-
der que estos grupos delincuenciales hayan crecido de una
manera desmedida y que sus estructuras sean escalafona-
das.

En este punto, cabe hacer énfasis que así como la delin-
cuencia organizada se ha infiltrado en las estructuras de los
gobiernos, de igual modo lo ha hecho en el sector empre-
sarial, industrial y financiero. En septiembre de 2009, Da-
vid Robillard, director general de la consultora Global
Kroll México, aseguró que los ingresos derivados de la ac-
tividad criminal van en aumento, e indicó que en el país los
ingresos por tráfico de estupefacientes son de 25 mil a 40
mil millones de dólares al año.1

Aunque los ingresos estimados, no representan un porcen-
taje tan grande respecto del total del Producto Interno Bru-
to, esta situación adquiere otras dimensiones cuando cae-
mos en cuenta, que según lo dicho por algunos
especialistas2, en México 78 por ciento de los sectores eco-
nómicos del PIB están infiltrados por el narcotráfico, aun-
que el gobierno no reporta un solo caso de desmantela-
miento patrimonial de ninguno de los sectores afectados.3

Por ende, peligrosamente el fenómeno de la delincuencia
organizada, y concretamente el del narcotráfico, se ha con-
vertido en una de las más grandes fuentes de empleo.

El narcotráfico es el quinto empleador más grande del pa-
ís. Estimados recientes muestran que en México hay 468
mil personas que se dedican al narco (Ríos y Sabet 2008);
esto es cinco veces más personas que el total de la indus-
tria maderera mexicana y tres veces más que el personal de
Pemex, la compañía petrolera con mayor número de em-
pleados del mundo. Campesinos, matones, vigilantes, ca-
pos, abogados, doctores, secretarias; el narcotráfico necesi-
ta de todo, y de todo emplea.4

Con esta plataforma financiera que permanece incólume, la
delincuencia organizada ha logrado rebasar su influencia
local para convertirse en un peligroso fenómeno de carác-
ter trasnacional; con la incuestionable capacidad financiera
y de fuego,  han logrado perfeccionar sus estrategias y me-
canismos para poder llevar a cabo el trasiego de enormes
cargamentos de armas, estupefacientes, y de hasta perso-
nas.

Si bien no puede negarse que las redes de corrupción e in-
filtración que han tendido sobre buena parte de la dimen-

sión gubernamental del Estado mexicano, son un impor-
tante aliciente para sostener y reproducir la actividad de la
delincuencia organizada, resulta evidente que mientras no
se ataque su compleja estructura financiera, serán vanos los
intentos por frenar o reducir su capacidad corruptora.

En este sentido, la comunidad internacional se ha mostra-
do interesada en plantear que la cooperación internacional
sea más eficaz, incluido el intercambio de información en-
tre autoridades competentes, la realización de investigacio-
nes conjuntas y seguimiento, congelamiento y confiscación
de bienes ilegales.

En el documento del Grupo de Acción Financiera Interna-
cional (GAFI): Pasos hasta la lucha contra el blanqueo de
dinero y financiación del terrorismo, el organismo de índo-
le internacional planteó que 180 gobiernos nacionales uti-
lizan las recomendaciones para combatir esos delitos. Des-
taca que se necesitan mejores herramientas operativas y
una amplia gama de técnicas y poderes de las unidades de
inteligencia financiera para la aplicación de la ley, investi-
gar y perseguir el blanqueo de dinero y financiación del te-
rrorismo.

Esto se relaciona estrechamente con lo dispuesto en la
Convención de Palermo sobre Delincuencia Organizada
Transnacional, la cual prescribe para los Estados parte, la
necesidad de cooperar e intercambiar información a nivel
nacional e internacional de conformidad con las condi-
ciones prescritas en el derecho interno y, a fin de lograr
un combate efectivo del fenómeno de la delincuencia or-
ganizada, pone en consideración la posibilidad de esta-
blecer una dependencia de inteligencia financiera que sir-
va de centro nacional de recopilación, análisis y difusión
de información sobre posibles actividades de blanqueo de
dinero.

Por otro lado, el instrumento internacional en comento, dis-
pone en su artículo 4 párrafo 2 lo siguiente:

Artículo 4. …

2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención fa-
cultará a un Estado parte para ejercer, en el territorio de
otro Estado, jurisdicción o funciones que el derecho in-
terno de ese Estado reserve exclusivamente a sus auto-
ridades.

La propuesta que se somete a consideración de esta hono-
rable asamblea, consiste en reformar levemente el artículo
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8o de la Ley Federal de la Delincuencia Organizada, elimi-
nando de su redacción el segundo párrafo. El cual pasará a
ser el artículo 8o Bis del mismo ordenamiento. 

Asimismo, se propone adicionar un artículo 8o Ter, en el
que se especifique que la unidad especializada en la inves-
tigación y persecución de delitos cometidos por miembros
de la delincuencia organizada dependiente de la Procuradu-
ría General de la República,  contará además de un cuerpo
técnico de control, con un cuerpo técnico de inteligencia fi-
nanciera, para investigar y perseguir los actos u omisiones
que redunden en operaciones de lavado de dinero.

Este último cuerpo técnico no será objeto de restricciones
derivadas del llamado secreto bancario, fiduciario o profe-
sional, en el desempeño de sus funciones de investigación,
persecución o fiscalización de actos u omisiones que cons-
tituyan operaciones con recursos de procedencia ilícita.

Finalmente se propone reformar el artículo 9o. de la ley en
comento, con el propósito de establecer que el Ministerio
Público federal perteneciente a la Subprocuraduría de In-
vestigación Especializada en Delincuencia Organizada,
SIEDO, deberá apoyarse en el cuerpo técnico de inteligen-
cia financiera para la investigación y persecución de delitos
de operación de recursos de procedencia ilícita. Caso en el
cual, deberá coordinarse a su vez con la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración del
pleno el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 8o. y 9o.,
y se adicionan los artículos 8o. Bis y 8o. Ter de la Ley
Federal contra la Delincuencia Organizada

Único. Se reforman los artículos 8o. y 9o. de la Ley Fede-
ral contra la Delincuencia Organizada, y se adicionan los
artículos 8o. Bis y 8o. Ter en los términos siguientes:
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 En: http://www.elsemanario.com.mx/news/news_display.php?
story_id=26248. Jueves 27 de mayo de 2010, 11:00 horas.

2 Como Edgardo Buscaglia, profesor de Derecho y Economía del Ins-
tituto Tecnológico Autónomo de México (ITAM) y director del Centro
Internacional de Desarrollo Legal y Económico

3 “Intacta, estructura financiera del narco”. El Universal, 15 de no-
viembre de 2009.

4 Ríos, Viridiana. 1993. ¿Quién se vuelve narco y por qué? El Perfil

del narcotraficante Mexicano (en línea). Este país.

Disponible en: %3A%2F%2Fwww.gov.harvard.edu%2Ffiles%2Fuplo-
ads%2FRios_EstePais_DealersS. pdf&rct=j&q=narcotr%C3%A1fi-
co%20quinto%20empleador&ei=N5vuTZ_HCJG2sAOb89H_Bg&usg
=AFQjCNHZtIgsx6InXuoI78ycoNFJlyVVzg. Consultado 07 junio.
2011.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de
marzo de 2013.— Diputados: Ricardo Monreal Ávila, Ricardo Mejía
Berdeja. (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Se turna la iniciativa a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen.
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CONSTITUCION POLITICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada María del Carmen
Martínez Santillán, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada María del Carmen Martínez Santillán:
Con la venia de la Presidencia. Diputadas y diputados, en
la teoría de poder implementada por Montesquieu, en su
obra El Espíritu de las leyes, se sentaron las bases para la
actual división de funciones o facultades de los estados, así
surge la independencia entre los poderes ejecutivo, legisla-
tivo y judicial, evitando con ello el retorno a estados tota-
litarios o despóticos.

Con la división de limitación e independencia de las fun-
ciones del Estado, se logró establecer un sistema de con-
troles y contrapesos, en el que las facultades de cada poder
le permitían limitar o frenar a los otros, evitando la supre-
macía de uno de ellos en detrimento de los otros.

En ese contexto, la interrelación entre las diversas funcio-
nes no implica una invasión a la esfera jurídica de sus com-
petencias respectivas; por el contrario, reafirma el sistema
de frenos y contrapesos que se encuentra implícito en la di-
visión de poderes, dotando de un equilibrio constitucional
a las tres funciones.

En el país, la facultad de iniciar leyes, de manera fáctica y
política estuvo prácticamente reservada al Poder Ejecutivo,
mientras que el Legislativo se limitó a su aprobación. De
esa manera se aisló al Judicial de toda intervención, limi-
tándolo a la aplicación y resolución de casos concretos que
se le presentan.

Empero, se han modificado las relaciones entre los pode-
res, implicando activamente al Poder Judicial en las deci-
siones tomadas por el Legislativo y el Ejecutivo, ello en
protección y respeto a la Carta Magna.

Lo anterior quedó evidenciado en las reformas constitucio-
nales de las fechas 6 y 10 de junio del 2011; la primera de
ellas concierne, fundamentalmente, al juicio de amparo; la
segunda, evidencia el reconocimiento de la progresividad
de los derechos humanos mediante la expresión clara del

principio pro persona, como rector de la interpretación y
aplicación de las normas jurídicas.

Por tanto, el juzgador cobra un relieve importante en la vi-
da jurídica del país, pues es a quien le toca aplicar el mar-
co normativo, de lo que puede advertir las deficiencias y
errores que las normas jurídicas presentan al momento de
su aplicación concreta.

En consecuencia, el objeto de la presente iniciativa radica
en adicionar una fracción V al artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos para que la
Suprema Corte de Justicia de la Nación tenga la facultad de
presentar iniciativas de ley dentro del ámbito de su compe-
tencia y respecto a la administración y a la aplicación de
justicia.

Al otorgar a la Suprema Corte la facultad de iniciar pro-
yectos de ley se estaría dando la oportunidad de contar con
leyes más eficaces y claras; su realización recogería las ex-
periencias de ministros, así como las soluciones a los pro-
blemas que a diario se presentan en el quehacer jurisdic-
cional.

Lo anterior, de ningún modo invade la esfera de competen-
cia del Poder Legislativo, ya que únicamente se limita a
otorgar el derecho de la Corte a presentar iniciativas, reser-
vando al Congreso de los Estados Unidos Mexicanos la di-
fusión y en su caso, aprobación de las iniciativas de ley.
Caso similar pasó con la aprobación de las iniciativas ciu-
dadanas.

Por último, solicito a la Presidencia que la presente inter-
vención sea insertada íntegra en el Diario de los Debates
correspondiente. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada María del Carmen Martínez Santillán, del Grupo
Parlamentario del PT

La suscrita, María del Carmen Martínez Santillán, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en
la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que
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adiciona la fracción V del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La teoría de poderes implantada por Montesquieu, en la
obra El espíritu de las leyes, sentó las bases para la actual
división de funciones o facultades de los Estados, en los
que surgen la independencia entre los Poderes Ejecutivos,
Legislativo y Judicial, evitando con ello el retorno a Esta-
dos totalitarios o despóticos, en los que estas tres funciones
o dos de ellas recaían en una misma persona.

Así, con la división, delimitación e independencia de las
funciones del Estado, se logró establecer un sistema de
controles y contrapesos –checks and balances (sistema in-
troducido en el derecho anglosajón)–, en el que las faculta-
des de cada “poder” le permitían limitar o frenar a los otros
y así sucesivamente, evitando la supremacía de uno de
ellos en detrimento de los otros, es decir, se logra un equi-
librio que deriva en una mayor libertad para el ciudadano,
originada por la limitación del propio poder.

No obstante lo anterior, y a pesar de que existe una divi-
sión e independencia de las funciones ejecutivas, legisla-
tivas y judiciales, las mismas no pueden verse de una for-
ma aislada y única, pues forman parte de un sistema, es
decir, de un conjunto de unidades recíprocamente rela-
cionadas o en interacción que cumplen con una función
determinada. En ese sentido, la palabra sistema, derivada
del griego synistánai, debe ser entendida como lo que re-
úne, junta o coloca junto.

En ese contexto, la interrelación entre las diversas funcio-
nes, no implica una invasión a la esfera jurídica de sus
competencias respectivas, sino por el contrario, reafirma el
sistema de frenos y contrapesos que se encuentra implícito
en la división de poderes, dotando de un equilibrio consti-
tucional a las funciones legislativa, ejecutiva y judicial.

En nuestro país, la facultad de iniciar leyes, de manera fác-
tica y política estuvo prácticamente reservada al Poder Eje-
cutivo, mientras que el Legislativo se limitó a su aproba-
ción y se aisló al Judicial de toda intervención, limitándolo
únicamente a la aplicación y resolución de los casos con-
cretos que se le presentaban a su consideración.

No obstante, y con el devenir social, se ha ido modifican-
do las relaciones entre los poderes, implicando de una ma-

nera más activa al Poder Judicial en las decisiones tomadas
por el Legislativo y Ejecutivo, ello en nombre de la pro-
tección y respeto de la Carta Magna.

Lo anterior quedó evidenciado con la reforma constitucio-
nal de fechas 6 y 10 de junio de 2011, la primera de ellas
concierne fundamentalmente al juicio de amparo, institu-
ción protectora de los derechos fundamentales por exce-
lencia, el cual se ve robustecido al ampliarse la proceden-
cia del amparo respecto de cualquier norma general, al
preverse su procedencia por violaciones de los derechos
humanos plasmados en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte; con la introducción de
figuras como el amparo adhesivo y los intereses legítimos
individual y colectivo; la adopción de nuevos conceptos en
torno a la violación de derechos por omisión de las autori-
dades; la declaratoria general de inconstitucionalidad cu-
yos alcances y condiciones se determinarán en la ley regla-
mentaria; la creación de los plenos de circuito; y una nueva
forma de integrar jurisprudencia “por sustitución”; entre
otras.

La segunda, en estrecha relación con la anterior, evidencia
el reconocimiento de la progresividad de los derechos hu-
manos, mediante la expresión clara del principio pro per-
sona como rector de la interpretación y aplicación de las
normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y brinden ma-
yor protección a las personas. Así, la ampliación de los de-
rechos que significa la concreción de algunas cláusulas
constitucionales, como la relativa a los migrantes o a la
suspensión de garantías, aunada a la obligación expresa de
observar los tratados internacionales firmados por el Esta-
do mexicano, miran hacia la justiciabilidad y eficacia de
los derechos que, a la postre, tiende al mejoramiento de las
condiciones de vida de la sociedad y al desarrollo de cada
persona en lo individual.

Asimismo, al reformarse el artículo 107, fracción II, párra-
fo segundo, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se estableció:

Cuando en los juicios de amparo indirecto en revisión se
resuelva la inconstitucionalidad de una norma general por
segunda ocasión consecutiva, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación lo informará a la autoridad emisora corres-
pondiente.

Cuando los órganos del Poder Judicial de la Federación es-
tablezcan jurisprudencia por reiteración en la cual se deter-
mine la inconstitucionalidad de una norma general, la Su-
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prema Corte de Justicia de la Nación lo notificará a la au-
toridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales
sin que se supere el problema de inconstitucionalidad, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación emitirá, siempre
que fuere aprobada por una mayoría de cuando menos ocho
votos, la declaratoria general de inconstitucionalidad, en la
cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos
de la ley reglamentaria.

Como se advierte, el constitucionalismo mexicano ha dota-
do de nuevas facultades al Poder Judicial, con la finalidad
de que pueda ser un partícipe activo de las decisiones que
discuten y toman los demás poderes. Ello, con la finalidad
de limitar y evitar los excesos de alguno de ellos; es decir,
la creación de facto de un metapoder.

En otro orden de ideas, los tribunales judiciales del país se
enfrentan a diversos problemas al momento de resolver los
casos específicos que les presentan, ello derivado de la uti-
lización de normas jurídicas poco claras y precisas, reali-
zadas, el mayor de los casos, con deficiencias técnicas- ju-
rídicas por parte de los facultados para iniciar las leyes y
que son hasta su aplicación, cuando se puede presentar sus
problemas de eficacia.

En ese contexto, la jurisprudencia ha servido a los tribuna-
les para desentrañar el sentido de la norma jurídica, para
interpretarla lo más apegado al objetivo que el legislador
quiso plasmar, ello en concordancia con el sistema jurídi-
co, por lo que la interpretación adquiere un carácter vincu-
latorio y obligatorio para los tribunales del país.

Por tanto, el juzgador cobra un relieve importante en la vi-
da jurídica del país, pues es quien, de primera mano, le to-
ca aplicar el marco normativo, pudiendo advertir las defi-
ciencias y errores que las normas jurídicas presentan al
momento de su aplicación concreta, ya sea de forma sus-
tantiva u adjetiva.

En consecuencia, el objeto de la presente iniciativa radica
en adicionar la fracción V al artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tenga la facul-
tad de presentar iniciativas de ley, dentro del ámbito de su
competencia; y respecto a la administración y aplicación de
la justicia.

Al otorgar a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la fa-
cultad de iniciar proyectos de ley, se estaría dando la opor-

tunidad de contar con leyes más eficaces y claras, cuya re-
alización recogería la experiencia de Ministros así como
las soluciones a los problemas que a diario se presentan en
el quehacer jurisdiccional.

Lo anterior de ningún modo invade la esfera de competen-
cia del poder Legislativo, ya que única y exclusivamente se
limita a otorgar el derecho a la Suprema Corte de Justicia
de presentar iniciativas, reservando al Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, la discusión y en su caso
aprobación, de las iniciativas de ley que se sometan su con-
sideración; caso similar, pasó con la aprobación de las ini-
ciativas ciudadanas.

En ese sentido, el órgano legislativo ofrecerá una mayor re-
presentación a los sectores sociales más amplios e inclu-
yentes del sistema jurídico nacional, convirtiéndose de esa
manera en una verdadera Asamblea democrática, plural y
representativa, en la que, las opiniones de la sociedad y
ciertos sectores son analizadas, valoradas y aprobadas, es-
to último, sigue siendo facultad exclusiva del Poder Legis-
lativo.

En otras palabras, la fase de iniciativa de leyes abre el aba-
nico, a efecto de que, cada vez más actores puedan partici-
par activamente en la misma; siendo reservadas para el Le-
gislativo, las fases de discusión y aprobación; y de
integración de la eficacia de las leyes.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a su consi-
deración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que adiciona la fracción V al artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona la fracción V al artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compe-
te

I. a IV. …; y

V. A la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el
ámbito de su competencia; y respecto a la administra-
ción y aplicación de justicia.

…
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de abril de 2013.—
Diputada María del Carmen Martínez Santillán, (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen.

LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, por cinco minutos, la diputada Sonia Rincón Cha-
nona, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza, para pre-
sentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el ar-
tículo 2o. de la Ley General de Bibliotecas.

La diputada Sonia Rincón Chanona: Con el permiso de
la Presidencia. Estimadas compañeras diputadas, diputa-
dos, la iniciativa que hoy vengo a presentarles tiene un sus-
tancial fundamento: fortalecer un espacio público y social
de conservación, preservación y difusión democrática del
conocimiento, la enseñanza, la cultura y la información.
Me refiero al papel fundamental que tienen las bibliotecas
públicas, como ya lo ha manifestado la Unesco desde 1994.

Las bibliotecas públicas, esos lugares donde se guardaban
los libros —como lo definían en la antigüedad— se han
consolidado como un espacio para la conservación y pre-
servación de documentos, muchos de gran valor para la
memoria histórica de este país, y aun cuando se debe seguir
preservando este carácter, el rol de las bibliotecas públicas
debe trascender y pasar de ser la colección organizada de
libros y publicaciones impresas y periódicas u otra clase de
documentos, gráficos y audiovisuales, a un centro de desa-
rrollo democrático y comunitario, en donde se acuda con
plena libertad para hacer uso de su servicios con fines de
información, investigación, de educación o recreo.

Es decir, ser un epicentro y faro de difusión para el desa-
rrollo social, personal, comunitario y democrático, en don-
de el eje de conducción sea el derecho de la información.

El acceso al saber ya no está limitado a los muros de una
biblioteca, pues tenemos disponibles al alcance de un te-
clado un espacio virtual con abundancia de recursos. La bi-
blioteca pública no debe ser ajena a esta nueva realidad,
por lo que debe adaptarse en funcionamiento y servicio. No
para competir, sino para estar acorde a los tiempos de la so-
ciedad de la información y el conocimiento.

Siendo la biblioteca pública un espacio para la transmisión
de información, deberemos dotarla de la normatividad ne-
cesaria para que preste servicios y facilite sus recursos de
manera adecuada, atendiendo así las necesidades y reque-
rimientos de sus usuarios.

Las bibliotecas públicas en muchos municipios del país
—cuando las tienen— constituyen un instrumento funda-
mental y en ocasiones el único válido para hacer efectivo
el derecho a la información, a la cultura y a las nuevas tec-
nologías. Este solo hecho los convierte en un instrumento
básico para posibilitar un auténtico desarrollo cultural, so-
cial y económico de los mexicanos y de los municipios.

La biblioteca pública es algo incuestionable, al ser la en-
cargada de libre acceso de todas las personas al conoci-
miento, el pensamiento, la cultura y la información, valo-
ración que ha sido reconocida por la Unesco en su
manifiesto de 1994.

Compañeras legisladoras y compañeros legisladores, para
el Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alianza es im-
portante revalorar el papel de las bibliotecas públicas en la
sociedad del conocimiento, por lo que someto a la consi-
deración de esta soberanía la reforma al artículo 2o. de la
Ley General de Bibliotecas, para quedar como sigue:

Para los efectos de la presente ley se entenderá por biblio-
teca pública todo establecimiento que contenga un acervo
impreso o digital superior a 500 títulos, catalogados y cla-
sificados, que brinda de manera gratuita acceso a la infor-
mación y a los documentos del acervo de las diferentes
áreas del conocimiento humano, gracias a una serie de re-
cursos y servicios que ofrece de consulta y préstamo que se
encuentran a disposición de todos los miembros de la co-
munidad por igual, sean cuales fueren su raza, nacionali-
dad, edad, sexo, religión, idioma, discapacidad, condición
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económica y laboral y nivel de instrucción, en los términos
de las normas administrativas aplicables.

La biblioteca pública tendrá como finalidad facilitar recur-
sos informativos y prestar servicios mediante diversos
medios, con el fin de cubrir las necesidades de personas y
grupos en materia de instrucción, información y perfec-
cionamiento personal, comprendidas en actividades inte-
lectuales, de entretenimiento y ocio, que permitan a la po-
blación adquirir, transmitir, acrecentar y conservar en
forma libre el conocimiento de todas las ramas del saber.

Su acervo podrá comprender colecciones bibliográficas,
hemerográficas, auditivas, visuales, audiovisuales, digita-
les y, en general, cualquier otro medio que contenga infor-
mación afín. Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley General de
Bibliotecas, a cargo de la diputada Sonia Rincón Chanona,
del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La que suscribe, diputada federal Sonia Rincón Chanona
de la LXII Legislatura del honorable Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, integrante del Grupo Par-
lamentario de Nueva Alianza, en ejercicio de la facultad
conferida en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de conformidad
con lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
la consideración del pleno de la honorable Cámara de Di-
putados la presente iniciativa con proyecto decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley General
de Bibliotecas al tenor del siguiente:

Planteamiento

En varias ocasiones se ha citado que “todo deseo de futuro
nos lleva al encuentro del pasado, con nuestra historia”, si-
tuación que anima a cada una de nuestras acciones, pro-
yectos, ideas: no sólo a recordar el pasado sino a preser-
varlo, restituirlo y rehacerlo en la forma de nuevos y
distintos empeños. 

Y en razón a lo anterior, desde hace tiempo las bibliotecas
públicas han sido partícipes indiscutibles para el almacena-
miento, organización y acceso de la información tanto del
pasado como la actual, la cual queda a disposición de una
diversidad de público, con necesidades y características
únicas.

Al ser públicas, gozan de un lugar principal en la sociedad y
en el desarrollo cultural de los pueblos, empleando todos los
recursos a su alcance para satisfacer las necesidades de in-
formación de la localidad a la que sirven y con ello integrar-
se a la vida económica del país. 

En la década de los sesenta, al surgir las bases de datos lo-
cales, se creía que las bibliotecas desaparecerían; con la
aparición de los discos ópticos surgió la misma incertidum-
bre y con la llegada de Internet, se decía que las bibliotecas
y los bibliotecarios perderían su razón de ser, pues en la
gran Red todo se podría conseguir.

Una década después de la aparición del Internet, en las bi-
bliotecas podemos ver y apreciar con agrado que las pre-
dicciones sobre su desaparición no se han cumplido, sino
que estas tecnologías de información son sólo herramien-
tas de apoyo para las bibliotecas. 

Es decir, las bibliotecas públicas han estado y estarán pre-
sentes en la vida cultural, social, académica y económica
del país, apoyando a la sociedad como institución que res-
guarda la cultura, tradiciones y costumbres, y a su vez la
transmite a las nuevas generaciones.

En la actualidad, el desarrollo, los cambios políticos y
económicos que vive el mundo moderno y su impacto en
la vida de los países como el nuestro; muestra como las
bibliotecas públicas tienen un fuerte desafío, sobre todo
en lo que respecta a la democratización del acceso a la in-
formación y el flujo transfrontera de datos, lo que conlle-
va a una integración mundial de la información y una re-
valorización de la misma.

Uno de los retos que deben enfrentar las bibliotecas públi-
cas, es el de su equipamiento, modernización y actualiza-
ción, pues deben convertirse en verdaderos mecanismos de
transmisión de cultura, costumbres, tradiciones y expresio-
nes artísticas para los usuarios de las mismas.

Ahora bien, para cumplir con sus objetivos; las bibliotecas
públicas se encuentran frente a un desafío medular que le-
jos de lo imaginado, no es el de llegar a la punta tecnoló-
gica, sino el de mantenerse para evitar una desactualiza-
ción y con ello reducir la gran brecha de acceso a la
tecnología que día a día enfrentamos en muchos lugares de
nuestro México.

Asimismo ante esta realidad debemos fomentar el uso de
los libros como una materia prima de las bibliotecas, que
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no cederán ante las nuevas tecnologías, sino que serán for-
talecidos para su diseminación entre las comunidades, he-
cho que sin duda apoyará abiertamente el desarrollo y for-
talecimiento de lectores.

Con esta visión del libro, las bibliotecas públicas deben ser
un homenaje a la palabra escrita y de la misma manera de-
be existir una armonía entre el servicio y las colecciones,
sin descuidar en ningún momento la función primaria de la
misma y su participación ante la sociedad de la informa-
ción que día a día se integra en nuestro país.

De igual forma, la legislación bibliotecaria ha llevado a
nuestras bibliotecas públicas a contar con una base legal
que les permita un crecimiento ininterrumpido y un com-
promiso social con todos sus usuarios, pero además, es im-
portante la conformación de políticas nacionales de infor-
mación que afecten directamente este sector de la cultura.

Para ello, es imprescindible que las bibliotecas públicas se
transformen en auténticas unidades de información, actuali-
zadas, abiertas a la comunidad y con capacidad real de res-
puesta a las demandas de los usuarios, labor institucional
pero sobre todo compromiso personal de todos los que la-
boran en ellas, que en conjunto fortalecerán el sistema na-
cional de información.

Ya en algún momento, la UNESCO declaró: “Las bibliotecas
de todos los países del mundo, cualquiera que sea su fase de
desarrollo, pueden mejorar y todas tendrán fortalezas y debi-
lidades”, y ha sugerido que cuando las bibliotecas públicas no
puedan alcanzar los estándares recomendados, se fijen metas
que les permitan lograrlo.

En este sentido debemos trabajar, en la transformación de
las bibliotecas públicas en agentes más activos y eficaces
de la construcción de la sociedad de la información en Mé-
xico, aquella que utiliza de manera intensiva la informa-
ción en el desarrollo educativo, cultural, económico y so-
cial de todos sus ciudadanos, y de manera especial por la
formación de lectores.

Argumentos

Con esta iniciativa que presento ante Ustedes, les expongo
una deficiencia importante que señala el rezago con que
son vistas las bibliotecas públicas, y para muestra, hay que
partir de lo más esencial, su acepción dentro de la Ley Ge-
neral de Bibliotecas, donde su concepto y finalidad, pre-

vistos en el artículo 2 han quedado muy lejos de lo que
hoy se puede apreciar, ya que no se trata de un mueble
donde se colocan libros, tampoco de un servicio biblio-
tecario con el enfoque del derecho a la lectura, sino de
una instancia que permite acceder a información y do-
cumentación que ha sido resguardada y preservada por
su relevancia en la vida del país.

Por ello, debemos pugnar porque no solo se garantice el
derecho a la lectura, sino que se consolide el derecho a la
información. 

Esto significa que la Ley, desde su definición de biblioteca
pública, resulta insuficiente, pues no contiene los enuncia-
dos para garantizar a los sujetos la posibilidad de investi-
gar y recibir informaciones y opiniones en la biblioteca pú-
blica. 

Además, el acceso a la biblioteca pública, a sus recursos y
servicios, debe estar disponible, ser gratuito e igualitario,
de fácil utilización; sin embargo, al día de hoy, se puede
observar que las bibliotecas suelen poner restricciones al
acceso por omisión o comisión. 

Actualmente, en la Ley, se considera la accesibilidad social
cuando se señala que el conocimiento en todas las ramas
del saber es el tipo de información que se debe permitir ad-
quirir, transmitir, acrecentar y conservar en forma libre a la
población, pero, no distingue las necesidades de ciertos
grupos de la población que demandan recursos y servicios
especiales, como los indígenas, las mujeres, las comunida-
des religiosas, los grupos de jóvenes, etcétera.

Reiteramos que en la ley se debe introducir de manera im-
perante el enfoque del derecho a la información, invocan-
do de nueva cuenta la que proclama el Manifiesto de la
UNESCO en favor de las Bibliotecas Públicas; que cita: 

La libertad, la prosperidad y el desarrollo de la socie-
dad y de la persona son valores humanos fundamentales
que sólo podrán alcanzarse si ciudadanos bien informa-
dos pueden ejercer sus derechos democráticos y desem-
peñar un papel activo dentro de la sociedad. La participa-
ción constructiva y la consolidación de la democracia
dependen de una buena educación y de un acceso libre e
ilimitado al conocimiento, el pensamiento, la cultura y la
información. 
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La biblioteca pública, paso obligado del conocimiento,
constituye un requisito básico de la educación permanente,
las decisiones autónomas y el progreso cultural de la per-
sona y los grupos sociales. 

Por lo antes expuesto, someto a consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único: Se reforma el artículo 2 de la Ley Gene-
ral de Biblioteca, para quedar como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de la presente ley, se entende-
rá por biblioteca pública todo establecimiento que conten-
ga un acervo impreso o digital superior a quinientos títulos
catalogados y clasificados, que brinda de manera gratui-
ta, acceso a la información y a la documentación del
acervo de las diferentes áreas del conocimiento huma-
no, gracias a una serie de recursos y servicios que ofre-
ce de consulta y préstamo, que se encuentran a disposi-
ción de todos los miembros de la comunidad por igual,
sean cuales fueren su raza, nacionalidad, edad, sexo, re-
ligión, idioma, discapacidad, condición económica y la-
boral y nivel de instrucción, en los términos de las nor-
mas administrativas aplicables.

La biblioteca pública tendrá como finalidad facilitar recur-
sos informativos y prestar servicios mediante diversos
medios con el fin de cubrir las necesidades de personas y
grupos en materia de instrucción, información y perfec-
cionamiento personal comprendidas actividades intelec-
tuales, de entretenimiento y ocio, que permitan a la pobla-
ción adquirir, transmitir, acrecentar y conservar en forma
libre el conocimiento en todas las ramas del saber

Su acervo podrá comprender colecciones bibliográficas,
hemerográficas, auditivas, visuales, audiovisuales, digita-
les y, en general cualquier otro medio que contenga infor-
mación afín.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, los gobernadores
de los estados, así como el Jefe de Gobierno del Distrito
Federal, en el ámbito de sus respectivas competencias, con-

tarán con un plazo de seis meses, para adecuar los ordena-
mientos reglamentarios que correspondan, a las disposicio-
nes contenidas en este decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de abril de 2013.— Diputados:
Sonia Rincón Chanona, Lourdes Eulalia Quiñones Canales, Fernando
Bribiesca Sahagún, David Pérez Tejada Padilla, Víctor Oswaldo Fuen-
tes Solis, Ricardo Villarreal García, María Sanjuana Cerda Franco, Jo-
sé Pilar Moreno Montoya, Dora María Guadalupe Talamante Lemas,
Lucila Garfias Gutiérrez, Luis Antonio González Roldán, María Celia
Urciel Castañeda, Cristina Olvera Barrios, María Concepción Ramírez
Diez Gutiérrez, Leonor Romero Sevilla, José Angelino Caamal Mena,
María Carmen López Segura, Germán Pacheco Díaz, Gerardo Peña
Avilés, Josefina Salinas Pérez, Milkdret Marina Verde Avendaño, Dá-
maris Osorno Malpica, Karina Labastida Sotelo, Juan Carlos Uribe Pa-
dilla, Joaquina Navarrete Contreras, Enrique Alejandro Flores Flores,
Ramón Antonio Sampayo Ortiz, María Guadalupe Mondragón Gonzá-
lez, Alma Marina Vitela Rodríguez, Benito Caballero Garza, Sonia Ca-
talina Mercado Gallegos, Néstor Octavio Gordillo Castillo, Socorro de
la Luz Quintana León, Jorge Herrera Delgado, Adolfo Bonilla Gómez,
María Fernanda Schroeder Verdugo, Eligio Cuitláhuac González Farí-
as, Sergio Augusto Chan Lugo, Silvia Márquez Velasco, Rosalba Gua-
lito Castañeda, Blanca Estela Gómez Carmona (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada.

La diputada Lourdes Eulalia Quiñones Canales (desde
la curul): Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Dígame,
diputada.

La diputada Lourdes Eulalia Quiñones Canales (desde
la curul): Gracias, presidente. Una pregunta a la diputada
Rincón Chanona, si me permite suscribir la iniciativa con
ella, es muy importante.

El Presidente diputado José González Morfín: La dipu-
tada Rincón Chanona, no tiene inconveniente en que pue-
da suscribir su iniciativa. La dejamos en manos de la Se-
cretaría para que lo pueda hacer. Muchas gracias. Se turna
a la Comisión de Educación Pública y Servicios Educa-
tivos, para dictamen.

El diputado Víctor Oswaldo Fuentes Solís (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Sonido
en la curul del diputado Víctor Fuentes.
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El diputado Víctor Oswaldo Fuentes Solís (desde la cu-
rul): Usted es de casa y no me puedo quejar, pero ya tenía
un ratito levantando la mano.

El Presidente diputado José González Morfín: Dígame,
diputado.

El diputado Víctor Oswaldo Fuentes Solís (desde la cu-
rul): Evidentemente que una de las grandes asignaturas
pendientes que tenemos los gobernantes es precisamente la
promoción de la lectura. Somos uno de los países que me-
nos lee en el mundo; entonces, viene en muy buen mo-
mento la iniciativa presentada por la compañera y le solici-
to, si me permite, suscribirla.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. No tiene inconveniente y puede pasar a suscri-
birla a la Secretaría.

DIPUTADAS SUPLENTES QUE SE INCORPORAN

El Presidente diputado José González Morfín: Se en-
cuentran a las puertas de este recinto las ciudadanas Ga-
briela Eugenia Cortés Talamantes y Patricia Guadalupe Pe-
ña Recio, diputadas federales electas en la tercera
circunscripción plurinominal y distrito XI del estado de Ve-
racruz, respectivamente.

Se designa en comisión para que las acompañen en el acto
de rendir la protesta de ley para entrar en funciones a las si-
guientes diputadas y diputados: diputada Alma Jeanny
Arroyo Ruiz, diputada María Concepción Ramírez Diez
Gutiérrez, diputada Leonor Romero Sevilla, diputada Joa-
quina Navarrete Contreras, diputado Vicario Portillo Mar-
tínez, diputada Rosa Elba Pérez Hernández, diputado José
Antonio Hurtado Gallegos y diputada María Sanjuana Cer-
da Franco.

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: Se pide
a la comisión cumplir con este encargo.

(La comisión cumple su encargo)

Se invita a los presentes a ponerse de pie.

El Presidente diputado José González Morfín: Ciudada-
nas Gabriela Eugenia Cortés Talamantes y Patricia Guada-

lupe Peña Recio, ¿protestan guardar y hacer guardar la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
las leyes que de ella emanen, y desempeñar leal y patrióti-
camente el cargo de diputadas que el pueblo les ha confe-
rido, mirando en todo por el bien y prosperidad de la
Unión?

Las ciudadanas Gabriela Eugenia Cortés Talamantes y
Patricia Guadalupe Peña Recio: Sí, protesto.

El Presidente diputado José González Morfín: Si así no
lo hicieran, que la nación se los demande. 

Bienvenidas, compañeras. Muchas felicidades por su nue-
vo encargo.

LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma los artículos 2o., 7o.,
23 y 52 de la Ley General de Asentamientos Humanos. 

La Secretaria diputada Tanya Rellstab Carreto: «Dicta-
men de la Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamien-
to Territorial, con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 2o., 7o., 23 y 52 de la Ley General de Asentamientos
Humanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Terri-
torial, dictaminando con fundamento en lo dispuesto por
los Artículos 39 numerales 1 y 2, fracción XXI, 45 nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 80, 81, 82, 84, 85,
176, 177, 180, 182, y demás aplicables del Reglamento de
la Cámara de Diputados, presenta a la Honorable Asam-
blea, el siguiente dictamen.

De la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos.

Antecedentes

I. Con fecha 7 de febrero de 2013, el diputado federal Abel
Guerra Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
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lucionario Institucional, presentó ante el pleno de la Cáma-
ra de Diputados la iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos.

II. En la misma fecha la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados turnó a la Comisión de Desarrollo Urbano y Or-
denamiento Territorial para que procediera a su revisión y
a la elaboración del dictamen correspondiente.

Contenido de la iniciativa

I. El iniciante señala que: “el abundante flujo migratorio
del campo a la ciudad, iniciado a partir de la Revolución
Industrial, ha dado lugar a la proliferación de grandes ur-
bes, que albergan a millones de personas”.

Señala que nuestro país, durante el último siglo pasó de ser
predominantemente rural a uno fundamentalmente urbano.

II. Menciona que el pasado 15 de noviembre de 2012 di-
putadas y diputados de los Grupos Parlamentarios del PRI
y del PVEM presentaron una iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Asentamientos Humanos de la cual se de-
riva la transformación de la Secretaria de la Reforma Agra-
ria en la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Ur-
bano, menciona también que esta Secretaría además de la
materia agraria atenderá lo referente a asentamientos hu-
manos y que hasta antes de la reforma, le correspondían a
la Secretaría de Desarrollo Social.

III. Señala el diputado Guerra Garza, que las reformas a la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publi-
cadas en el Diario Oficial de la Federación el 02 de enero
del presente año, deben armonizar con la Ley General de
Asentamientos Humanos.

Consideraciones

I. Que de conformidad con el numeral 3 del artículo 39 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en relación con el artículo 41 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, esta Comi-
sión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial, es
competente para conocer de la iniciativa que pretende mo-
dificar la Ley General de Asentamientos Humanos.

II. El objetivo expreso de la iniciativa de estudio, es “ar-
monizar la Ley General de Asentamientos Humanos vigen-

te con la reformas a la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal publicada en el Diario Oficial de la Fede-
ración 2 de enero de 2013, estableciendo en aquellos artí-
culos que se establecía competencia a la Secretaría de De-
sarrollo Social (Sedesol) a la nueva Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano” (sic.).

III. Para cumplir con dicho objetivo, se propone reformar
los artículos 2, 7, 23 y 52 de la Ley General de Asenta-
miento Humanos, de manera tal que en los referidos dispo-
sitivos –en los que se alude el nombre de la Secretaría de
Desarrollo Social–, se sustituya éste por el de la Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano.

IV. No pasa por alto para esta dictaminadora el segundo pá-
rrafo del artículo quinto transitorio del Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal que,
para su pronta referencia se cita textualmente:

Quinto. Los derechos laborales del personal que, en vir-
tud de lo dispuesto en el presente Decreto, pase de una
dependencia a otra, se respetarán conforme a la ley.

Las menciones contenidas en otras leyes, regla-
mentos y en general en cualquier disposición, res-
pecto de las Secretarías cuyas funciones se refor-
man por virtud de este Decreto, se entenderán
referidas a las dependencias que, respectivamente,
adquieren tales funciones. Respecto de las atribu-
ciones de la Secretaría de la Función Pública, será
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público la que
determine, en su caso, si las mismas corresponden
a esta última dependencia o a las unidades de au-
ditoría preventiva.

Sin embargo, a fin de dar cumplimiento formal y legal a los
diferentes objetivos y atribuciones de la nueva Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano del gobierno de
la república se precisa adecuar el marco jurídico aplicable,
a fin de actualizarlo y otorgar certeza jurídica plena al ám-
bito de competencias y atribuciones de la Secretaría.

VII. Un segundo objetivo (no explícito) de la Iniciativa
en estudio, es el de actualizar los contenidos sustantivos
de la Ley General de Asentamientos Humanos, para ar-
monizarlos con las disposiciones de las recientes refor-
mas a la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral. Para ello, el legislador hace distintas propuestas de
reforma a los artículos 1, 3 y 7.
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Al respecto hay que hacer notar, que la técnica del legisla-
dor es la de incorporar al texto vigente de la Ley General
de Asentamientos Humanos atribuciones ya previstas en la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

De lo anterior, es de proceder solamente la reforma al artí-
culo 7o., primer párrafo, por las razones expuestas en el
considerando IV del presente dictamen.

Por lo que se refiere a las reformas en los artículos 1o. y
3o., no se estiman de proceder ya que la redacción pro-
puesta se considera imprecisa e inconexa.

En mérito de las razones y consideraciones expuestas, los
diputados integrantes de la Comisión de Desarrollo Urba-
no y Ordenamiento Territorial, se pronuncian a favor de la
iniciativa que se analiza con modificaciones, por lo que so-
meten a la consideración de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de

Decreto que reforma los artículos 2o., 7o., 23 y 52 de la
Ley General de Asentamientos Humanos

Artículo Único. Se reforman los artículos 2o., fracción
XVII; 7o., primer párrafo; 23, primer párrafo y 52, segun-
do párrafo, de la Ley General de Asentamientos Humanos,
para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a XVI. …

XVII. Secretaría: la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano.

XVIII. a XXI. …

Artículo 7o. Corresponden a la federación, a través de Se-
cretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, las
siguientes atribuciones:

I. a XVI. …

Artículo 23. La comisión de conurbación prevista en el
convenio a que se refiere el artículo anterior, tendrá ca-
rácter permanente y en ella participarán la federación, las
entidades federativas y los municipios respectivos. Dicha
comisión será presidida por un representante de la Secre-
taría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano y
funcionará como mecanismo de coordinación institucio-

nal y de concertación de acciones e inversiones con los
sectores social y privado.

…

Artículo 52. …

Asimismo, las secretarías de Hacienda y Crédito Público y
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano se coordina-
rán a efecto de que las acciones e inversiones de las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Fede-
ral cumplan en su caso, con lo dispuesto en esta Ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Salón de sesiones de la Comisión, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, Distrito Federal, a 21 de marzo de 2013.

La Comisión de Desarrollo Urbano y Ordenamiento Territorial,
diputados: Jorge Herrera Delgado (rúbrica), presidente; María Elena
Cano Ayala (rúbrica), Celia Isabel Gauna Ruiz de León (rúbrica), Abel
Guerra Garza (rúbrica), María Guadalupe Velázquez Díaz (rúbrica),
Felipe de Jesús Almaguer Torres (rúbrica), Alberto Díaz Trujillo (rú-
brica), Israel Moreno Rivera (rúbrica), Carla Alicia Padilla Ramos (rú-
brica), Manuel Rafael Huerta Ladrón de Guevara, secretarios; Brenda
María Izontli Alvarado Sánchez (rúbrica), Leticia Calderón Ramírez,
Ramón Montalvo Hernández (rúbrica), Gisela Raquel Mota, Dulce
María Muñiz Martínez (rúbrica), Silvia Márquez Velasco (rúbrica),
Adán David Ruiz Gutiérrez, Hugo Sandoval Martínez (rúbrica), Carlos
Sánchez Romero, Nelly del Carmen Vargas Pérez, Diana Karina Ve-
lázquez Ramírez, Martha Edith Vital Vera (rúbrica), Beatriz Eugenia
Yamamoto Cázares (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Tiene la
palabra, para fundamentar el dictamen por la comisión, el
diputado Jorge Herrera Delgado. Adelante, diputado.

El diputado Jorge Herrera Delgado: Con el permiso de
esta Presidencia; compañeras y compañeros diputados,
México se encuentra en un proceso de transición. Aquí he-
mos debatido y debatiremos las iniciativas que darán cau-
ce a los cambios que nuestro país precisa; una de esas
transformaciones es la urgencia de diseñar una estrategia
nacional, una política pública eficiente para estructurar un
adecuado ordenamiento territorial y un desarrollo urbano
eficaz.
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Para ello se presentó aquí la iniciativa que reforma y adi-
ciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal para que, entre otras cosas, se
transforme la Secretaría de la Reforma Agraria a la actual
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, a fin
de contar con una política integral que permita el ordena-
miento permanente y debidamente planificado del territo-
rio nacional. Tal iniciativa fue aprobada por esta Cámara el
22 de noviembre de 2012.

Así, el 7 de febrero, el diputado Abel Guerra Garza propu-
so a este pleno adecuar en la Ley General de Asentamien-
tos Humanos aquellas disposiciones que hacen referencia a
la Secretaría de Desarrollo Social y ajustarlas a las refor-
mas de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral, publicadas en el Diario Oficial de la Federación del
2 de enero del presente año, y ahora pueda leerse en el mar-
co jurídico vigente: Secretaría de Desarrollo Agrario, Te-
rritorial y Urbano.

Por ello, como así lo establece el propio dictamen, la apro-
bación de esta iniciativa tiene la finalidad de dar cumpli-
miento formal y legal a los diferentes objetivos y atribu-
ciones de la nueva Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano del gobierno de la República, ade-
cuando el marco jurídico aplicable, a fin de actualizarlo y
de otorgar certeza jurídica plena al ámbito de competencias
y atribuciones de esa Secretaría.

Recordemos que las ciudades son generadoras de oportuni-
dades, de conocimiento, de cultura y que brindan oportuni-
dad de empleo, mejoran la calidad de vida de los habitan-
tes y nos permiten convivir y generar cohesión social.

La ciudad es una máquina de innovación; es la creación
más grande del hombre que permite la convivencia de los
seres humanos.

Entre 2005 y 2010 prácticamente todo el crecimiento po-
blacional ocurrió en los 402 municipios que integran a las
115 ciudades más importantes del país. Durante este perio-
do en dichos municipios la población aumentó a casi 12
millones de habitantes, mientras que en todo el país el cre-
cimiento neto fue apenas de 9 millones de habitantes.

En otras palabras, en los restantes 2 mil 39 municipios del
país, en su mayoría rurales, la población disminuyó casi en
3 millones de habitantes. Esto quiero decir que las ciuda-
des concentran al 77 por ciento de la población del país. De
aquí, compañeras y compañeros, la importancia de seguir

trabajando a favor de un desarrollo urbano ordenado y sus-
tentable.

Compañeras y compañeros legisladores, les invito a votar
a favor del presente dictamen y con ello evitar confusiones
legales y además dar continuidad a las reformas que apro-
bamos el 22 de noviembre del año pasado. Es cuanto, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Está a discusión el dictamen en lo gene-
ral y en lo particular. Para fijar la postura de su grupo par-
lamentario tiene el uso de la voz la diputada Sonia Rincón
Chanona, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza.

La diputada Sonia Rincón Chanona: Con su permiso,
diputado presidente; honorable asamblea el Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza sabe que es necesario asegurar la
participación responsable de todos los mexicanos en el cui-
dado, la protección, la preservación y el aprovechamiento
racional de los recursos naturales en nuestro territorio, que
hagan posible el crecimiento económico y el desarrollo so-
cial, sin comprometer el patrimonio natural y la calidad de
vida de las futuras generaciones.

Por ello votaremos a favor de este dictamen que reforma la
Ley General de Asentamientos Humanos, porque conside-
ramos que es un imperativo realizar nuestra labor legislati-
va para generar las condiciones normativas necesarias que
regulen los asentamientos humanos y que estos se integren
de manera sostenible al medio ambiente que, en definitiva,
transformarán.

El propósito fundamental de este dictamen es armonizar la
Ley General de Asentamientos Humanos con la reforma a
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal en lo
relativo a la competencia de la nueva Secretaría de Desa-
rrollo Agrario, Territorial y Urbano, que de suyo ya es im-
portante al otorgar certeza jurídica plena en la materia.

Sin embargo, reconocemos que lo es más el hecho de brin-
dar a los mexicanos un instrumento jurídico acorde a la
realidad imperante y de cara a las nuevas circunstancias.
Nuestra población es ya fundamentalmente urbana y esta
característica demanda que la norma sea acorde a la reali-
dad, que regule y propicie las condiciones de integración y
respeto al medio ambiente.

También creemos que esta integración, en la que participan
de diversas maneras la sociedad y el sector privado, debe
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contar con la destacada participación de la federación, las
entidades federativas y los municipios, bajo un esquema de
sostenibilidad, y es ahí, en este campo, que reconocemos
las ventajas de la reforma que hoy se discute.

Como grupo parlamentario sabemos que armonizar las
competencias normativas en estos instrumentos jurídicos
es solo un paso muy necesario —reconocemos— para que
los actuales y futuros asentamientos humanos se integren
con armonía en el medio ambiente, por lo que estaremos
atentos al desempeño de la Secretaría de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano, contribuyendo en las discusiones
que sean necesarias para el beneficio de la población me-
xicana. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputada. Tiene ahora el uso de la voz el diputado
Manuel Huerta Ladrón de Guevara, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo.

El diputado Manuel Rafael Huerta Ladrón de Gueva-
ra: Con el permiso de la Presidencia. Representar a la ver-
dadera oposición del pueblo de México en este Congreso
es una acción de mucha tolerancia, de mucha prudencia y
de mucha capacidad propositiva.

Siendo este un tema en el cual en la ley de administración
pública federal argumentamos y sostuvimos un voto en
contra de manera permanente, el día de hoy no podía dejar
de argumentar en esta tribuna el sentido del voto que va-
mos a obsequiar por parte de la fracción del Partido del
Trabajo.

Esto, ¿en qué sentido? Porque hasta ahorita todavía en los
tiempos en que transcurren hasta a la generación del Plan
Nacional de Desarrollo, que en esta materia tiene que ge-
nerar el programa nacional de desarrollo urbano, los comi-
tés técnicos estatales, tenemos que estar al pendiente de la
actitud del gobierno federal.

Hay que reconocer que tuvimos como comisión una reu-
nión con el secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano, y en la plática le mostramos lo que hoy son nues-
tras preocupaciones, y en esta tribuna las reiteramos: nos
preocupa que el gobierno federal siga viendo solo la pro-
ducción privada de la vivienda y no acabe de comprender
que las ciudades la hacen los pobladores.

Acabamos de oír y tenemos aquí la presencia del profesor
Felipe Rodríguez, de la Unión Popular Revolucionaria

Emiliano Zapata, injustamente encarcelado, violentados
sus derechos humanos, y él es un gran constructor de la
ciudad, junto con todos los compañeros de esta organiza-
ción.

A este modelo de producción se le ha dado en llamar pro-
ducción social de la vivienda, del hábitat. Así se construye
el 70 por ciento de las ciudades, es la producción del pue-
blo la que está desarrollando permanentemente la ciudad y
resolviendo los problemas del hábitat en las distintas co-
munidades.

No queremos un gobierno federal que reprima, que crimi-
nalice las luchas sociales, como lo ha hecho en el caso del
profesor Felipe Rodríguez, de estas organizaciones, y de
las de otros lugares del país, sino que enfoque más su vi-
sión hacia la producción social de vivienda.

Decíamos porqué, y lo decimos con preocupación, porque
nos hablaban de las condiciones que el gobierno va a im-
poner a los desarrolladores en la política urbana, y nos ha-
cían ver que van a centrar su política en la verticalidad, en
lo intraurbano y la sustentabilidad, y ahí es donde vemos
parte de lo que sin duda vamos a seguir debatiendo como
una inconformidad nuestra de no centrar una política urba-
na.

Si bien estamos de acuerdo que debe ser intensiva la mate-
ria de vivienda, debe de ser orientada más bien a rescatar
espacios a las centralidades y no a estas franjas de ciudad,
donde hay más de 70 mil hectáreas disponibles en las ciu-
dades.

Es lo que nos preocupa, que con esta nueva Secretaría nos
quieran regresar a los años cuarenta, a tener un gran nego-
cio para la especulación urbana, un caudal de votos para
sus proyectos políticos del régimen y no para las solucio-
nes de la población.

Obviamente, también decía que en este marco de lo in-
traurbano, no podemos permitir que en la autonomía muni-
cipal se reviertan las facultades de los ayuntamientos, sino
encontrar mecanismos de conciliación para fomentar con
los gobiernos estatales y el gobierno federal y, sobre todo,
con las comunidades la posibilidad de tener un desarrollo
urbano armónico.

Aunque sabemos —y con esto culmino— que esto va a ser
difícil, por la naturaleza del régimen y de la administración
pública federal.
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El Partido del Trabajo, en mi voz, va a obsequiar un voto a
favor, con la salvedad de que es una reforma ya de forma,
de nada más cambiarle el nombre, y por eso era muy im-
portante argumentar el sentido de nuestro voto, el porqué
no queremos que se nos acuse ahora de obstaculizar las la-
bores administrativas del gobierno federal, lo vamos a vo-
tar a favor, pero vamos a estar muy atentos al seguimiento
y al cumplimiento de una política urbana que beneficie a
los pobladores. Es todo.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz el diputado José Luis
Valle Magaña, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciu-
dadano.

El diputado José Luis Valle Magaña: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras, compañeros legisladores, los
pocos que estamos aquí presentes. En el Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano consideramos positivo el
que sea tratado este tema tan importante, que tiene que ver
con los asentamientos humanos; sin embargo, sostenemos
que no es un suficiente con la mera sustitución de nombres
de secretarías para resolver los graves problemas que mi-
llones de mexicanas y mexicanos viven todos los días por
la falta de planeación y, sobre todo, por el descuido, por la
irresponsabilidad y corrupción con la que diferentes órde-
nes de gobierno han permitido la proliferación de miles de
asentamientos humanos, que no cuentan —en muchos ca-
sos, en la mayoría de ellos— ni siquiera con los más ele-
mentales servicios que garanticen una vida digna a la que
tienen derecho todas las ciudadanas y todos los ciudada-
nos.

Es importante que esta dependencia aplique una visión in-
tegral de desarrollo en comunidades rurales y urbanas, con
una perspectiva integral del desarrollo de las ciudades y
centros comunitarios, de organizar el aprovechamiento de
recursos territoriales, como sustento para la generación y
reorganización de la política de asentamientos humanos.

Esperemos que la sustitución de nombres tenga también
una repercusión real en las políticas aplicadas para comba-
tir el problema de los asentamientos irregulares. El gobier-
no debe de estar consciente que esta Secretaría debe con-
vertirse en un verdadero órgano de regulación de usos y de
orientación de desarrollo regional.

Actualmente nuestro país no cuenta con políticas funciona-
les en lo que respecta a usos de suelos, gestión de servicios
públicos de agua y de manejo de cuentas, en materia de

transportes y manejo de residuos. Carecemos de proyectos
de infraestructura para energías renovables. Hay demasia-
dos conflictos con propietarios de tierra, lo cual provoca
inseguridad, violencia y destrucción de nuestros recursos
naturales.

Hoy en día las instituciones de propiedad agraria deben
convertirse en sujetos responsables de gestionar bienes pú-
blicos nacionales; sin embargo, no solo se trata de otorgar
títulos de propiedad al por mayor, se debe implementar una
política social de desarrollo integral que conduzca al reor-
denamiento territorial, tanto rural como urbano, y así lograr
que los asentamientos poblacionales adquieran una verda-
dera dimensión humana, aseguren su sustentabilidad y dis-
posición de recursos y servicios necesarios que hagan que
la vida de sus habitantes sea productiva y autosustentable.

Por lo anterior, los diputados del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano apoyamos este dictamen, ya que
nos parece prudente que se pueda armonizar la Ley de
Asentamientos Humanos con la reforma publicada recien-
temente , sobre todo, que esta armonización se traduzca en
mejores condiciones de vida para toda la población.

Quiero comentar también —para concluir mi interven-
ción— que en la experiencia que tuvimos estando al frente
de un municipio de los Altos de Jalisco, como es el muni-
cipio de Arandas, vivimos de manera muy directa la pro-
blemática que existe precisamente alrededor de los fraccio-
namientos irregulares, donde —como lo dije hace un
momento— miles de ciudadanos viven en condiciones ver-
daderamente deplorables.

Es importante —concluyo con esto— que este dictamen al
que estamos nosotros dándole nuestro voto a favor, se tra-
duzca en que estas ciudadanas y ciudadanos mejoren sus
condiciones de vida. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz la diputada Carla
Alicia Padilla Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde.

La diputada Carla Alicia Padilla Ramos: Con su venia,
señor presidente. Debido a que en las últimas décadas Mé-
xico ha sufrido un acelerado proceso de transformación a
través del cual pasó de ser un país fundamentalmente rural
a uno urbano y se incrementaron considerablemente los
flujos migratorios del campo a la ciudad, la expansión des-
ordenada de los centros de población urbana hizo cada vez
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más evidente y problemática la necesidad de regular este
fenómeno, que nos llevó a proponer reformas a la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal con la finali-
dad de dar una respuesta a esta situación.

Con la reforma en comento, se estableció que la Secretaría
de la Reforma Agraria se transformaría en la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Además, se deter-
minó que la recién creada Secretaría seguiría teniendo la
responsabilidad de resolver los conflictos agrarios del país,
vigilar el debido desarrollo de la propiedad agraria y man-
tener las políticas de conciliación con grupos campesinos
en conflicto, del mismo modo que impulsaría, en todo el
país, políticas para el crecimiento.

La nueva Secretaría tiene atribuciones para resolver los
conflictos del campo, pero también deberá estar atenta a
los conflictos que surjan en las ciudades, en las que por la
falta de reserva territorial que aqueja a muchas localidades
el crecimiento urbano invade ejidos y comunidades, con lo
cual se genera especulación y corrupción; es decir, además
de la materia agraria a la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano se le transfieren las atribuciones que
antes correspondían a la Secretaría de Desarrollo Social, en
materia de asentamientos humanos.

En este tenor, los cambios descritos han implicado, de mo-
do directo, todo el contexto del orden jurídico, por lo cual
se hace necesario sistematizarlo para darle coherencia.

Tradicionalmente se expresa que toda norma prevista en el
orden jurídico, que tenga carácter general, como es el caso
de las leyes federales, leyes locales, los tratados o regla-
mentos, o bien tenga carácter particular, como por ejemplo,
las circulares o decretos, deben contar con un respaldo el
cual será su fuente de validez.

En este sentido, las normas deben ser siempre consistentes,
siendo la norma inferior una que tendrá apoyo argumenta-
tivo en la superior y ésta en otra, y así sucesivamente has-
ta llegar a la Carta Magna.

Así pues, para garantizar la coherencia y sistematización
del derecho se deben establecer cambios específicos en las
normas cuya validez fue afectada por las modificaciones a
la Ley Orgánica de la Administración Pública.

Por lo anteriormente expuesto, mi grupo, el Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista, expresamos nuestra
total conformidad con el proyecto de decreto que reforma

diversas disposiciones de la Ley General de Asentamientos
Humanos, con la finalidad de armonizar lo establecido en
ésta con las demás disposiciones jurídicas en las que se ata-
ñe a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Hu-
mano, con ello se adecuarían lógica y sistemáticamente las
normas en comento, con los cambios realizados a la ley re-
glamentaria de la administración pública federal. Es cuan-
to, señor presidente. Muchas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputada. Finalmente, tiene el uso de la tribuna la diputada
Celia Isabel Gauna Ruiz de León, del Grupo Parlamentario
del PRI.

La diputada Celia Isabel Gauna Ruiz de León: Con el
permiso de la Presidencia. Honorable asamblea, el pasado
miércoles 6 de febrero fue presentada por el diputado Abel
Guerra Garza, del Grupo Parlamentario del PRI, una ini-
ciativa para reformar y adicionar diversas disposiciones de
la Ley General de Asentamientos Humanos.

En su exposición de motivos alude a la transformación de
la Secretaría de la Reforma Agraria en la nueva Secretaría
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, que fue apro-
bada por las modificaciones de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, aprobada ya por el Congreso
de la Unión y publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 2 de enero de este año.

Cabe mencionar que con esa reestructuración de la admi-
nistración pública federal a Sedatu se le asignaron nuevas
atribuciones, además de las relacionadas con la materia
agraria, las relativas a la materia de asentamientos huma-
nos, desarrollo regional y urbano, que antes le correspon-
dían a la Secretaría de Desarrollo Social.

Por ello, una de las nuevas tareas de la nueva dependencia
tiene que ver con el reconocimiento del perfil predominan-
temente urbano, que hoy caracteriza a la población de
nuestro país, en un marco donde la mitad de la tenencia de
la tierra proviene del régimen agrario. Se integra así bajo la
responsabilidad de una sola dependencia del Ejecutivo fe-
deral los elementos para formular, conducir las políticas
que tienen que ver con el tránsito de la propiedad rural al
espacio urbano.

El propósito es poner orden y límite al crecimiento de
nuestras ciudades, evitando la construcción de conjuntos
habitacionales en espacios suburbanizados, sin servicios y
sin calidad, que hemos atestiguado en los últimos años.
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Uno de los instrumentos fundamentales de la nueva depen-
dencia para cumplir con estas responsabilidades a su cargo
lo constituye la planeación, regulación de los procesos de
fundación, crecimiento, mejoramiento, conservación de los
centros de población, que determina la Ley General de
Asentamientos Humanos.

Por lo anterior, uno de los objetivos de la iniciativa que co-
mentamos es armonizar y actualizar sus disposiciones con
las reformas de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, estableciendo expresamente la competencia
de la nueva Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano.

Entre otros elementos la iniciativa también propone am-
pliar los objetivos fundamentales de la ley general para
propiciar condiciones de armonía y orden en el desarrollo
territorial del país, para su aprovechamiento óptimo y ge-
neración de bienestar, y vida digna, en todos sus ámbitos:
agrario, urbano, ejidos y comunidades, centros de pobla-
ción en general, ciudades, áreas metropolitanas, desarrollo
regional y de vivienda.

Se propone determinar que el ordenamiento territorial de
los asentamientos humanos y el desarrollo urbano de los
centros de población tenderán a mejorar el nivel y calidad
de vida de la población rural y urbana, mediante una visión
integral entre ámbitos agrario y urbano, con el objetivo de
que efectivamente el territorio y sus desarrollos contribu-
yan con su óptimo aprovechamiento en el bienestar de la
sociedad.

Otras propuestas de la iniciativa tiene que ver con precisar
y desplegar atribuciones de la Sedatu en materia de asenta-
mientos humanos y desarrollo urbano del país, entre las
que destacan las de generar políticas públicas respecto del
aprovechamiento del territorio, de la canalización de las
energías en el ámbito agrario, así como la conformación de
programas de vanguardia que permitan definir criterios pa-
ra lograr el armónico desarrollo de las ciudades en expan-
sión y de las áreas metropolitanas, con un enfoque integral
de la infraestructura, los servicios, el medio ambiente, la
vivienda y el desarrollo regional sustentable.

Por todo esto el Grupo Parlamentario del PRI se pronuncia
a favor del dictamen. Gracias, compañeras diputadas y
compañeros diputados; muchas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias a usted, diputada. En virtud de que no se ha reser-

vado ningún artículo para su discusión en lo particular, voy
a pedirle a la Secretaría que abra el sistema electrónico de
votación, por cinco minutos, para recoger la votación no-
minal en lo general y en lo particular del proyecto de de-
creto.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado José González Morfín: Les da-
mos la más cordial bienvenida a un grupo de jóvenes uni-
versitarios de la Alianza Estudiantil Universitaria, de Ciu-
dad Juárez, Chihuahua, que están hoy aquí en la sesión,
invitados por los diputados Carlos Fernando Angulo Parra,
Jorge Iván Villalobos Seáñez y Rocío Esmeralda Reza Ga-
llegos. Bienvenidos a esta sesión de la Cámara de Diputa-
dos.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Se pide
el voto de viva voz de la diputada Patricia Guadalupe Peña
Recio y de la diputada Gabriela Eugenia Cortés Talaman-
tes.

La diputada Patricia Guadalupe Peña Recio (desde la
curul): A favor.

La diputada Gabriela Eugenia Cortés Talamantes (des-
de la curul): A favor.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Ciérrese
el sistema de votación. Se emitieron 395 votos en pro, 2
abstenciones y 0 en contra.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. Aprobado por 395 votos en lo general y en lo
particular el proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 2o., 7o., 23 y 52 de la Ley General de Asentamien-
tos Humanos. Pasa al Senado de la República, para sus
efectos constitucionales.
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MINUTO DE SILENCIO

El Presidente diputado José González Morfín: Antes de
iniciar la discusión del siguiente dictamen, quiero hacer del
conocimiento de la asamblea que el diputado Silvano Au-
reoles, coordinador del Grupo Parlamentario del PRD, ha
solicitado a la Mesa Directiva, y la Mesa Directiva hace su-
ya la propuesta, de que podamos guardar un minuto de si-
lencio por el fallecimiento de Luis Tomás Cervantes Cabe-
za de Vaca, líder del movimiento estudiantil de 1968, que
el día de ayer falleció a la edad de 70 años.

Ruego a todos los presentes nos pongamos de pie para
guardar un minuto de silencio en su memoria.

(Un minuto de silencio)

Descanse en paz.

CODIGO DE COMERCIO

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma el artículo 1070 del
Código de Comercio. 

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: «Dicta-
men de la Comisión de Economía, con proyecto de decre-
to que reforma el artículo 1070 del Código de Comercio

Honorable Asamblea:

A las Comisión de Economía de la LXII Legislatura de la
Cámara de Diputados fue turnada, para el estudio, análisis
y dictamen correspondientes, la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 1070 de Código de
Comercio, a cargo del diputado Juan Manuel Gastélum
Buenrostro, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional,
el 30 de octubre de 2012.

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 39 y 45, numeral 6, inciso e), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, en re-
lación con los diversos 80, numeral 1, fracción I, 85 y 157,
numeral 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta asamblea el pre-
sente dictamen, al tenor de los siguientes

I. Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados
el 30 de octubre de 2012 se presentó al pleno la iniciativa
con proyecto de decreto a cargo del diputado Juan Manuel
Gastélum Buenrostro, del Grupo Parlamentario de Acción
Nacional, que se menciona en el exordio del presente dic-
tamen.

Segundo. En misma fecha, el presidente de la Mesa Direc-
tiva acordó dar el siguiente trámite: “Túrnese a la Comi-
sión de Economía”.

II. Descripción de la iniciativa

El legislador plantea que el objetivo de su iniciativa es la
disminución de los costos de los juicios para los particula-
res, a través de eliminar la obligatoriedad de publicar un
emplazamiento de edicto, en medios de comunicación im-
presos de circulación nacional, dejando únicamente la obli-
gación de publicarlos en medios de circulación amplia en
el nivel local/estatal.

La reforma puede apreciarse en el cuadro siguiente:

Consideraciones

Primera. Los diputados que integran la Comisión de Eco-
nomía reconocen la intención de la iniciativa de impulsar
la mejora regulatoria en el ámbito comercial, y con esta, fa-
cilitar las actividades legales de los particulares.
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Segunda. Los diputados que integran esta comisión consi-
deran acertadas las propuestas de modificación a la ley, ya
que coinciden en la importancia que reviste para la econo-
mía la mejora regulatoria y la simplificación de los trámi-
tes que enfrentan los sectores productivos nacionales.

Tercera. Las Comisiones Unidas de Economía, y de Ha-
cienda y Crédito Público dictaminaron positivamente
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adi-
ciona y deroga diversas disposiciones del Código de Co-
mercio; y de las Leyes General de Sociedades Mercan-
tiles, de Sociedades de Inversión, General de Títulos y
Operaciones de Crédito, Federal de Derechos, y Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, a cargo del
diputado José Arturo Salinas Garza, del Grupo Parla-
mentario del PAN, presentada el 11 de octubre de 2012.

Cuarta. La arriba citada iniciativa tuvo entre sus prin-
cipales objetivos:

1. Simplificar los procesos administrativos que rigen la
actividad mercantil, de tal manera que los requisitos co-
mo las publicaciones de las sociedades mercantiles,
convocatorias a asambleas y estados financieros, entre
otros, se realicen de manera electrónica; y

2. Suprimir los costos y reducir las cargas administrati-
vas relacionadas con la realización de publicaciones en
medios impresos.

Respecto del uso de tecnologías de la información para rea-
lizar las publicaciones obligatorias, la iniciativa del dipu-
tado Salinas aprobada por esta comisión contempla especí-
ficamente en el artículo 34 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal que la Secretaría de Eco-
nomía pueda

XXXI. Determinar y operar el sistema electrónico en el
que deberán realizarse las publicaciones que establez-
can las leyes mercantiles;

En este sentido y con el objetivo de dotar de certidum-
bre jurídica a la utilización de este tipo de publicacio-
nes, en la iniciativa del diputado Salinas se establece la
adición del artículo 1061 Bis del Código de Comercio,
y que a la letra dice:

Artículo 1061 Bis. En todos los juicios mercantiles se re-
conoce como prueba la información generada o comuni-
cada que conste en medios digitales, ópticos o en cual-

quier otra tecnología. Su valor probatorio se regirá con-
forme a lo previsto por el artículo 210-A del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles.

Quinta. Los integrantes de esta comisión consideran que la
próxima creación y puesta en marcha de la herramienta in-
formática gratuita por parte de la Secretaría de Economía
para difundir las publicaciones, representa un paso muy
importante para minimizar los costos y para extender el al-
cance de la publicación a prácticamente cualquier lugar del
país y del mundo.

Sexta. La que dictamina considera entonces pertinente
continuar en la dirección de simplificación de procesos y
disminución de costos planteados por los diputados Gasté-
lum y Salinas. Lo anterior, utilizando las herramientas dis-
ponibles de las tecnologías de la información.

Por tanto, entiende como conveniente adecuar la iniciativa
en comento, eliminando el uso de medios nacionales im-
presos para realizar la publicación referida en el artículo
1070 del Código de Comercio, sustituyéndola por la publi-
cación electrónica en el sitio virtual de la Secretaría de
Economía.

Por lo expuesto y fundado, los integrantes de la comisión
que suscriben se permiten someter a consideración de esta
honorable asamblea la aprobación del siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 1070 de Código
de Comercio

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artículo
1070 del Código de Comercio, para quedar como sigue:

Artículo 1070. Cuando se ignore el domicilio de la persona
que debe ser notificada, la primera notificación se hará pu-
blicando la determinación respectiva gratuitamente en el
sistema electrónico administrado por la Secretaría de
Economía referido en la fracción XXXI de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, y tres veces
consecutivas en un periódico local del Estado o del Distri-
to Federal en que el comerciante deba ser demandado.

…
…
…
…
…
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Economía contará con el plazo
de un año contado a partir del día siguiente de la publica-
ción del presente decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción, para establecer mediante publicación en este medio
de difusión, el sistema electrónico señalado en el artículo
1070.

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, marzo de
2013.

La Comisión de Economía, diputados: Mario Sánchez Ruiz, Amira
Gricelda Gómez Tueme, Salvador Romero Valencia, Jesús Antonio
Valdés Palazuelos, Maricela Velázquez Sánchez, Juan Carlos Uribe Pa-
dilla, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares, Mario Rafael Méndez Mar-
tínez, Yesenia Nolasco Ramírez, Rubén Acosta Montoya, Lilia Aguilar
Gil, Edilberto Algredo Jaramillo, Carlos Fernando Angulo Parra, Adol-
fo Bonilla Gómez, Eloy Cantú Segovia, José Ignacio Duarte Murillo,
Rubén Benjamín Félix Hays, Carlos Alberto García González, Ana Li-
lia Garza Cadena, José Ángel González Serna, Noé Hernández Gonzá-
lez, Víctor Manuel Jorrín Lozano, Carlos Augusto Morales López, Sil-
via Márquez Velasco, Adolfo Orive Bellinger, Elvia María Pérez
Escalante, Fernando Salgado Delgado, José Arturo Salinas Garza, Gui-
llermo Sánchez Torres, Fernando Zamora Morales (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Para fun-
damentar el dictamen por la comisión, tiene el uso de la tri-
buna el diputado Carlos Augusto Morales López, hasta por
cinco minutos. No se encuentra en el pleno.

En consecuencia, está a discusión el dictamen en lo gene-
ral y en lo particular. Para fijar la posición del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano tiene el uso de la
voz el diputado Juan Luis Martínez Martínez.

El diputado Juan Luis Martínez Martínez: Con su ve-
nia, presidente. El párrafo primero del artículo 17 constitu-
cional contempla expresamente que ninguna persona podrá
hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para re-
clamar su derecho.

Lo anterior implica que en caso de darse un conflicto de in-
tereses entre los diferentes sujetos de derecho estos debe-
rán buscar solucionarlo, en atención con las reglas proce-
sales preestablecidas.

Innegable es que las leyes no pueden ser inflexibles y que
éstas deben adecuarse a las exigencias, así como contem-
plar el mayor número de supuestos en los que se pueden
encontrar los destinatarios de las mismas.

Todo procedimiento jurisdiccional está determinado por
elementos fundamentales; uno de éstos y posiblemente de
los más importantes es la notificación, pues es a través de
este acto procesal que se les comunica a las partes dentro
de un litigio el contenido de toda resolución con carácter
judicial.

En términos generales, dentro de nuestro marco jurídico
existen dos tipos de notificación, la personal y la no perso-
nal. Las notificaciones por edictos es un medio por el cual
se puede hacer del conocimiento de las partes las determi-
naciones dictadas en el proceso e incluso sobre la interpo-
sición de demandas a aquellas personas de quienes se ig-
nora su domicilio, están ausentes o se desconoce el lugar
en el que se encuentran.

Cierto es que las notificaciones por edictos tienen un uso
restringido en nuestras formas adjetivas, máxime cuando
se trata de la primera notificación con motivo de la proble-
mática que esto pueda llegar a representar para las partes
en un juicio, las cuales pueden poner en riesgo el propio
ejercicio de los derechos procesales de las personas o in-
cluso ir en contra del estado de derecho.

Consideramos que la medida propuesta en el dictamen a
discusión atiende primordialmente a dos aspectos; el pri-
mero, es la vigencia del propio derecho, así como el acce-
so a la justicia pronta y expedita; el segundo, es económi-
co, pues al eliminar la obligatoriedad de publicar las
notificaciones en periódicos de cobertura nacional y con la
gratuidad del sistema electrónico habrá una considerable
reducción en costos.

Es por ello que los integrantes del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano nos pronunciamos a favor del pre-
sente dictamen. No podemos permitir que esta prerrogativa
sea utilizada de forma temeraria e infundada en atención a
intereses personales; es decir, que solo se debe echar mano
de esta previa certificación de que no pudo hacerse la noti-
ficación personal y habiéndose comprobado fehaciente-
mente que alguna persona no tenga domicilio fijo o se ig-
nore dónde se encuentre.

Sin embargo, debemos mencionar que nuestra responsabi-
lidad como legisladores es la creación de leyes eficaces que
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fomenten un trato igualitario y no como se da en los tiem-
pos actuales, que la gran parte de las reformas que se han
dictaminado en este pleno han sido al vapor, se ha actuado
por consigna, como sucedió con la reforma laboral, como
sucedió con la reforma educativa.

Es por ello que con justa razón los maestros y los padres de
familia están sumamente inconformes, a lo cual nos suma-
mos los del Partido Movimiento Ciudadano, en esta lucha
histórica que están emprendiendo por defender sus dere-
chos. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. No habiendo otra intervención solicita-
da, le pido a la Secretaría que abra el sistema electrónico de
votación, por cinco minutos, para recoger la votación en lo
general y en lo particular.

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular.

(Votación)

De viva voz.

La diputada Gabriela Eugenia Cortés Talamantes (des-
de la curul): A favor.

La diputada Patricia Guadalupe Peña Recio (desde la
curul): A favor.

El diputado Jorge Iván Villalobos Seáñez (desde la cu-
rul): A favor.

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: Ciérrese
el sistema de votación electrónico. Se emitieron 400 votos
a favor, 0 en contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado José González Morfín: Aproba-
do en lo general y en lo particular por 400 votos el pro-
yecto de decreto que reforma el artículo 1070 del Códi-
go de Comercio. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

CODIGO DE COMERCIO

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona un párrafo tercero al
artículo 1414 Bis 7 del Código de Comercio. 

El Secretario diputado Xavier Azuara Zúñiga: «Dicta-
men de la Comisión de Economía, con proyecto de decre-
to que adiciona un párrafo tercero al artículo 1414 Bis 7 del
Código de Comercio

Honorable Asamblea:

La Comisión de Economía correspondiente a la LXII Le-
gislatura, con fundamento en los artículos 39 y 45, nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, así como 66, 68,
95, 157 y 158, numeral 1, fracción IV, del Reglamento de
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se abo-
có al estudio y análisis de la iniciativa mencionada, al te-
nor de lo siguiente:

Antecedentes

1. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados el 18
de octubre de 2012, el diputado Jorge Francisco Soto-
mayor Chávez, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, presentó una iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
1414 Bis 7 del Código de Comercio.

2. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el si-
guiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Contenido y objeto de la iniciativa

La iniciativa pretende reformar el Código de Comercio,
con los objetivos siguientes:

• Establecer la obligación del actor de demostrar feha-
cientemente que se realizó una consulta al Registro Úni-
co de Garantías Mobiliarias; y

• Asentar el resultado de la misma en su escrito inicial de
demanda a fin de garantizar el derecho de audiencia de
un probable tercero perjudicado. Obligar al juez a reali-
zar la notificación correspondiente.
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Consideraciones

El 27 de agosto de 2009 se estableció el Registro Único de
Garantías Mobiliarias (RUG), siendo consecuencia de re-
formar el Código del Comercio. El RUG es una sección del
Registro Público de Comercio, a cargo de la Secretaría de
Economía (SE), en el cual las personas podrán inscribir to-
do tipo de garantías mobiliarias, privilegios especiales, de-
rechos de retención sobre bienes muebles para garantizar
cualquier crédito y su finalidad es potenciar el uso de bie-
nes muebles como garantías para que las micro, pequeñas
y medianas empresas obtengan financiamiento en mejores
condiciones, estimulando la inversión, el crecimiento y la
competitividad de la economía.

Las características del Registro Único de Garantías Mobi-
liarias son las siguientes:

• Es una herramienta para el acceso al crédito, que esti-
mula la penetración en sectores que hasta ahora no ha-
bían sido atendidos;

• Brinda a los acreedores mayor certeza jurídica, permi-
tiendo la identificación eficiente de los bienes otorgados
en garantía y la prioridad entre acreedores;

• Permite abonar a la transparencia de las transacciones,
evitando asimetrías de información; y

• Permite agilizar el procedimiento registral, convirtién-
dolo en digital (antes en papel y en ventanilla), redu-
ciendo tiempos (antes el promedio nacional ascendía a
17 días) y costos (antes el promedio nacional del monto
de derechos ascendía a 2 por ciento sobre el monto del
crédito).

En el RUG también están establecidas las diversas opera-
ciones que pueden realizarse en el marco de la garantía mo-
biliaria, tales como

• Aviso preventivo;

• Inscripción de garantía mobiliaria;

• Modificación de registro;

• Transmisión de garantía mobiliaria;

• Rectificación por error;

• Renovación de vigencia;

• Cancelación de la garantía mobiliaria;

• Anotación de resoluciones de instancias de autoridad;
y

• Consulta y solicitud de certificación.

En consecuencia, presentar el RUG como un registro per-
mite mayor seguridad y certeza jurídica de los derechos de
crédito que recaían sobre los bienes muebles, facilitando
una mayor publicidad de dichas garantías. Empero, en aná-
lisis de los preceptos que regulan el RUG, uno de los pro-
blemas que se presentan es cuando no existe un dispositivo
legal que establezca la obligación de consultarlo tanto para
los gobernados como las autoridades jurisdiccionales. Con
ello, el principal momento de conflicto es en el momento
en que se elabora una demanda donde se reclama el pago
del crédito y se desconoce la existencia de los derechos de
terceros. El conflicto se agrava cuando ya existe sentencia
y comienza el pago del crédito, dicha situación llevará a fu-
turos juicios de amparo donde además del objeto de la ga-
rantía, también se le podría exigir al juzgador el pago de
daños y perjuicios por la omisión de su derecho en el pro-
ceso, ya que no se toma en cuenta el registro que un acre-
edor inscribió con el fin de hacerlo oponible a terceros.

Así, la importancia de la protección hace oponible frente a
terceros las garantías mobiliarias desde el momento de su
inscripción además de que permite definir la antelación en-
tre acreedores: primero en registro primero en derecho.

Con lo expuesto se puede decir que existe una necesidad de
fortalecimiento del RUG, en cuanto a establecer de forma
obligatoria el registro por parte de los acreedores, institu-
ciones financieras de una garantía mueble en el RUG, pa-
ra que dicha consulta esté disponible en el sitio y cuando se
presente o exista otro acreedor él tenga la información de
las posibles garantías muebles anteriormente ya registra-
das. Consecuentemente se evitarían posibles daños a terce-
ros. En estos términos se plasmarían las características y
funciones del RUG, como la disposición de información,
identificación de los bienes muebles logrando así mayor
transparencia de las transacciones y mayor certidumbre ju-
rídica.

En conclusión, los integrantes de la Comisión de Economía
coinciden con el promovente en la propuesta presentada la
iniciativa, ya que la inscripción ayuda a saber si el bien es-
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tá o no libre de gravámenes o anotaciones preventivas y
ahora no se podrá saber si los tiene o no si no es obligato-
rio en un procedimiento.

De igual forma, esta dictaminadora reconoce que la función
principal del juzgador es procurar la administración de justi-
cia y reducir el riesgo de los individuos de ser perjudicados
en este caso en los procedimientos de ejecución de garantías
mobiliarias y de la probable violación del derecho de au-
diencia de un tercer interesado.

Con el análisis descrito arriba, los integrantes de la Comi-
sión de Economía consideran que puede aprobarse la cita-
da iniciativa, por lo que presentan a la honorable asamblea
el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero al ar-
tículo 1414 Bis 7 del Código de Comercio

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero al artículo
1414 Bis 7 del Código de Comercio, para quedar como si-
gue:

Artículo 1414 Bis 7. …

…

El actor deberá demostrar fehacientemente que realizó
una consulta al Registro Único de Garantías Mobilia-
rias, y establecer en su escrito inicial de demanda el re-
sultado de la misma. Lo anterior a fin de garantizar el
derecho de audiencia de un probable tercero perjudica-
do. En su caso, el juez deberá realizar la notificación co-
rrespondiente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, marzo de 2013.

La Comisión de Economía, diputados: Mario Sánchez Ruiz (rúbri-
ca), Amira Gricelda Gómez Tueme (rúbrica), Salvador Romero Valen-
cia (rúbrica), Jesús Antonio Valdés Palazuelos (rúbrica), Maricela Ve-
lázquez Sánchez (rúbrica), Juan Carlos Uribe Padilla (rúbrica), Beatriz
Eugenia Yamamoto Cázares (rúbrica), Mario Rafael Méndez Martínez
(rúbrica), Yesenia Nolasco Ramírez (rúbrica), Rubén Acosta Montoya
(rúbrica), Lilia Aguilar Gil (rúbrica en abstención), Edilberto Algredo

Jaramillo (rúbrica), Carlos Fernando Angulo Parra (rúbrica), Adolfo
Bonilla Gómez (rúbrica), Eloy Cantú Segovia (rúbrica), José Ignacio
Duarte Murillo (rúbrica), Rubén Benjamín Félix Hays (rúbrica), Car-
los Alberto García González (rúbrica), Ana Lilia Garza Cadena (rúbri-
ca), José Ángel González Serna (rúbrica), Noé Hernández González
(rúbrica), Víctor Manuel Jorrín Lozano (rúbrica), Carlos Augusto Mo-
rales López (rúbrica), Silvia Márquez Velasco (rúbrica), Adolfo Orive
Bellinger (rúbrica), Elvia María Pérez Escalante (rúbrica), Fernando
Salgado Delgado (rúbrica), José Arturo Salinas Garza (rúbrica), Gui-
llermo Sánchez Torres (rúbrica), Fernando Zamora Morales (rúbrica).»

El Presidente diputado José González Morfín: Para fun-
damentar el dictamen por la comisión tiene el uso de la tri-
buna, hasta por cinco minutos, el diputado Juan Carlos Uri-
be Padilla.

El diputado Juan Carlos Uribe Padilla: Buenas tardes
compañeras y compañeros diputados, hago uso de esta tri-
buna para someter a su consideración el dictamen de la Co-
misión de Economía a la iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se adiciona un párrafo al artículo 1414 Bis del
Código de Comercio.

Como sabemos, el 27 de agosto de 2009 se creó el Regis-
tro Único de Garantías Mobiliarias, mejor conocido como
RUG, el cual es una sección del Registro Público de Co-
mercio que opera en línea y cuyo propósito es que las per-
sonas inscriban todo tipo de garantías inmobiliarias, privi-
legios especiales y derechos de retención sobre bienes
muebles para garantizar cualquier crédito que otorgan.

Esta herramienta ha contribuido a detonar más y mejores
financiamientos para las micro, pequeñas y medianas em-
presas del país, ya que se ha convertido en un instrumento
que brinda certeza jurídica en el sector financiero y ha fa-
cilitado los trámites entre empresas que requieren créditos
y las instituciones públicas y privadas que los ofrecen.

Mediante esta reforma se adiciona un párrafo tercero al ar-
tículo 1414 Bis 7, el cual versa de la siguiente manera: El
actor deberá demostrar fehacientemente que realizó una
consulta al Registro Único de Garantías Mobiliarias y esta-
blecer en su escrito inicial de demanda el resultado de la
misma. Lo anterior, a fin de garantizar el derecho de au-
diencia de un probable tercero perjudicado. En su caso, el
juez deberá realizar la notificación correspondiente.

En resumen, se establece que al inicio de los procedimien-
tos mercantiles correspondientes el actor tenga la obliga-
ción de demostrar fehacientemente que se realizó una con-
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sulta en el Registro Único de Garantías Mobiliarias y asen-
tar el resultado de la misma en su escrito inicial de deman-
da, a fin de garantizar el derecho de audiencia de un pro-
bable tercero perjudicado mediante la obligación del juez a
realizar las notificaciones correspondientes.

Con esta reforma, además de que se fortalece aún más la fi-
gura del Registro Único de Garantías Mobiliarias como
elemento de seguridad jurídica, reducirá el riesgo de los
individuos de ser perjudicados en los procedimientos de
ejecución de garantías mobiliarias y de la probable viola-
ción de derecho de audiencia de un tercero interesado que
también tenga derecho sobre el bien de que se trata, evi-
tando así que se inicien nuevos juicios.

En estos términos se plasmarían las características y fun-
ciones del Registro Único de Garantías Mobiliarias, dispo-
siciones de información, identificación de los bienes mue-
bles, logrando así una mayor transparencia de las
transacciones y certidumbre jurídica.

Por lo anteriormente expuesto y a nombre de los integran-
tes de esta comisión, me permito solicitar al pleno de esta
soberanía su apoyo para la aprobación del presente dicta-
men. Muchas gracias, por su atención.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Está a discusión en lo general y en lo
particular. Para fijar la posición del Grupo Parlamentario
Movimiento Ciudadano, tiene el uso de la voz el diputado
José Antonio Hurtado Gallegos.

El diputado José Antonio Hurtado Gallegos: Con su
permiso, señor presidente. Compañeras diputadas, compa-
ñeros diputados muy buenas tardes. Como bien se dice en
el dictamen en comento, el 27 de agosto del año 2009 se
publicaron en el Diario Oficial de la Federación diversas
reformas al Código de Comercio y al Reglamento del Re-
gistro Público de Comercio, con el propósito de crear el
Registro Único de Garantías Mobiliarias cuya finalidad era
el potenciar el uso de bienes muebles como garantías para
que las empresas pudieran contar con mejores condiciones
y estímulos de inversión, así como el crecimiento y la com-
petitividad de la economía.

Con la puesta en marcha del Registro Único de Garantías
Mobiliarias se obligó al acreedor o fedatario público a
identificar en el sistema de información la garantía mobi-
liaria para determinar su prioridad.

Con la reforma del Código de Comercio se pudo establecer
de manera clara que tanto empresas como ciudadanos ac-
cedieran a más fuentes de financiamiento. De esta manera
los ciudadanos interesados en solicitar un crédito podrán
disponer de artículos establecidos en el catálogo de bienes
muebles y con ello poder solventar sus pagos.

Las garantías sobre bienes muebles resultó ser una alterna-
tiva útil sobre las garantías mobiliarias, pues al constituir-
se sobre casi cualquier objeto susceptible de apreciación
patrimonial se abrió un abanico de una importante gama de
bienes para darle certeza a un crédito. De esta forma se dio
paso en la generación de un mecanismo de información efi-
ciente y de bajo costo para difundir el otorgamiento de ga-
rantías individuales inmobiliarias.

Sin embargo quedaron vacíos legales para subsanar, como
lo es la ausencia de un mecanismo jurídico en el Código de
Comercio que establezca la obligación de consultarlo, tan-
to para el usuario como para las autoridades jurisdicciona-
les.

Este vacío legal afecta de manera considerable cuando, ya
en la etapa de sentencia del proceso de demanda, se inicia
la ejecución del pago del crédito sin tomar en cuenta el de-
recho de registro, violando de esta manera el artículo 14 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que a la letra dice:

Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en
perjuicio de persona alguna. Nadie podrá ser privado de la
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino
mediante juicio seguido ante los tribunales previamente es-
tablecidos, en el que se cumplan las formalidades esencia-
les del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con
anterioridad al hecho.

Sin lugar a dudas, una de las más importantes garantías
dentro de cualquier régimen jurídico es la garantía de au-
diencia, ya que implica la principal defensa que dispone to-
do gobernado frente a actos del poder político que tienden
a privarlo de sus más caros derechos y de sus más precia-
dos intereses, por no haber sido llamados a juicio, cuando
se tenía el interés jurídico sobre el bien objeto del proceso.

Al tomar en cuenta el registro que el acreedor inscribió con
el fin de hacerlo oponible a terceros, estaríamos evitando
una desbandada de posibles juicios de amparo, donde ade-
más del objeto de garantía también se corre el riesgo de que
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se exija la reparación del daño y perjuicio por omisiones en
el debido proceso.

De aprobarse el presente dictamen se consolidaría la figu-
ra del Registro Único de Garantías Mobiliarias, ya que con
su inscripción se llegaría al conocimiento si el bien está o
no libre de gravámenes o anotaciones preventivas. Sin lu-
gar a dudas es un avance importante en la materia, pero la-
mentablemente no es una garantía fehaciente que permita
que se reduzca el riesgo de los individuos a ser víctimas de
un despojo en sus bienes o en sus derechos elementales.

Derivado de lo anterior y en virtud de que se establezca un
debido proceso, así como el respeto de sus derechos, la
fracción parlamentaria de Movimiento Ciudadano votará a
favor. Es cuanto, señor presidente. Muchas gracias, com-
pañeros.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Tiene ahora el uso de la voz el diputado Tomás
Torres Mercado, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de.

El diputado Tomás Torres Mercado: Gracias, ciudadano
presidente. Siempre, colegas diputados, diputadas, el que
una comisión traiga al pleno de esta Cámara, envíe al ple-
no de esta Cámara un dictamen al que le antecede el voto a
favor de los integrantes de la propia comisión, habla de un
esfuerzo, por un lado técnico y, por el otro, también un es-
fuerzo político para generar entendimiento y para dar ese
dictamen y que venga al pleno señalado.

Miren, hemos estado platicando con el presidente de la
Comisión de Economía, con don Mario Sánchez, pero tam-
bién con el iniciante, con Jorge Francisco Sotomayor, y he-
mos señalado que es una excelente propuesta para hacer
más eficaz, para hacer pronta, para hacer expedito el pro-
cedimiento de ejecución de las prendas, cuando éstas se
dan sin desplazamiento de posesión o la garantía en el fi-
deicomiso, pero quiero hacerlo un poquito más gráfico.

Cuando se trate de procedimientos ejecutivos mercantiles,
la ejecución para garantizar el crédito consignado en un
contrato, en un título, esa ejecución deriva del contenido
del propio título o valor del contrato.

Aquí lo que se está planteando es una adición al artículo
1414 Bis 7 del Código de Comercio, estableciendo un re-
quisito adicional, sobre todo, para proteger —decía— la

eficacia del procedimiento, pero también los derechos de
sujetos terceros extraños al propio procedimiento.

Le hemos planteado al señor presidente de la comisión y al
proponente, que consideramos que esta adición no debe ir
en este capítulo; es decir, no solamente en el procedimien-
to de ejecución de prendas sin desplazamiento de posesión
o en el fideicomiso de garantía, sino que vaya, para quie-
nes conocen esta materia, que vaya al procedimiento eje-
cutivo mercantil que regula éste y otros, derivados de un
derecho personal consignado en un título de crédito.

El diputado presidente y el proponente y los integrantes de
la comisión han coincidido en la necesidad de presentar
una modificación al dictamen, que enseguida será puesta a
la consideración de esta asamblea, con el consenso de los
integrantes.

Repito, solo por técnica y también para darle un sentido ju-
rídico congruente a esta propuesta, que no solo es legítima,
sino que también impacta positivamente en el procedi-
miento de ejecución de garantías. Por su atención, gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias, diputado. Tiene ahora la palabra el diputado José
Arturo Salinas Garza, del Grupo Parlamentario del PAN.

El diputado José Arturo Salinas Garza: Con el permiso
de la Presidencia.

El Presidente diputado José González Morfín: Adelan-
te, diputado.

El diputado José Arturo Salinas Garza: Como bien co-
mentó ahorita el diputado Tomás Torres, hemos estado pla-
ticando con el diputado iniciante, diputado Sotomayor, y
con el presidente de la Comisión de Economía, y quiero
presentar formalmente una solicitud de modificación a es-
te dictamen.

Actualmente se está incluyendo, en el artículo 1414 Bis 7,
una adición para poder otorgarle un derecho de audiencia a
aquellos terceros o aquellos acreedores preferentes de bie-
nes muebles que estén inscritos en el Registro de Garantí-
as Mobiliarias.

Hay que recordar que actualmente el Registro de Garantí-
as Mobiliarias permite que las prendas, ya sea sin transmi-
sión de dominio o con transmisión de dominio sean regis-
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tradas, y esto hace que haya una publicidad respecto a es-
tas garantías.

Anteriormente el Registro Público solo funcionaba sobre
bienes inmuebles y cuando uno iniciaba un juicio mercan-
til, fuera ejecutivo o fuera ordinario, la realidad de las co-
sas es que inicialmente se pedía acreditar si existía un acre-
edor de garantía inmobiliaria, pues que se presentara dicha
garantía, porque ese acreedor tiene que ser llamado a juicio
también, para efecto de que se le corra su garantía de au-
diencia y pueda oponerse lo que a su derecho convenga,
sobre todo por el tema en prelación.

Actualmente, lo que estamos viendo es que con las garan-
tías mobiliarias, como éstas ya pueden ser inscribibles y
tienen la obligación o el derecho de ser inscritas en el Re-
gistro Único de Garantías Mobiliarias, pues cuando se ini-
cie un procedimiento ejecutivo mercantil también el actor
tenga la obligación de verificar en el Registro de Garantías
Mobiliarias si existe o no un gravamen sobre ese bien mue-
ble, y en su caso, que este acreedor sea llamado a juicio.

Esto tiene un fin muy importante, sobre todo para proteger
tanto a los titulares de estas garantías mobiliarias como a
los propios actores de poder demostrar, desde un inicio,
que si existe un acreedor también sea llamado a juicio pa-
ra que en su caso, si quedara algún remanente de esa ga-
rantía, pudiera también recibir un pago en segundo lugar y
grado.

Sin embargo, lo que vemos puntualmente es que está mal
insertado este párrafo. Está en el dictamen, incluido en el
artículo 1414 Bis 7 del Código de Comercio y queremos
presentar una modificación para efecto de que este párrafo
sea incluido como último párrafo en el artículo 1395. Esta-
ré haciendo llegar por escrito, puntualmente, diputado pre-
sidente, ya la solicitud de modificación.

Lo que queremos es que quede en sus términos, que se si-
ga requiriendo la solicitud de que el actor presente el com-
probante de que se hizo una investigación en el Registro de
Garantías Mobiliarias para saber si existía o no un acreedor
preferente y que en su caso fuera llamado a juicio. Pero
creemos que procedimentalmente no puede estar inserto en
el artículo 1414, que refiere a fideicomisos y a prendas sin
transmisión, etcétera, sino tiene que estar inserto en la par-
te genérica del juicio mercantil, que deriva del artículo
1395, que específicamente señala dónde debe quedar in-
serto.

Entonces, lo que estaría pidiendo a todos los compañeros
diputados y así lo hemos platicado con el diputado presi-
dente, con el iniciante y con los diversos miembros de los
grupos parlamentarios, es que votáramos esta modificación
insertando este párrafo en el 1395 y ahorita se lo estaría en-
tregando, diputado presidente, con mi solicitud. Muchísi-
mas gracias.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Le pido a la Secretaría dé lectura a la propuesta
de modificación o de adición planteada.

Debido a que la modificación propuesta tiene que ver con
cambiar el párrafo o la adición que se hacía al artículo 1414
Bis 7 y pasarlo al 1395, creo que lo correcto es consultar a
la asamblea si autoriza mejor que el dictamen se devuelva
a comisión, para que se corrija todo desde la exposición de
motivos y venga como debe ser planteado.

Voy a pedirle a la Secretaría que consulte a la asamblea, en
votación económica, si autoriza que el dictamen que se ha-
bía puesto a discusión regrese a comisiones para que se ha-
gan los ajustes pertinentes.

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
En votación económica se consulta a la asamblea si se ad-
mite que el dictamen se turne a comisión. Las diputadas y
los diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo. Las diputadas y los diputados que estén por la nega-
tiva sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, pre-
sidente.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. La asamblea autoriza la devolución del dicta-
men a comisiones, procederemos a ello.

CODIGO DE COMERCIO

El Presidente diputado José González Morfín: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que adiciona diversas disposicio-
nes del Código de Comercio. 

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que adiciona diversas disposiciones del Código de
Comercio
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Honorable Asamblea:

La Comisión de Economía correspondiente a la LXII Le-
gislatura, con fundamento en los artículos 39 y 45, nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, así como 66, 68,
157 y 158, numeral 1, fracción IV, el Reglamento de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, se abocó al
estudio y análisis de la iniciativa mencionada, al tenor de
lo siguiente:

Antecedentes

1. En sesión celebrada en la Cámara de Diputados el 4
de octubre de 2012, el diputado Juan Ignacio Samperio
Montaño, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, presentó una iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones del Código de Comercio.

2. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el si-
guiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Contenido y objeto de la iniciativa

La iniciativa pretende reformar, adicionar y derogar diver-
sas disposiciones del Código de Comercio, con los objeti-
vos siguientes:

• La Secretaría de Economía no tendrá la facultad de ac-
tualizar cada año por inflación el monto de hasta 500
mil pesos por concepto de suerte principal, también res-
pecto a las resoluciones que se dicten durante el proce-
dimiento y las sentencias que recaigan en negocios, así
como publicarlo en el Diario Oficial de la Federación.

• Todas las contiendas cuya suerte principal sea inferior
a 500 mil pesos deberán tramitarse en el juicio oral mer-
cantil, sin que sean de tomarse en consideración intere-
ses y demás accesorios reclamados a la fecha de inter-
posición de la demanda. Con relación a la prueba
testimonial, se modifica el término en el que se deberá
hacer la citación por parte del juez, estableciendo que
ésta se hará mediante cédula por lo menos con “tres dí-
as” y no con “dos días” de anticipación al día en que de-
ban declarar.

• Establecer la sanción económica de cincuenta días de
salario mínimo vigente que pudiera aplicarse al perito

que injustificadamente resulte ser omiso en el cumpli-
miento del encargo.

Consideraciones

El 9 de enero de 2012 fueron publicadas en el Diario Ofi-
cial de la Federación las reformas relativas al procedimien-
to de juicios orales en materia mercantil, las cuales han de-
mostrado un sustancial avance en la solución de conflictos
derivados de los actos de comercio. Con ello, el Consejo de
la Judicatura Federal (CJF) acordó la creación de dos juz-
gados especializados para atender juicios mercantiles que,
por primera vez se desahogarán en procedimientos orales.

Los juzgados son de urgente creación, pues entra en vigor
en el fuero federal una reforma al Código de Comercio que
establece que todos los juicios mercantiles y ejecutivos que
involucren un monto menor a 500 mil pesos se llevarán en
procesos orales y no por escrito, como se hacía.

Sin embargo, el CJF por ahora sólo tiene recursos para ins-
talar dos juzgados destinados a atender Puebla y Quintana
Roo, cuando se requerirá por lo menos uno en cada uno de
los 32 circuitos judiciales. Éstos serán los primeros juzga-
dos federales que deberá contar con salas para la celebra-
ción de audiencias orales, así como con un sistema infor-
mático y de videograbación para el registro de éstas por
medios electrónicos, garantizando su fidelidad, integridad,
conservación, la reproducción de su contenido y el acceso
a quienes tuvieren derecho a ello.

Lo anterior está señalado en el artículo 1390 Bis del Códi-
go de Comercio, el cual señala que las audiencias serán
presididas por el juez, se desarrollarán oralmente en lo re-
lativo a toda intervención de quienes participen en ella y
serán públicas, siguiendo las disposiciones aplicables de la
Ley Federal de Transparencia.

En primera instancia, sólo se podrán establecer dos juzga-
dos de este tipo, por lo que atañe al resto del país, el CJF
irá creando los juzgados especializados de manera paulati-
na, pero mientras tanto, los juzgados de distrito que llevan
procesos civiles tendrán que hacerse cargo de los asuntos
de cuantía menor, pese a no contar con instalaciones ade-
cuadas para desahogar audiencias orales.

En tanto se lleva a cabo la instalación de los nuevos órga-
nos jurisdiccionales mercantiles especializados en juicios
de cuantía menor en los restantes circuitos, los juzgados de
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distrito mixtos, especializados en materia civil y semiespe-
cializados que incluyan esta materia, continuarán hacién-
dolo con normalidad, registrando las audiencias de los jui-
cios orales que se celebren a través de los medios
electrónicos o cualquier otro idóneo a juicio del juez.

• Como también, considerar que uno de los fines de la
creación de los juicios orales en materia mercantil es fa-
cilitar tanto el procedimiento como la resolución de litis
bajo este concepto. Y a su vez, exponer la responsabili-
dad del cargo de los peritos en el juicio, para mejorar el
cumplimiento de los actores involucrados en él.

Derivado del estudio y análisis realizado se considera que
la iniciativa no es clara en cuanto a la justificación para
proponer una modificación al sistema de actualización de
montos que fue introducido en el Código de Comercio, me-
diante reformas publicadas el 9 de enero de 2012 en el Dia-
rio Oficial de la Federación, pues se limita a expresar la ne-
cesidad de guardar certeza en la cuantía que prevé el
artículo 1339.

Ahora bien, en virtud de lo anterior, no se desprende algún
razonamiento para justificar la reducción del monto para fi-
jarlo nuevamente en 500 mil pesos, por lo que no se consi-
dera necesaria dicha reforma.

Respecto a la propuesta del promovente de derogar el se-
gundo y tercer párrafos del artículo 1339, y que hacen re-
ferencia a que la Secretaría de Economía seguirá teniendo
la facultad de establecer el monto en que recaigan las sen-
tencias, se consideran que son de no aprobarse, debido a
que la iniciativa no expone de forma clara la forma en que
se definirá y actualizará el monto a que hace referencia el
primer párrafo del citado artículo.

En el mismo sentido, plantear de forma fija (no actualizar)
el monto al inicio de la demanda hasta su finalización tal
como lo propone la presente Iniciativa crea incertidumbre
jurídica ya que se desconoce la duración del litigio, por
consiguiente en el largo plazo existe una desvalorización
del monto real de la deuda, este hecho causaría un perjui-
cio para el demandante ya que no existirá una certeza legal
de beneficio para el mismo. Aunque es importante enunciar
que la resolución de dichos juicios mercantiles se harán
con dos características: monto menor a 500 mil pesos y ba-
jo juicios orales, los cuales presumen de restar procedi-
mientos y facilitar la resolución del litigio. Se necesita
plantear bajo qué lineamientos se pueden definir el monto
fijo y el periodo, con el objetivo de no dejar en estado de

indefensión a las partes para impugnar legalmente un acto
de autoridad que le cause agravios, tanto para la parte ac-
tora como la demandada.

Respecto al primer párrafo del artículo de referencia, el
1390 Bis 42, acomete modificar “Sin embargo, cuando re-
almente estuvieren…”, debido a que se establece de forma
subjetiva decir si “realmente o sólo está imposibilitado, es
una condición de ser, estar en un sentido estricto”. Por ello,
la Comisión de Economía está de acuerdo con el Diputado
Samperio para modificar el tocante párrafo, con el fin de
adecuar su redacción a fin de evitar su ambigüedad ante la
hipótesis de imposibilidad para presentar testigos en juicio,
ya que considera que siendo un contrato mercantil cada
quién adquiere derechos y obligaciones por igual, sin jui-
cios de valor.

En el segundo párrafo del referente artículo establece dos
días para actos procedimentales, pero al analizar el artícu-
lo 1075 en correlación con la fracción VI del artículo 1079
del Código de Comercio es anacrónico porque el término
mínimo es de tres días para llevar a cabo actos procedi-
mentales en resulta no hay congruencia entre los artículos.
Por tanto, la comisión de análisis coincide con el iniciador
en homologar los términos prescritos en el referido artícu-
lo.

Siguiendo con el segundo párrafo del artículo 1390 Bis 42,
su escritura vigente en el Código de Comercio es la si-
guiente:

Artículo 190 Bis 42. …

Cuando la citación deba ser realizada por el juez, ésta se
hará mediante cédula por lo menos con dos días de an-
ticipación al día en que deban declarar, sin contar el día
en que se verifique la diligencia de notificación, el día
siguiente hábil en que surta efectos la misma, ni el se-
ñalado para recibir la declaración.

…

La oración subrayada resulta ambigua, debido al señala-
miento en un enunciado anterior para manifestar el día
de citación para la declaración, con ello coincidimos en
eliminar lo referido, para pronunciar de forma más cla-
ra las indicaciones durante el litigio.

Respecto al tercer párrafo del mismo artículo su redac-
ción actual es la siguiente:
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Artículo 190 Bis 42. …

…

La prueba se declarará desierta si, aplicados los medios
de apremio señalados en el párrafo anterior, no se logra
la presentación de los testigos. Igualmente, en caso de
que el señalamiento del domicilio de algún testigo re-
sulte inexacto o de comprobarse que se solicitó su ci-
tación con el propósito de retardar el procedimien-
to…”

La prueba testimonial son las declaraciones de testigos ba-
jo juramento acerca de la verificación de los hechos que se
controvierten en el juicio de los cuales han tomado conoci-
miento en forma directa o por los dichos de otra persona.
Ahora bien, el artículo actual establece tres consideracio-
nes para que el juez determine una prueba como desierta,
mediante lo siguiente: si no se presentan los testigos a de-
clarar el día indicado, si el domicilio de algún testigo no
sea el correcto o si se comprueba que existe el propósito de
retardar el procedimiento. Todas ellas se integran en los po-
sibles elementos para la prueba testimonial, en consecuen-
cia surge una hipótesis “cómo es posible definir con certe-
za cuando existe una omisión o se desconoce de otro
elemento destacado para el juicio y sobre todo contenido
en el propósito de retardar el procedimiento”.

A lo anterior, pueden presentarse múltiples causales en las
cuales no habría un medio o método para comprobar si
existe un propósito para aplazar la resolución del juicio. A
su vez, este hecho resulta ambiguo ya que se pretende re-
gular “propósitos”, lo cual contrasta con el principio de
“regulación de conductas u omisiones” que debe contener
toda norma jurídica. Presentadas las consideraciones, esta
comisión pronuncia conveniente la modificación ya plan-
teada, para definir en un solo término la prueba testimonial.

Tocante al artículo 1390 Bis 47, en el primer párrafo hace
referencia al cargo y exposición del peritaje de los peritos
en la presentación de pruebas en el litigo. Se presenta un
punto de multiplicidad entre ellos, ya que no está definido
de forma clara si tomó el cargo como perito y, por consi-
guiente, debe presentar su dictamen correspondiente o si
no tomó el cargo y debe presentar su dictamen; por esta ra-
zón deben acordarse de manera clara y precisa las acciones
del perito. Lo anterior está relacionado con el tercer párra-
fo del presente artículo ya que bajo ciertas consideraciones
del juez podrá designar un perito tercero en discordia el
cual debe de aceptar y protestar fielmente a su cargo. Él

tendrá que presentar su dictamen en la audiencia del juicio
y si incumple con su cargo se hará acreedor a una sanción
igual a la que cotizó por sus servicios al aceptar y protestar
el cargo. Relativo a modificar peritaje por dictamen se de-
be al contenido conceptual; “peritaje” debe entenderse to-
da actividad de estudio realizada por una persona o equipo
de personas hábiles y prácticos en el tema objeto de perita-
je y que poseen acreditación certificada de sus habilidades
y conocimientos encaminada a obtener criterios certeros e
indubitados útiles para los fines de la actividad procesal y
“dictamen” es una opinión y juicio desarrollado y comuni-
cado respecto a una cuestión.

Respecto a la sanción al incumplimiento del perito en la
ejecución de su cargo, se aprueba la modificación con res-
pecto al monto de cincuenta salarios mínimos, a fin de evi-
tar posibles vicios en la diligencia, a la vez de aminorar tal
incumplimiento y con ello mitigar el entorpecimiento de
los juicios, causales de agravios a los actores del litigio.

En lo tocante al artículo 1390 Bis 48, es procedente intro-
ducir la hipotésis a la ausencia justificada, entendedido co-
mo la existencia de casos en los cuales no pueda presentar-
se el perito tercero en discordia a la audiencia del jucio,
teniendo en consideración que es una persona vulnerable y
que en el desempeño de su actividad pudieran ocurrirr he-
chos ajenos a su voluntad aminorando sus funciones por
lapsos definidos, pero salvables con inmediatez a que haya
cesado el impedimento.

Pero en caso de que el perito incida en un acto de imcum-
plimiento a su cargo de forma injustificada, se hará acree-
dor a una sanción pecuniaria equivalente a la cantidad que
cotizó por sus servicios, en favor de las partes, en igual
proporción. La Comisión de Economía esta de acuerdo con
que se modifique el artículo referido en razón de la ausen-
cia justificada.

Con el análisis descrito arriba, los integrantes de la Comi-
sión de Economía consideran que es de aprobarse la citada
iniciativa, con las modificaciones arriba citadas, por lo que
presentan a la honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
del Código de Comercio

Artículo Único. Se reforman los artículos 1390 Bis 42;
1390 Bis 47, primero y tercer párrafos; y 1390 Bis 48 del
Código de Comercio, para quedar como sigue:
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Artículo 1390 Bis 42. Las partes tendrán la obligación de
presentar sus propios testigos, para cuyo efecto se les en-
tregarán las cédulas de notificación. Cuando estuvieren
imposibilitadas para hacerlo, lo manifestarán así bajo pro-
testa de decir verdad y pedirán que se les cite. El juez or-
denará la citación con el apercibimiento de que, en caso de
desobediencia, se les aplicarán y se les hará comparecer
mediante el uso de los medios de apremio señalados en las
fracciones III y IV del artículo 1067 Bis de este código.

Cuando la citación deba ser realizada por el juez, ésta se
hará mediante cédula por lo menos con tres días de antici-
pación al día en que deban declarar, sin contar el día en que
se verifique la diligencia de notificación. Si el testigo cita-
do de esta forma no asistiere a rendir su declaración en la
audiencia programada, el juez le hará efectivo el apercibi-
miento realizado y reprogramará su desahogo. En este ca-
so, podrá suspenderse la audiencia.

La prueba se declarará desierta si, aplicados los medios de
apremio señalados en el párrafo anterior, no se logra la pre-
sentación de los testigos. Igualmente, en caso de que el se-
ñalamiento del domicilio de algún testigo resulte inexacto
o en caso de que se ofrezca prueba testimonial con el
propósito de retardar el procedimiento, se impondrá al ofe-
rente una sanción pecuniaria a favor del colitigante hasta
por la cantidad señalada en la fracción II del artículo 1067
Bis de este Código. El juez despachará de oficio ejecución
en contra del infractor, sin perjuicio de que se denuncie la
falsedad en que hubiere incurrido, declarándose desierta de
oficio la prueba testimonial.

Artículo 1390 Bis 47. En caso de que alguno de los peri-
tos de las partes no acepte el cargo o no exhiba su dictamen
dentro del plazo señalado por el juez, precluirá el derecho
para hacerlo y, en consecuencia, la prueba quedará desaho-
gada con el dictamen que se tenga por rendido. En el su-
puesto de que ninguno de los peritos acepte el cargo o no
exhiba su dictamen en el plazo señalado, se declarará des-
ierta la prueba.

…

El perito tercero en discordia deberá rendir su dictamen en
la audiencia de juicio, su incumplimiento injustificado da-
rá lugar a que el juez le imponga como sanción pecuniaria,
en favor de las partes y de manera proporcional a cada una
de ellas, el importe de una cantidad igual a la que cotizó
por sus servicios al aceptar y protestar el cargo. En el mis-

mo acto, el juez dictará proveído de ejecución en contra de
dicho perito tercero en discordia, además de hacerla saber
al Consejo de la Judicatura Federal o de la entidad federa-
tiva de que se trate, o a la presidencia del tribunal, según
corresponda, a la asociación, colegio de profesionistas o
institución que lo hubiera propuesto por así haberlo solici-
tado el juez, para los efectos correspondientes, indepen-
dientemente de las sanciones administrativas y legales a
que haya lugar.

…

Artículo 1390 Bis 48. Los peritos asistirán a la audiencia
respectiva con el fin de exponer verbalmente las conclu-
siones de sus dictámenes, a efecto de que se desahogue la
prueba con los exhibidos y respondan las preguntas que el
juez o las partes les formulen, debiendo acreditar, en la
misma audiencia y bajo su responsabilidad, su calidad
científica, técnica, artística o industrial para el que fueron
propuestos, con el original o copia certificada de su cédula
profesional o el documento respectivo. En caso de no asis-
tir los peritos designados por las partes, se tendrá por no
rendido su dictamen y, la ausencia injustificada del peri-
to tercero en discordia se le impondrá una sanción pecu-
niaria equivalente a la cantidad que cotizó por sus servi-
cios, en favor de las partes, en igual proporción.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Los juicios mercantiles que se encuentren en
proceso al momento de la vigencia del presente decreto se-
rán resueltos de conformidad con las disposiciones vigen-
tes al día en que se emitió el auto de admisión de la de-
manda.

Palacio Legislativo de San Lázaro, marzo de 2013.

La Comisión de Economía, diputados: Mario Sánchez Ruiz, Amira
Gricelda Gómez Tueme, Salvador Romero Valencia, Jesús Antonio
Valdés Palazuelos, Maricela Velázquez Sánchez, Juan Carlos Uribe Pa-
dilla, Beatriz Eugenia Yamamoto Cázares, Mario Rafael Méndez Mar-
tínez, Yesenia Nolasco Ramírez, Rubén Acosta Montoya, Lilia Aguilar
Gil, Edilberto Algredo Jaramillo, Carlos Fernando Angulo Parra, Adol-
fo Bonilla Gómez, Eloy Cantú Segovia, José Ignacio Duarte Murillo,
Rubén Benjamín Félix Hays, Carlos Alberto García González, Ana Li-
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lia Garza Cadena, José Ángel González Serna, Noé Hernández Gonzá-
lez, Víctor Manuel Jorrín Lozano, Carlos Augusto Morales López, Sil-
via Márquez Velasco, Adolfo Orive Bellinger, Elvia María Pérez Esca-
lante, Fernando Salgado Delgado, José Arturo Salinas Garza,
Guillermo Sánchez Torres, Fernando Zamora Morales (rúbricas).»

El Presidente diputado José González Morfín: Para fun-
damentar el dictamen por la comisión tiene el uso de la tri-
buna el diputado Guillermo Sánchez Torres, hasta por cin-
co minutos.

El diputado Guillermo Sánchez Torres: Con su venia,
diputado presidente. Agradezco la oportunidad de permitir-
me presentar el dictamen de forma objetiva al plantea-
miento de la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
ma, adiciona y deroga diversas disposiciones del Código
de Comercio, a cargo del diputado Juan Ignacio Samperio
Montaño.

Manifiesto y reitero ante ustedes la responsabilidad que
nos compete como representantes del sentir social, implíci-
tamente es nuestro deber diseñar y modificar las leyes con
el objeto de encontrar nuevas alternativas para su ejecución
y eficacia de las mismas, junto con ello la búsqueda cons-
tante del bienestar de la ciudadanía.

En este sentido, expongo que el pasado 9 de enero de 2012
fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación las
reformas relativas al procedimiento de juicios orales en
materia mercantil, las cuales han demostrado un sustancial
avance en la solución de conflictos derivados de los actos
de comercio.

A consideración de lo anterior, uno de los fines de la crea-
ción de los juicios orales en materia mercantil es facilitar
tanto el procedimiento como la resolución de litis bajo es-
te concepto y, a su vez, exponer la responsabilidad del car-
go de los peritos en el juicio para mejorar el cumplimiento
de los actores involucrados en el mismo.

Siendo un gran avance en el sistema jurídico de nuestro pa-
ís, tal hecho permite agilizar y hacer más eficiente la reso-
lución de conflictos mercantiles, asimismo se aminoran da-
ños y perjuicios para las partes actuales en los referidos
conflictos.

Con ello, nuestro compañero legislador busca, a través de
su iniciativa, beneficiar a las partes involucradas en el liti-
gio, esto a través de la nueva modificación al Código de

Comercio, donde se pretende evitar posibles vicios en las
diligencias o las famosas chicanadas y con ello mitigar el
entorpecimiento de los juicios causales de agravios en los
actores de litigio.

En la comisión hemos valorado positivamente la intención
de otorgar claridad en las reglas del ofrecimiento, admisión
y desahogo de la prueba testimonial, mediante la aplica-
ción de una multa hasta de 6 mil 250 pesos a favor de la
contraparte a la persona que ofrezca una prueba testimonial
con el propósito de retardar el juicio.

Por otra parte, esta reforma propone sancionar a los peritos
que sin causa justificada sean omisos en el cumplimiento
del encargo que aceptaron y protestaron desempeñar ante
la autoridad judicial.

Estamos plenamente convencidos de la importancia de la
presente reforma, encontrando en ella un avance sustancial
en los juicios orales en materia mercantil, la cual permite
tener certeza jurídica, implícitamente se manifiestan tanto
las responsabilidades como los derechos de los actuantes,
durante y al finalizar el litigio. Tales características nos
permiten ver un avance trascendental y decisivo en el sis-
tema jurídico para nuestro país. Es cuanto, señor presiden-
te.

El Presidente diputado José González Morfín: Gracias,
diputado. Está a discusión el dictamen. Para fijar la posi-
ción de su grupo parlamentario tiene el uso de la tribuna el
diputado Juan Ignacio Samperio Montaño, del Grupo Par-
lamentario Movimiento Ciudadano.

Si me permiten, aprovecho la oportunidad para saludar y
dar la más cordial bienvenida a un grupo de invitados es-
peciales que están aquí acompañando a la diputada Carla
Alicia Padilla Ramos. Bienvenidos y bienvenidas a esta se-
sión de la Cámara de Diputados.

No está el diputado. Con mucho gusto insertamos el texto
de la intervención en el Diario de los Debates.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
LXII Legislatura.— Cámara de Diputados.— Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Diputado Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, diputadas y diputados
de la LXII Legislatura:
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El proyecto de decreto que hoy está a consideración de es-
ta Cámara, marca el cumplimiento de uno de los más im-
portantes objetivos de la plataforma Legislativa que plan-
teó Movimiento Ciudadano, la actualización del derecho
positivo vigente.

El análisis y conclusiones del dictamen emitido por la Co-
misión de Economía, para reformar diversas disposiciones
del Código de Comercio son el reflejo de la voluntad para
legislar a favor de los mexicanos. El contexto propuesto
genera la posibilidad de eliminar el retardo del juicio por la
simple inasistencia del testigo y homologa los plazos para
la citación de los testigos propuestos a fin de propiciar la
puntual comparecencia de testigos en el esclarecimiento de
los hechos.

Se simplifican las causales para declarar desierta la prueba
pericial, dado que  las vigentes, requieren de hasta tres hi-
pótesis simultáneamente para poder aplicar una medida de
apremio; se redefine su terminología técnica a fin de que
sea congruente la norma, la teoría y su aplicabilidad y, fi-
nalmente se prevén las consecuencias jurídicas en los casos
de ausencia de los peritos citados a las  juntas de exposi-
ción, defensa y ampliación de sus conclusiones dentro de la
audiencia que al efecto señale el juez.

Sin duda, estas reformas entregan a los actores de juicios
mercantiles una mayor certeza en el desarrollo procedi-
mental, particularmente con el fortalecimiento de las bases
para el desahogo de las pruebas testimonial y pericial re-
guladas en el Código de Comercio.

Respetuosamente

México, DF, 3 de abril de 2013.— Diputado Juan Ignacio Samperio
Montaño (rúbrica).»

No habiendo otra intervención solicitada, voy a pedir que
se abra el sistema electrónico de votación para recoger la
votación nominal del proyecto de decreto en lo general y
en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

De viva voz:

La diputada Patricia Guadalupe Peña Recio (desde la
curul): A favor.

La diputada Gabriela Eugenia Cortés Talamantes (des-
de la curul): A favor.

El diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra (desde la
curul): A favor.

La Secretaria diputada Merilyn Gómez Pozos: Ciérrese
el sistema electrónico de votación. Se emitieron 401 votos
a favor, 3 abstenciones y 0 en contra.

El Presidente diputado José González Morfín: Muchas
gracias. Aprobado en lo general y en lo particular por
401 votos el proyecto de decreto que adiciona diversas
disposiciones del Código de Comercio. Pasa al Senado,
para sus efectos constitucionales.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 3 de abril de 2013105



Año I, Primer Periodo, 3 de abril de 2013 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados106


